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(Asisten representantes de la Organización de la Prensa del Interior) 
SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 14) 


Damos la bienvenida a la delegación de OPI, Organización de la Prensa del Interior, integrada por 
el Vicepresidente, señor Ricardo López; el Tesorero, señor Alberto Baccaro; el Consejero, señor Daniel 
Mesa, y los asesores, doctores Alberto Varela y Guzmán Ramírez. 


SEÑOR BACCARO.- Agradezco a la Comisión que nos haya recibido. 


Soy Tesorero de la Organización de la Prensa del Interior; tomo la palabra en lugar del Presidente de OPI, 
señor Raúl Vernengo, quien se encuentra de viaje. 


Desde 1968 la prensa del interior goza de exoneraciones tributarias fundamentadas en la asimilación a las 
empresas culturales a que refiere el artículo 69 de la Constitución de la República. Eso cambió en 2007 con la 
reforma tributaria, en virtud de la cual algunos medios perdimos absolutamente todas las exoneraciones. Se 
estableció que aquellas empresas que facturaran más de dos millones de unidades indexadas debían tributar. 
De acuerdo con este nuevo orden, de un total de noventa empresas del interior, ocho quedaron gravadas. 


Como sabrán, los diarios y periódicos del interior son pequeñas empresas con gran penetración local; son 
medios de proximidad que tienen gran importancia cultural y social en sus zonas de influencia. En estas 
empresas han nacido y se han formado grandes periodistas y, además, grandes actores culturales del Uruguay. 
Seguramente conocerán la historia de Juana de Ibarbourou, que se inició en Melo, y también podríamos citar 
a periodistas de primera línea que hoy está trabajando en América Latina, en medios internacionales como 
EFE o en la BBC de Londres, en Santiago de Chile; hablamos de uruguayos del interior que se formaron en 
medios de prensa del interior. 


Además, estos medios cumplen una función que no pueden atender los de carácter nacional: la divulgación 
en las pequeñas comunidades de los temas de importancia local. Voy a citar un ejemplo claro del alcance de 
la prensa local. Hace poco cambiaron los números de teléfono y la campaña de divulgación quedó a cargo de 
la URSEC, que dispuso que se transmitiera solo un aviso en cada medio del interior. Si nos hubiéramos 
quedado solo con eso en el interior no se sabría claramente cuál era la nueva denominación de los números 
de teléfono. La URSEC consideró que esta era una información relevante y que los diarios y periódicos del 
interior iban a difundirla debidamente, lo que siempre ha sido y seguirá siendo así: cuando se trata de algo 
importante, se divulga. 


Los medios del interior hicieron campaña al respecto, sin recibir ni un peso por ello. Inclusive, la URSEC 
había olvidado que en el interior, para llamar de un celular a un número fijo, es necesario digitar el cero antes 
del número con el que uno desea comunicarse, a diferencia de lo que ocurre en Montevideo, desde donde 
solo es necesario digitar el número requerido. Repito que la URSEC había olvidado esto, pero no lo olvidó la 
prensa del interior y, en definitiva, no hubo problemas por el cambio de número. 


Voy a ceder la palabra a los doctores Varela y Guzmán, para que aporten un criterio técnico con respecto a 
este tema. 


SEÑOR VARELA.- Muchas gracias por recibirnos. 


Nosotros, por encargo de OPI, hicimos un estudio lo más científico y apolítico posible sobre la incidencia de 
la prensa en la cultura y el desarrollo del país. 


Como bien se ha dicho, la prensa escrita del interior fue exonerada de impuestos hace casi medio siglo, 
concretamente, desde 1965. En 2007 la exoneración no fue eliminada, pero sí se limitó a aquellas empresas 
periodísticas del interior cuyos ingresos no superaran los US$ 200.000; es decir que cuando una empresa 
tiene US$ 200.000 de ingresos en los doce meses del año pierde la exoneración y paga impuestos como 
cualquier empresa común y corriente. 


A raíz de esta limitación solo ocho empresas periodísticas del interior del país pasaron a pagar impuestos a 
partir de 2007. ¿Cuánto significó esto para el erario? US$ 725.000 en todo el Ejercicio 2009, sumando 
aportes a la seguridad social e impuestos de la DGI. Comparado con la recaudación total es un monto 
absolutamente irrisorio; representa el 0,01% de la recaudación tributaria normal de 2009, que rondó los 
US$ 8.000:000.000. Repito que estamos hablando de US$ 725.000. 


Ahora bien, acepto que en el razonamiento de los señores Diputados se planteen el cuestionamiento de si 
vinimos a hablar por ocho empresas o por US$ 725.000, y que se pregunten si vale la pena modificar la 
norma. El tema pasa por cómo oficia este límite para las empresas del interior del país. La limitación de esta 
exoneración es un perverso estímulo para que las empresas periodísticas no crezcan, no mejoren, no consigan 
nuevos lectores ni intenten vender más diarios. ¿Por qué? Porque llegar al techo de los US$ 200.000 significa 
empezar a pagar impuestos; por lo tanto, hay un estímulo para que no crezcan. Y sabido es -porque refiere al 
género humano- que cuando una empresa tiene estímulos para no crecer, está condenada a desaparecer. 


Es imprescindible remover este estímulo para no crecer; les diremos por qué. Este medio siglo de 
exoneración a la prensa del interior ha sido una verdadera política de Estado. ¿Por qué? Porque ha sido 
mantenida por todos los partidos políticos. Los resultados de esta exoneración, que están a la vista, es algo de 
lo que el país debería sentirse orgulloso. 


Hoy en día, en el interior del país, existen noventa periódicos y semanarios editados por pequeñas empresas. 
¿Qué significa eso de pique, de arranque? Que la exoneración no creó grandes empresas sino pequeñas 
empresas, a lo largo de medio siglo. Además, en esas noventa empresas la exoneración da trabajo a más de 
seiscientas personas. Pero eso podría ser, digamos, poco importante; lo más importante es que la prensa del 
interior es más leída que cualquier diario de Montevideo. Esto surge de una encuesta de Notimed de Equipos 
Mori, que figura en la hoja 12 del material que entregamos a los legisladores. Esto sería motivo de orgullo 
para cualquier país europeo. Acá está medido. Por ejemplo, en Paysandú, el 80% de los lectores lee prensa 
local; en Florida, el 65% lee prensa local; en Durazno, el 61% lee prensa local, versus prensa nacional de 
Montevideo. Eso es un resultado que llenaría de orgullo a la OCDE -la organización de los países más 
desarrollados del planeta-, a los treinta y un países que forman parte de ese grupo. 


Hablando de la OCDE, que está de moda, acaba de hacer muy serios estudios sobre la importancia de la 
prensa escrita en general y de la prensa de proximidad o prensa local, en particular, y por ello incentiva a los 
países miembros a que subsidien los diarios en Europa. Uruguay le lleva medio siglo de ventaja. Esto no se 
dice; deberíamos estar orgullosos. Por ejemplo, Italia, otorga beneficios, exoneraciones y subsidios anuales a 
la prensa escrita por US$ 180:000.000; Francia, US$ 110:000.000; Suecia, US$ 160:000.000 y Estados 
Unidos, US$ 400:000.000. Tengan en mente los US$ 725.000 que cuesta ampliar la exoneración a la prensa 
del interior. Con sumas muy inferiores a los países de Europa, Uruguay ha realizado el milagro de hacer una 
prensa del interior que es más leída que la de Montevideo. 


SEÑOR GAMOU.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Diputado Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero que me hagan una aclaración. Si es posible, quisiera que el señor Varela 
desagregara, no exactamente de manera analítica, esa cifra de US$ 725.000, solo para determinar 
cuánto corresponde aproximadamente a aportes patronales a la seguridad social y a la DGI, y dentro 
de ésta, cuánto corresponde a Renta, porque supongo que lo demás es IVA. 


Por otra parte, en el caso de las empresas exoneradas, quisiera saber qué ocurre cuando, por ejemplo, una 
determinada fábrica pone un aviso, cómo es el componente de esa empresa, es decir, si se le factura con IVA - 
calculo que no-, si lo dan como una pérdida, si baja el gasto. 


SEÑOR VARELA.- Más o menos dos tercios de los US$ 725.000 son de aportes patronales a la 
seguridad social y un tercio básicamente de impuesto a la renta -IRAE-, IVA y, en muy menor medida, 
de Impuesto al Patrimonio. 


En cuanto a la segunda pregunta, creo que apunta a un argumento que en alguna oportunidad ha planteado el 
señor Diputado Asti en el sentido de que esta limitación a la exoneración es en beneficio de las empresas del 
interior, y claramente digo que no es así. Cuando alguien anuncia en una empresa exonerada, la regla 
candado hace que si la empresa que me vende la publicidad no paga Impuesto a la Renta yo no puedo 
descontar el gasto. Mientras que si anuncio en una empresa que me da factura y es contribuyente, 
evidentemente voy a poder bajar el gasto. Pero digamos que la publicidad en el interior -y en todas partes- no 


se mueve tanto por criterios de si el gasto es deducible o no, sino del público objetivo que lee el diario, y 
tiene serias limitaciones. 


SEÑOR BACCARO.- Quisiera hacer una aclaración con respecto al IVA. Muchas de las empresas que 
quedaron gravadas no quisieron trasladar a la tarifa el aumento del IVA porque la encarecería. La 
realidad del interior es completamente diferente a la de Montevideo. Muchos de los anunciantes son 
pequeños quioscos, monotributistas; entonces, estos no pueden descontar. O sea que en caso de 
trasladar el IVA, seguramente esa publicidad iba a bajar, se iba a ver reducida. Estamos hablando no 
solo de las capitales departamentales, donde hay algunas empresas fuertes, sino del interior del 
interior. Por otra parte, dentro de las capitales departamentales, no estamos hablando de grandes 
empresas en general. Por ejemplo, en Paysandú -que es mi caso- todo el mundo conoce la empresa 
MACRI, pero, ¿cuántas MACRI hay en Paysandú? Es completamente diferente la publicidad que se 
consigue en Montevideo que en el interior. 


SEÑOR GAMOU.- Deduzco que el componente en los ingresos de estas empresas es mayor en cuanto 
al aporte directo de los lectores por compra que en publicidad, en comparación con lo que es la prensa 
a nivel nacional. ¿Puede ser eso así? 


SEÑOR BACCARO.- Sí; en general, la venta de la prensa en el interior es un componente mayor que 
la venta de publicidad. Una relación sana es un 60% en toda la prensa; eso no existe en el interior. Es 
imposible llegar a un 60% al menos que sea una tarifa ridículamente baja. Entonces, sobre todo para 
los que trabajan por suscripción, la venta es el mayor ingreso. 


SEÑOR VARELA.- Con sumas muy inferiores a las que dedican los países de Europa a subsidiar a la 
prensa escrita, Uruguay ha hecho el milagro de tener una prensa del interior del país que es más leída 
que la de Montevideo. 


Al hacer este estudio hemos descubierto cosas muy interesantes. No es una novedad que la prensa escrita 
tradicional, en papel, está en crisis en todo el mundo, y que hay un peligroso envejecimiento de la población 
lectora de diarios. En Australia, hace seis años, un 72% de la población mayor leía diarios; hoy, ese 
porcentaje bajó al 54%. En Estados Unidos, hace cincuenta años -remontándonos más tiempo hacia atrás-, el 
85% de los adultos leía diarios; hoy, solo los lee el 30%. En cuanto al envejecimiento de los lectores, en 23 
de los 31 países que integran la OCDE se nota este peligroso hecho. En Uruguay, el 10% de los mayores de 
treinta años lee prensa diariamente -solo un 10%- y esa cifra desciende al 6% si se trata de menores de treinta 
años. 


Alguien podría decir que hay que dejar morir la prensa tradicional, que no tiene sentido ponerse romántico 
con el avance de la tecnología, que la prensa va a cambiar de medio, pasando del papel a la informática, a las 
"laptops", a las "tablets", a los celulares, etcétera. Eso es mentira; está mal. Es una equivocación. Recientes 
estudios de la OCDE prueban claramente que la prensa en papel es la mejor forma -por no decir la única- de 
adquirir el hábito de la lectura de diarios. Si uno tiene el hábito de leer la prensa en papel, es posible que pase 
a la prensa informática, pero si uno quiere empezar a generar el hábito a través de la prensa informática está 
probado que no resulta. Los muchachos se vuelcan a Internet fascinados por los artilugios visuales y no para 
leer prensa. O lo que es peor: empiezan a no saber distinguir la información que está en un "blog" de la que 
está en un diario serio; en la pantalla todos lucen como serios. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Hemos entregado a la Comisión un informe; espero que disfruten de su lectura 
tanto como nosotros disfrutamos al hacerlo. La verdad es que fue una experiencia muy gratificante 
porque nos planteamos ciertas hipótesis de investigación, viendo adónde llegábamos. 


Como decía el doctor Varela, en primer lugar, nos preguntamos si los jóvenes leen la prensa. Está claro que 
no lo hacen. Según estudios de la OCDE, solo el 5% de las conexiones a Internet se usan para leer la prensa, 
para leer noticias "on line". Hoy en día, los jóvenes ingresan a Internet seguramente para chatear, para bajar 
música o alguna película, pero no para leer la prensa. Esa es una cuestión que quería destacar -estaba 
pensando en ello cuando venía hacia aquí-, porque me parece por demás relevante. 


Otra hipótesis que nos planteamos consistía en cuál sería la relevancia o el impacto que, en definitiva, podría 
tener la lectura de periódicos para los jóvenes. Encontramos que se habían hecho estudios al respecto. 
Particularmente, en Canadá se realizó un estudio y se llegó a la conclusión de que el porcentaje de jóvenes 
que vota -recuerden que en Canadá el voto no es obligatorio, sino voluntario- es mucho mayor entre los que 
leen periódicos que entre los que no lo hacen. ¿Por qué digo esto? Porque en ese estudio se advierte un claro 
hecho: leer prensa hace que los jóvenes se comprometan más con la realidad y sepan cuáles son los 
problemas de su comunidad. 


Vinculado con ello, nos preguntamos por qué se da el éxito de la prensa local, es decir, la gran cantidad de 
lectores que tiene la prensa del interior. La razón es muy sencilla y, seguramente, nos pasa a nosotros. ¿Qué 
noticias nos interesan? Las que más nos afectan. Sin duda que acceder a las noticias que nos afectan es un 
factor a considerar. 


La consultora inglesa "Enders Analysis", especializada en medios de comunicación y entretenimiento, realizó 
un análisis en el que se destaca: "[...] los ancianos sin movilidad y los más pobres son quienes más necesitan 
la información que les da la prensa local. Para ellos, la noticia de que una clínica de atención médica está por 
cerrar puede ser vital. Es altamente improbable que esa gente tenga acceso a Internet". Es decir, el acceso a la 
prensa local es, sin duda, lo que más interesa a la gente. 


Además de analizar todos esos puntos, nos preguntamos concretamente qué es lo que podría plantearse. Por 
eso, en la última hoja del informe verán una redacción tentativa de la modificación de la norma legal, que 
establece: "Inclúyense en las exoneraciones dispuestas por el artículo 1” de este Título a las empresas 
periodísticas y de radiodifusión siempre que sus ingresos en el ejercicio no superen los 2:000.000 UI (dos 
millones de unidades indexadas)", y a continuación podría aprobarse el siguiente agregado: "El referido tope 
no regirá en el caso de las empresas periodísticas del interior del país". Hoy en día, tenemos un tope que 
establece que los que superen determinada cantidad de ingresos anuales no gozarán de exoneración y, 
concretamente, la iniciativa que queríamos plantear es ese agregado final. 


SEÑOR VARELA.- Quiero hacer una aclaración. 


Sabemos que, según el artículo 133 de la Constitución de la República, las ampliaciones de exoneraciones 
requieren iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Hemos pedido una entrevista con el señor Ministro y 
estamos a la espera de esta. De cualquier manera, pensamos que se pueden introducir modificaciones -esto ha 
ocurrido en el pasado- que, a la postre, sean refrendadas por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero plantear una consulta que puede resultar obvia, pero me parece bueno que 
quede asentada para conocer su alcance. ¿Esto incluye impuestos y contribuciones a la seguridad 
social? Visto desde otro ángulo: ¿en el pasado la exoneración estaba referida a todos los tributos? Digo 
esto porque aquí se habla de impuestos, que no son contribuciones a la seguridad social y, por otro 
lado, se hace referencia al artículo 69 de la Constitución 


Entonces, me parecería bueno que se estableciera con claridad qué es lo que había antes y qué se reclama. 


SEÑOR VARELA.- Están incluidos los aportes patronales. Es muy bueno el planteo en cuanto a que si 
fueran impuestos no estarían los aportes a la seguridad social por ser otro tipo de tributo. Cuando 
dice: "Inclúyense en las exoneraciones dispuestas por el artículo 1” de este Título", refiere al Texto 
Ordenado 1996, que por vía legal amplió la exoneración de impuestos establecidas en el artículo 69 a 
los aportes patronales a la seguridad social por la Ley N” 12.804, del año 1960. 


SEÑOR BEROIS.- Los Diputados del interior sabemos lo que significa la prensa en nuestras 
localidades. El señor Diputado Pardiñas y quien habla somos los únicos Representantes del interior en 
esta Sala y sabemos lo que significa la prensa del interior. 


Inclusive, hay un aspecto que ellos no mencionaron y que tiene una importancia fundamental: los políticos 
que recorren el interior y quieren expresarse ante la ciudadanía tienen abiertas las puertas de todos los 
periódicos del interior. Sin embargo, no nos sucede lo mismo a los Diputados del interior con la prensa de 
Montevideo. Reitero: cualquier legislador, cualquier político que vaya al interior siempre va a tener las 


puertas abiertas de la prensa del interior. Es importante aclarar este punto porque como ellos no lo van a 
decir, nos corresponde a nosotros reconocerlo en este ámbito. 


También es cierto que a veces se deja de lado a la prensa del interior en lo referente a las publicaciones 
oficiales. Como muchos entes se basan en los asesoramientos que les brindan los estudios de marketing, no 
incluyen a la prensa del interior para su difusión en el interior del país. 


Como ellos decían, la penetración que tiene la prensa del interior es muy diferente a la de la capital. Nosotros 
somos del interior y sabemos que en cualquier barrio que recorramos podemos no encontrar un medio de 
prensa grande, pero siempre vamos a ver el periódico local porque a la gente le gusta sentir sus cosas más 
cerca, y lo hace a través de la prensa del interior. 


Muchas veces la prensa del interior publica los avisos oficiales -de una campaña de emergencia, del Banco de 
Previsión Social, etcétera- como parte del servicio de información que brinda a la ciudadanía del 
departamento, sin tener en cuenta si le va a pagar la DGI, el Banco de Previsión Social, el Ministerio de 
Salud Pública o el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Esto no se hace en la prensa de Montevideo. 


Entonces, más allá de la importancia de mantener un medio de prensa en el interior, hay que tener en cuenta 
la penetración y lo que significa para la población en el aspecto cultural, deportivo, etcétera. En este sentido, 
para la gente del interior muchas veces es más importante el cuadro de fútbol de su lugar que las 
competencias en Montevideo o las internacionales. 


Todos estos aspectos hacen a las particularidades de la prensa del interior. Por eso cuestiono este tipo de 
limitaciones. Es más: me atrevo a decir que mucha prensa pasó este tope porque el año pasado se vivió una 
circunstancia muy especial en cuanto a publicidad. La incidencia económica que tienen las campañas 
electorales en la prensa del interior es mayor que en la de Montevideo. Estoy seguro de que muchas empresas 
pasaron ese tope porque el año pasado todos los políticos hicimos propaganda y, en consecuencia, tuvieron 
una entrada extra que normalmente no poseen. 


Si bien existen más argumentos en este sentido, nuestra intención era que estos constaran en la versión 
taquigráfica. 


Entendemos que esto debe tener iniciativa del Poder Ejecutivo, pero como el Partido Nacional siempre ha 
defendido la posibilidad de que exista mensaje complementario, tal vez allí se podría incluir esto. Digo esto 
porque, por supuesto, el Partido Nacional está totalmente a favor de mantener la exoneración que existía 
hasta el año 2007. 


SEÑOR POSADA.- Este tema fue muy debatido. De hecho, quien habla presentó una iniciativa para 
derogar la norma que incluyó a algunos diarios de la prensa del interior en los gravámenes a los cuales 
se hizo referencia; obviamente, esto se hizo en la ley que introdujo el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas. 


Estamos absolutamente convencidos no solo de los argumentos que la delegación ha planteado, sino también 
de la importancia que tiene la prensa del interior en la democracia del país. Es más: creemos que es uno de 
sus sustentos fundamentales. Desde ese punto de vista, creemos que debe recibir un tratamiento notoriamente 
diferente al de la prensa de Montevideo. 


En este punto chocamos con la realidad de que se necesita iniciativa del Poder Ejecutivo; esto es así. Sin 
embargo, esto no significa que esa iniciativa tenga que ver con la Ley de Presupuestos; puede ser 
independiente. No se necesita mensaje complementario, sino simplemente que haya voluntad del Poder 
Ejecutivo de enviar un proyecto de ley que establezca la exoneración a la que estamos haciendo referencia. 


Por tanto, me parece que habría que insistir en esta vía, más allá de la voluntad de reiterar el proyecto que 
presentamos en el pasado. Lo importante en este caso es que el Poder Ejecutivo asuma que este tema requiere 
un tratamiento diferente. 


SEÑOR PARDIÑAS.- El señor Diputado Berois dijo algunas de las cosas que iba a expresar en cuanto 
a la incidencia, la pertinencia y, sobre todo, al apego que mucha gente del interior tiene con sus órganos 


de comunicación, fundamentalmente, escritos. 


Por otra parte, es cierto que muchas de estas empresas del interior son familiares. Muchas de ellas fueron 
creadas por algunos pioneros que, luego, inculcaron esta tarea a su descendencia y hoy la mantienen. En la 
mayoría de los casos que conocemos, lejos está transformarlas en grandes empresas. Inclusive, en la mayoría 
de ellas el interés es su desarrollo y crecimiento, pero sin salir de su región; en definitiva, el plus que tiene 
como valor es el ser locales. Creo que este es un aspecto que podemos reforzar en el diálogo con el Poder 
Ejecutivo. 


Quisiera conocer la opinión de la delegación en cuanto a que si no fuera posible mantener la norma que rigió 
hasta que se modificó en el año 2007, ¿qué incidencia podría tener aumentar el tope de U.I. 2:000.000? Yo 
creo que el tope trata de regular la situación para que las empresas que tienden a crecer -por equis razones 
que pueden ser las propias del desarrollo del mercado-, se transformen y dejen de ser esa empresa familiar de 
comunicación local o regional, generando una desigualdad desde el punto de vista contributivo, por estar 
asentada en el interior del país. Siempre hemos defendido esto, no solamente para que la prensa se asiente en 
el interior, sino también para cualquier emprendimiento productivo. Y la ley de inversiones recoge beneficios 
mayores para aquellas iniciativas que están en el interior del país o que se asientan allí. 


Así que si no fuera posible lograr la exoneración total, ¿qué opinión tiene la delegación en cuanto a una 
regulación mayor en los topes que hoy rigen? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de que, como dicen los señores legisladores, este es un tema que 
requiere iniciativa del Poder Ejecutivo, no necesariamente esto tiene que venir en el Presupuesto 
Nacional, ya que puede ingresar a través de otro proyecto de ley. Sin duda esto se dialogará cuando en 
estos días comparezca el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Ahora bien; quisiera observar que en la redacción de la propuesta que ustedes hacen aparentemente hay un 
error, porque se propone sustituir el artículo 10, que no lo encontramos. 


SEÑOR VARELA.- Efectivamente se trata de un error: es el artículo 110. 


Con respecto al tema formal de la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo, por más que el Ministerio diga que 
no va a haber Mensaje Complementario, sabemos que lo habrá, porque el proyecto de ley de Presupuesto 
tiene varios errores y hay artículos repetidos. Por lo tanto, va a haber un Mensaje Complementario. Creo que 
la señal que ha mandado el Ministerio al Parlamento es que se maneje con los recursos que están allí, porque 
no va a haber regateo; pero no hay duda de que va a haber un Mensaje Complementario y allí se puede 
incluir este artículo. Así que el tema es fácilmente solucionable. 


En cuanto a elevar el tope: fantástico. La segunda opción, si no fuera posible eliminarlo, es elevarlo: con este 
tope hay 8 empresas que quedan por debajo de la línea de flotación, y si lo elevamos van a recibir más 
oxígeno. 


Acerca la filosofía de la norma, que fue evitar que por una gambeta se instalaran en el interior del país 
empresas con vocación nacional, en cincuenta años eso no ha ocurrido. Diferente es el caso de las radios, 
donde hay una utilización del espectro radioeléctrico y hemos visto y sufrido problemas de radios instaladas 
muy cerca de la frontera que llegaban con sus ondas a Montevideo. Pero no es el caso de la prensa del 
interior que, gracias a esta exoneración, tiene cincuenta pequeñísimos órganos que luchan todos los días para 
mantenerse abiertos, con bajísimos márgenes de ganancia. Esta es la enseñanza de medio siglo. 


Cuando uno lee los análisis de la OCDE de hoy en día, advierte que los resultados de la prensa del interior 
uruguayo realmente son para enorgullecernos. La OCDE debería tomarnos como ejemplo en cuanto a la 
dispersión; son noventa órganos que le ganan a la prensa nacional porque llega tarde, porque le dedican 
apenas una página escasa a la prensa del interior y por una serie de circunstancias. Entonces, si la OCDE 
quisiera se inspiraría en el ejemplo uruguayo y en una serie de factores y mediciones que están contenidas en 
el informe que les hemos alcanzado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente quiera hacer una aclaración sobre lo que expresó el doctor 
Varela en cuanto a la potestad de que haya Mensaje Complementario del Poder Ejecutivo. Quiero 
decir que no necesariamente se requiere de un nuevo Mensaje del Poder Ejecutivo para plantear 
correcciones u omisiones: eso se soluciona en el ámbito de la Comisión. 


Agradecemos a nuestros invitados por su participación en este ámbito. 
(Se retiran los delegados de la Organización de la Prensa del Interior, OPI) 


(Ingresa una representación de la Asociación de Docentes de la Facultad de Medicina) 


—La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación de la Asociación de Docentes de la Facultad de 
Medicina, integrada por la profesora agregada, doctora Raquel Ballesté, y por el profesor agregado en 
clínica quirúrgica, doctor Gerardo Secondo, a quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA BALLESTÉ.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos. 


Nosotros habíamos solicitado una entrevista ya hace un tiempo en el marco de un planteo sobre los salarios 
docentes, que tuvo repercusión pública en los últimos días. 


Como antecedente cabe jerarquizar que nuestro planteo está directamente vinculado con el último acuerdo 
médico que se hizo, donde los médicos del área pública, en particular los de ASSE, obtuvieron una mejora 
salarial para nosotros muy importante. Eso condujo a un salario digno para los médicos de ASSE, pero en el 
marco de un Sistema Nacional Integrado de Salud, generó inequidades con respecto a los médicos docentes 
de la Facultad de Medicina que están realizando asistencia para usuarios de ASSE. La Facultad de Medicina 
tiene docentes que realizan asistencia, que se desempeñan en la parte clínica, y docentes que no realizan 
asistencia; por lo tanto sus funciones son más que nada en otras áreas básicas. Nuestro planteo tiene que ver 
con la inequidad generada ante esta situación, justamente con la asistencia. La Facultad de Medicina tiene 
asignados algunos servicios que realizan la asistencia en diferentes hospitales de ASSE y en el propio 
Hospital de Clínicas, donde todos los médicos son docentes. Al tratarse de un hospital universitario, todos los 
médicos que trabajan allí son docentes, pero los usuarios que estamos atendiendo hoy día son todos de ASSE 
en el marco del nuevo Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Entonces, nos parece importante destacar algunos aspectos, el primero de ellos, el netamente salarial. La 
situación se ha mantenido desde el último acuerdo que se firmó hasta ahora, o sea durante más de un año, 
desde que se generó esa inequidad entre un salario de un médico de ASSE y el de un médico docente que 
trabaja en ese mismo hospital, desempeñado las mismas funciones. Esto había llegado a una relación de uno 
a tres: el médico de ASSE cobraba tres veces más que el médico docente. Por supuesto que esta inequidad 
generaba problemas, en principio para la situación personal de cada uno de los docentes que estaban 
realizando la asistencia. Con el correr de los meses este problema se agrava, porque deja de ser un problema 
del médico particular, para ser un problema del grupo, un problema institucional, porque ante la oferta laboral 
en el nuevo marco del Sistema Nacional Integrado de Salud, los médicos empezaron a optar. Obviamente, 
cada vez es menor el número de médicos que opta por la Facultad de Medicina porque el salario de un Grado 
IL, con veinticuatro horas semanales es de $ 10.000 y el de un médico de ASSE, con veinticuatro horas 
semanales, es de $ 30.000. Nos preocupa profundamente porque esto hace que la formación médica dentro de 
la Facultad también se vea afectada. 


En definitiva, los escalafones intermedios, fundamentalmente Grados Il y HI de la Facultad, empiezan a 
optar, ya sea por el sistema privado o por ASSE, dentro de una coyuntura, reitero, que está requiriendo una 
mayor cantidad de médicos, debido a una mejor oferta laboral en el país. Al optar, la Facultad se ve 
completamente resentida; día a día vemos situaciones puntuales de renuncias de los Grados Il a sus cargos y 
los Grados III no reeligen sus cargos. Lógicamente, esto genera por un lado, una pérdida importante para la 
Facultad, porque tenemos docentes que están formados en su carrera, con concursos de méritos y de 
oposición, y cuando llegan a Grado III, luego de un período de cuatro años, no reeligen -cuando a los cuatro 
años estarían completamente formados-, sino que optan por otras áreas, ya sea privado o público. Este es el 
primer problema. 


El otro gran problema es que nos estamos quedando con los docentes que no tienen la posibilidad de optar y 
siguen en la Facultad. Para ser claros, antes los cargos eran muy competitivos -aunque tampoco era lo 
deseable- y, por ejemplo, se daba que para llenar dos o tres cargos de un Grado II de cirugía o de otras 
especialidades se presentaban diez o quince concursantes. Ahora la situación es diferente y con suerte se 
presenta un concursante o el cargo queda desierto. Eso repercute directamente sobre la formación de recursos 
humanos; estamos formando médicos y queremos que la formación de nuestros médicos sea de buena 
calidad. En este momento, nos enfrentamos a un menor número de docentes para formar la misma cantidad 
de estudiantes y eso tiene una repercusión fundamental en la parte clínica. Nosotros hacemos la docencia con 
la asistencia del paciente y la formación que estamos dando va en detrimento de nuestros futuros médicos. 
Por eso pensamos que este es uno de los pilares importantes que teníamos que abordar y que no podíamos 
seguir dejando pasar, porque la calidad de nuestros médicos se está viendo afectada y nos parece que si 
institucionalmente esto sigue así, habrá una repercusión más importante con el correr de los años. 


En ese contexto, muchos profesores de la Facultad estaban muy preocupados al ver que su servicio docente 
no funcionaba adecuadamente, que se estaba perdiendo la calidad académica y por supuesto la Asociación de 
Docentes de la Facultad de Medicina también se preocupó, por lo que esto se transformó en un reclamo de 
los docentes para buscar una solución en conjunto. Esto es en cuanto a los antecedentes. 


Ustedes saben que luego de varias asambleas, en una de ellas se decidió comenzar un paro asistencial 
solamente de setenta y dos horas. Se mantuvieron las actividades docentes pero no la asistenciales ni las 
docentes vinculadas con asistencia. Este paro tuvo implicancias tanto en el Hospital Universitario como en 
todos los otros lugares de ASSE, con las repercusiones respectivas. En el momento en que se planteó la 
medida, el objetivo era reclamar lo que considerábamos era fundamental para seguir manteniendo una 
asistencia digna. 


A grandes rasgos, respecto al número de docentes a los que estamos haciendo referencia, somos unos 
ochocientos que estamos realizando actividades asistenciales, de los cuales alrededor de cuatrocientos están 
en el Hospital de Clínicas y otros cuatrocientos distribuidos en los Hospitales Maciel, Pasteur y Pereira 
Rossell y algunos en las redes de atención primaria en salud. Esos son los docentes que concretamente 
realizan asistencia de un total de mil setecientos docentes de la Facultad de Medicina 


Esto, en cuanto al planteo inicial. 


La propuesta planteada a través del artículo 694 del Presupuesto que está a estudio del Parlamento, 
contempla una partida que está asignada al programa de fortalecimiento de recursos humanos y se especifica 
claramente que hay $ 53:000.000 de incremento para un programa de Unidad Docente Asistencial, que ya 
venía funcionando -se trata de un programa de la Facultad de Medicina con ASSE-, y otra partida que se 
incrementaría a $ 100:000.000 para el segundo año, que estaría destinada -es lo que se habló- a un 
subprograma para la equiparación del salario. Sabemos que hablar de equiparación quizás no sea lo más 
adecuado, pero sí de tratar de disminuir la brecha que se ha creado entre un cargo de un médico en ASSE y el 
cargo del médico docente que realiza las mismas funciones en ASSE en cuanto a la asistencia, dejando por 
supuesto lo que son funciones docentes y de investigación que siguen estando a cargo de la Facultad de 
Medicina de la Universidad de la República. Lo que se está planteando ahora es que esa partida se utilice 
para disminuir esa brecha que ha sido creada en los últimos años. 


Nuestra preocupación surge también -lo que ha sido planteado en reiteradas ocasiones a partir de que se 
incorporó esta partida- porque en el articulado del proyecto no se expresa que esta partida tiene esos 
objetivos, que tiene esos fines. Reitero es una partida que va a ser entregada a ASSE en un programa de 
fortalecimiento de recursos humanos, en el marco de Unidades Docentes Asistenciales pero no se especifica 
que esa partida va a estar destinada a la Facultad de Medicina para compensación de salarios docentes por 
asistencia a usuarios de ASSE., 


Sabemos que hay voluntad política de que ello sea así, pero nos preocupa porque no está propuesto en el 
articulado. Hablamos con el Directorio de ASSE y plantea que esas partidas se van a ejecutar de esa forma. 
Por un lado, nos parecía importante destacar ese aspecto. 


Por otro, la suma de dinero que está siendo calculada hoy es inferior a la que teníamos estipulada para llegar 
a un salario similar por la asistencia realizada por ese número de docentes que les planteaba. 


SEÑOR GAMOU.- ¿Qué diferencia hay? 


SEÑORA BALLESTÉ.- La diferencia que se está planteando en esa partida es de US$ 5:000.000; y 
nosotros teníamos un cálculo estimativo -en función de una planilla actualizada de los docentes- de 
unos US$ 9:000.000. 


Básicamente, ese era el planteo que queríamos realizar; por un lado, cabe destacar que no está establecido en 
el articulado y, por otro, que el monto seguiría siendo insuficiente, si bien la incorporación en el articulado de 
esa partida específica para las Unidades Docentes Asistenciales va a ser destinado a la Facultad. Sin duda, 
eso generó que nosotros levantáramos las medidas que estaban siendo tomadas hasta esa fecha, y el objetivo 
ahora es seguir trabajando en conjunto. 


De todos modos, queremos destacar claramente que la cifra sigue siendo insuficiente como para llegar a lo 
aspirado; en números, lo aspirado es que un Grado II -el escalafón mínimo- cobre $ 30.000, al igual que el 
médico de ASSE por igual número de horas asistenciales. 


SEÑOR SECONDO.- Nos estamos refiriendo al Inciso 24. 


Históricamente, el servicio publico contó con una importante impronta de la Facultad de Medicina. El nuevo 
sistema, con el intento de mejorar la situación de ASSE -natural y lógica- generó este desfase. En realidad, 
nos está resultando difícil conciliar en qué medida esa gran presencia de la Facultad de Medicina se intercala 
en los mismos propósitos de los refuerzos de ASSE. Eso es lo que está generando este inconveniente, que es 
natural, ya que son las primeras etapas de ejecución. 


Simplemente, quiero reforzar esa idea, porque hoy en día se estima que los hospitales públicos realizan un 
60% o un 70% de la asistencia. Los grandes hospitales públicos que, inclusive, son referencia de hospitales 
del interior para ASSE, en definitiva, reposan en los centros docentes que están ahí. ASSE participa en 
algunas especialidades y en servicios de emergencia. Por lo tanto, cualquier situación que se presente en el 
hospital pasa a ser absorbida por Facultad de Medicina. 


Quería trasmitir esto porque no es fácil imaginarse hacia futuro cómo van a ser los recursos humanos, si ya se 
empieza a optar por una situación, ocasional, de ventaja salarial. No vamos a juzgar por qué se hace, porque 
no tiene sentido, pero, obviamente, el mejor recurso -y es una parte muy importante de la asistencia de 
ASSE- en este momento está siendo desviado por intereses transitorios. 


Ese es el interés de todo esto; en la primera ley de UDA hay una fuerte inversión para el fortalecimiento de 
recursos humanos. Además, en una ley anterior se incorporaron doscientos cargos de residentes para ASSE. 
El hecho de que eso lo administre ASSE hace que se dé una impronta importante a la utilidad de estos 
recursos humanos dentro de su estrategia, lo que también es bueno. Sin embargo, eso ha llevado a una 
conciliación difícil en algunos momentos -en otros es muy clara- sobre estos intereses. 


Actualmente ASSE cuenta con quinientos residentes, que son postgrados pagos -en un proyecto más o 
menos-, y la Facultad de Medicina cuenta con ciento cincuenta, lo que habla de la importancia de la carga del 
sector asistencial en la formación de recursos humanos de ASSE. Todos estos recursos están siendo 
"tutorizados" por docentes de Facultad de Medicina dentro de ASSE. Además, en buena parte del pregrado 
pasa lo mismo, y ni qué hablar en la sucesión de los cargos de mayor jerarquía, que también son cargos en 
formación; estamos hablando de cargos de Dirección y para subespecialidades. 


El hecho de que el recurso humano se desvíe por intereses transitorios no nos permite percibir en lo 
inmediato más que un perjuicio -por supuesto, no sabemos qué puede pasar más adelante- en el nivel que 
siempre pretendió tener la Facultad de contar con los mejores docentes para impartir la docencia. 


Quería explicar nuestro conflicto por la gran trascendencia que siempre ha tenido la asociación Ministerio de 
Salud Pública-Facultad de Medicina, que ha sido fundamental en la formación. La aparición de ASSE genera 
un nuevo desafío, pero en estas primeras etapas, como dije, estamos teniendo estos desfases. 


SEÑOR GAMOU.- Me quedó clara la diferencia a que hizo referencia la profesora, entre $ 5:000.000 y 
$ 9:000.000. De todos modos, me gustaría saber cómo se traduce eso. La aspiración es llevar los 


actuales $ 10.000 a $ 30.000, pero con esa partida, tal cual está, ¿a cuánto se podría llegar? 


SEÑOR MUJICA.- En primer lugar, quiero decir que el reclamo es totalmente de recibo. Es evidente 
que estos son los desfases que se produjeron a partir del intento de equiparar a Salud Pública con los 
privados. Entonces, nos quedó pendiente el bolsón de los docentes que trabajan en tareas asistenciales 
y que están remunerados por enseñanza y no por Salud Pública. Parecería que la intención del Poder 
Ejecutivo es reparar esta situación porque dispuso de esa partida. Lo que entiendo es que ustedes están 
planteando que la partida es insuficiente y que quisieran que estuviera explícitamente dirigida a 
solucionar la situación que atraviesan actualmente. Por supuesto, nosotros respaldamos el planteo y 
vamos a trabajar al respecto. 


Entonces, me gustaría saber en qué artículo está planteado y cuál sería su propuesta. 


SEÑOR PARDIÑAS.- También queremos respaldar el planteo realizado porque lo entendemos justo. 
Creo que es parte de las cosas que tenemos que seguir ajustando en el desarrollo del Sistema Nacional 
Integrado de Salud. 


La escala salarial universitaria no se va a modificar porque el perfil del docente sea asistencial o de 
investigación. Entonces, estaría siendo ejecutada en forma específica para los docentes por ASSE. Esa sería 
nuestra interpretación. A su vez, quiero saber si ustedes evalúan que esto va a repercutir en el resto de los 
docentes de Facultad de Medicina que están abocados a tareas de investigación o de enseñanza directa y si 
esto viene con un acuerdo de ADUR. Lo planteo porque temo que después se dé un conflicto interno, ya que 
unos van a recibir compensaciones extrapresupuesto y otros no. 


En cierto modo, esa no sería una situación novedosa en la Universidad, porque en algunos servicios los 
docentes, por medio de proyectos de investigación, consiguen partidas extrapresupuestales que terminan 
incrementando su salario. Recordemos que la norma que llegó a aprobar el Consejo Directivo Central de la 
denominada Supercompensada generó una serie de dificultades en la interna de los colectivos docentes. 
Entonces, quisiera saber cómo visualizan la situación y si han ido procesando en la interna de ADUR 
Medicina este tipo de partida, que va a tener un origen específico. 


SEÑOR GANDINI.- Más que una pregunta, quiero decir que este es un artículo muy mal redactado y 
confuso. 


En primer lugar, está en un Inciso que no corresponde; está incluido en el Inciso de ASSE, pero refiere a que 
el incremento se produce en el Inciso 24, "Diversos Créditos", por lo tanto, está mal ubicado. Asimismo, 
habla de la Administración de Seguros de Salud del Estado, y debería referirse a la Administración de 
Servicios de Salud del Estado; tiene mal el nombre. A su vez, hace referencia a una partida de formación y 
fortalecimiento, lo que genera dudas, porque lo referido por la delegación, que es el destino real, no parece 
identificarse bajo este nombre. Además, refiere a "formación y fortalecimiento de los recursos de los 
servicios de salud", pero ese tampoco parece ser el destino. 


Yo me anoté algunas dudas y preguntas sobre este artículo, pero nunca hubiera imaginado que este tema que 
nos están planteando tenía que ver con los docentes. 


Por último, y esta sí es la pregunta, ¿por qué los créditos se autoriza a que sean ejecutados a través de la 
Comisión de apoyo de ASSE? 


Nos queda claro cuál es la intención: la partida no es todo lo que ustedes desean, pero hay una partida que 
debo decir que es de US$ 5:000.000 en el primer año y luego de US$ 7:500.000.000, $ 105:000.000 para 
2011 y $ 150:000.000 a partir del Ejercicio 2012. O sea que se incrementa y se acerca a lo que ustedes están 
planteando. Por lo menos está la partida; habría que trabajar un poco con el Poder Ejecutivo para redactarla 
correctamente y para que su destino sea ejecutable. 


Repito la pregunta: ¿qué significa que sean ejecutados a través de la Comisión de apoyo de ASSE? 


SEÑORA BALLESTÉ.- Respecto a la pregunta de a cuántos docentes estaríamos logrando equiparar, 
existe el Programa UDA por el cual se está incrementando la partida. A través de este Programa, 
hemos podido mejorar el salario de doscientos docentes. Según los cálculos que hemos realizado, 
pensamos que podríamos llegar a una equiparación salarial del 60% de los docentes mencionados 
anteriormente. Ahora bien, la partida que se está planteando sería para 2011 y otra para 2012 y a 
partir de ahí, la totalidad. En la interna de la Facultad de Medicina el planteo no va a ser equiparar a 
unos sí y a otros no. La idea es tratar de llegar a la mejor remuneración en función de la carga 
asistencial del docente, para luego seguir trabajando y llegar en otro momento a la equiparación de 
todos, aunque creemos que esto va a ser muy difícil de lograr. El planteo que estamos discutiendo en la 
interna de la Facultad distribuir esta partida de la forma más justa posible pero que todos alcancen un 
aumento sustantivo en 2011 y otro aumento sustantivo en 2012, disminuyendo esa brecha. 


Dentro del escalafón docente, hay diferentes grados de desempeño de actividad asistencial. Un Grado II, 
desempeña prácticamente un 75% de su actividad en asistencia. Entonces planteamos que en el Grado II, que 
es el escalafón más bajo, sea equiparada la hora asistencial, es decir, lo que falta de la diferencia entre la hora 
docente y la hora asistencial que está recibiendo ASSE, equiparado por ese porcentaje de asistencia. El Grado 
III va a ser en forma similar y en el Grado IV y Grado V, como los profesores de la Facultad ya tienen una 
función más de gestión y coordinación del servicio, la equiparación va a ser menor. Estamos planteando que 
no sea más de un 60% de carga asistencial. Esa es la forma que creemos más justa y que no quede equiparado 
solo el 60% de los docentes que están realizando asistencia. 


En lo que refiere al planteo de la interna de los otros docentes de la Facultad de Medicina, en todas las 
instancias se ha discutido. Respecto a los docentes que están a nivel de las básicas, la Universidad de la 
República ha promovido un mayor desarrollo en todo lo que es enseñanza e investigación de la mano de 
comisiones sectoriales, comisión de investigación científica y otros actores, incluida la propia ANII; se ha 
logrado obtener muy buenos incrementos salariales en el marco de proyectos y trabajos que han persistido en 
el tiempo, incluso en el marco de dedicaciones totales para muchos de estos docentes. De forma tal que los 
docentes de las áreas básicas están totalmente de acuerdo con el planteo de la solicitud asistencial, porque allí 
se crea una diferencia que no es un tema menor. El docente que está en el área básica hace docencia pero no 
hace asistencia y ese tiempo lo dedica a la investigación. Ese tiempo que dedica a la investigación le permite, 
además, desarrollar proyectos de investigación. En el marco de la Universidad y de las comisiones sectoriales 
se ha promovido muchísimo el desarrollo de investigación en las ciencias básicas y ha permitido que tengan 
una mejor remuneración. O sea que la disparidad ya está dada a favor de este grupo de docentes. Por ese 
motivo es que los docentes que hacemos asistencia estábamos planteando esta situación, porque es real que 
tenemos una carga horaria docente, pero la carga asistencial a veces insume casi la totalidad del cargo y eso 
impide la dedicación para desarrollar lo que nosotros aspiramos: la investigación clínica que creemos 
fundamental. Dentro de la interna de la Facultad de Medicina, estamos todos de acuerdo, es más, las medidas 
que se tomaron contaron con el apoyo del otro grupo de docentes que están trabajando a nivel básico. 


Particularmente no hemos estado trabajando con ASSE. ASSE citó concretamente a la institución Facultad de 
Medicina, lo cual vimos con muy buenos ojos. El decano, profesor doctor Fernando Tomassina, ha estado 
trabajando en el tema -en un período muy breve, hablamos de una semana- y no sabemos por qué se plantea 
ejecutar esto a través de comisión de apoyo. Sé que es algo que discutieron pero no nos queda claro cuál es la 
razón; lo que sí nos pautaron y quedó bastante claro es que en el artículo que está presentado debe ser una 
partida para que administre ASSE y la transfiera a Facultad. El mecanismo que plantearon fue este. 
Personalmente no queda claro y creo que no está claramente establecido por qué ASSE planteó ese 
mecanismo. ¿Por qué se planteó que es fundamental que fuera la partida para ASSE, que ASSE la 
administrara? Porque son los que están directamente involucrados dado que estamos asistiendo a usuarios de 
ASSE. Pero el otro motivo de por qué no podría establecerse en ese artículo que es una partida para Facultad 
de Medicina, es porque en ese caso debería ingresar por Universidad. Eso es lo que estamos tratando de 
evitar; el presupuesto no va a ser por enseñanza sino por salud. 


Quisiera decir que el Decano de la Facultad de Medicina tuvo una reunión con el Directorio de ASSE, a 
solicitud nuestra, porque nos generaba muchas dudas el artículo, pues en ningún lugar decía que era para 
Facultad ni que iban a tener esos destinos. Pedimos al señor Decano que tuviera una reunión con el 
Directorio de ASSE y éste especificó y dividió las partidas. Allí nombra una partida UDA para Facultad de 
Medicina; esa suma de dinero no dice que es para salario docente, pero se compromete a pasarla para que la 


administre Facultad de Medicina. Eso es algo que acordaron y que está firmado entre el Directorio de ASSE 
y la Facultad. 


Con respecto a la propuesta concreta, queremos dejar sentado claramente que el monto es insuficiente -no es 
un tema menor-, pero consideramos que por algo hay que empezar. 


Nuestro objetivo, más que nada, era informar cuál era la situación -y a partir de allí evaluar cómo podemos 
seguir trabajando-, para que, al momento de ser votado en el Parlamento, realmente no se piense que esta 
partida es más que suficiente y se le den otros destinos. 


SEÑOR GANDINI.- Preguntaremos a las autoridades de ASSE, cuando comparezcan la próxima 
semana, sobre este artículo en particular. 


Quiero dejar constancia de que no voy a acompañar ni a votar una norma para salarios que no diga que es 
para salarios. Hay que blanquear esta situación. Se expresará como se quiera para evitar los posibles 
problemas formales, pero no puede quedar en el compromiso personal del Presidente de ASSE que se destine 
para salarios. Se puede imputar en un rubro, de ese rubro se paga, y de esa manera se controla. De lo 
contrario, me parece que nos estamos engañando todos, y el Parlamento en esto tiene que ser claro. Comparto 
el objetivo, pero hay que aclarar bien esta norma. Si es para salarios, tiene que decir que ese es el objetivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda, cuando concurra el Ministerio de Salud Pública y ASSE 
hablaremos extensamente sobre este tema, y trataremos de buscar las mejores soluciones para 
contemplar el petitorio de ustedes que, como dijo el Diputado Mujica, lo consideramos absolutamente 
justo. 


Muchas gracias. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Docentes de la Facultad de Medicina) 


Quiero informar que las últimas dos delegaciones de la tarde, docentes agrarios y Movimiento de 
la Juventud Agraria, pasan para el viernes siguiente. Ya hablamos con ellos. 


(Ingresan a Sala los señores Edmundo Machado, Juan Carlos Ramos, Ramón Rolan Maldonado, Manuel 
Soroa, Wilder González, Pedro Rodríguez e Ismael Gil, obreros de la ex Administración Nacional de 
Servicios de Estiba, ANSE) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a los obreros de la ex Administración Nacional de 
Servicios de Estiba, ANSE, a quienes cedemos la palabra. 


SEÑOR SOROA.- Muchas gracias por recibirnos. Ya hemos recorrido muchos despachos de ustedes, 
les hemos alcanzado algún documento y, además, hemos estado en algunas Comisiones. 


Lo nuestro data de 1992 cuando en el Puerto de Montevideo, con la reestructura portuaria, se cerraron los 
registros de estiba y quedamos alrededor de doscientos y pico de trabajadores sin el incentivo, sin trabajo, sin 
seguro, sin despido. Desde ese tiempo venimos luchando para que se nos reconozcan nuestros derechos, que 
creemos que tenemos, y contamos con documentos que así lo avalan. 


En la Legislatura pasada hubo dos minutas votadas por unanimidad; la segunda fue al final del Gobierno. No 
llegamos a tiempo porque en el último año no se pueden realizar gastos, pero quedó el compromiso de 
solucionar el problema a la brevedad posible. 


Ahora estamos, con este nuevo Gobierno, como quien dice desandando el camino, para lograr que se nos 
reconozcan nuestros derechos. Tenemos todos los documentos de las minutas y las entrevistas en las 
diferentes Comisiones, y podemos dejarles este material cuando lo necesiten. Pero queremos explicarles que 
hace diecisiete años que venimos luchando por esto. Muchos compañeros nuestros ya han fallecido, pero 
están sus familias. 


Siempre se nos dijo que teníamos derecho, pero no logramos nunca redondear la forma. Hay exposiciones de 
motivos, hay un proyecto de ley redactado, pero todavía no logramos llegar a culminar la solución a nuestro 
problema de una forma definitiva. 


Para no volver a decir lo que ya saben, quizás sería mejor que nos hicieran alguna pregunta que consideren 
pertinente. 


(Ingresa a Sala el señor Diputado Bentancor) 


SEÑOR ABDALA.- Conozco el tema que trae hoy a la Comisión esta delegación de ex trabajadores de 
ANSE, integrantes del Registro 5.000 -así se lo conocía-, que, de hecho, eran los suplentes de los 
registros de estibadores que tuvieron vigencia hasta la reforma portuaria del año 1992. 


Entiendo que es un reclamo de estricta justicia. Por eso mismo soy el autor de una de las minutas de 
comunicación que aquí se han mencionado y que, inclusive, por supuesto, recibieron aprobación de la 
Cámara de Diputados en la Legislatura anterior. Además, soy coautor de la segunda minuta, porque quien ha 
trabajado con mucha intensidad y con mucho compromiso en este tema es el Diputado Jorge Pozzi, y me 
consta que lo sigue haciendo. 


En ocasión de esa segunda aprobación, que fue prácticamente al término del último Período legislativo, el 
propósito de no convertir en ley esa minuta era doble. Por un lado, no violar la Constitución, porque 
obviamente esta solución requiere de la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo; por otro, reiterar una 
voluntad política del Cuerpo -por lo menos de la Cámara de aquel entonces-, en el sentido de la justicia de 
este reclamo. Y se llegó a manejar en el debate Parlamentario, que este tema quedaba pendiente para la 
Legislatura siguiente y que, precisamente, la instancia presupuestal -así fue dicho en el intercambio que 
tuvimos en ocasión de la discusión general de esa segunda minuta de comunicación que se aprobó- sería la 
oportunidad de resolver definitivamente esta situación. 


El reclamo es de justicia, porque esto es una rémora de ese proceso de transformaciones muy exitoso -creo 
que hoy todos los Partidos Políticos reconocemos el éxito que representó la reforma portuaria que se impulsó 
a partir del año 1992-; pero, sin duda, esta situación injusta quedó allí planteada, en función de que el 
legislador, en aquel momento, no advirtió la existencia de trabajadores que, sin integrar en forma permanente 
los registros, alternaban en la tarea en términos de promediar, como en el régimen de los jornaleros, cien 
jornadas de trabajo o más, y por esa vía cumplir tareas en la estiba en una situación prácticamente 
equivalente a la de los titulares. Así fue concebido primero el proyecto de ley y la minuta de comunicación 
después. 


Aquí no se trata de extender la indemnización de la Ley N* 16.246 al barrer, a cualquier suplente, por el solo 
hecho de haber realizado un solo día de suplencia, sino que, obviamente, hay criterios razonables, hay límites 
que se prevén, que se conciben y que tienen que ver con equiparar la solución que se procura con el régimen 
general de indemnización que rige hoy para la actividad privada en el caso de los jornaleros. 


Esta era la constancia que quería dejar, en el sentido de que este no es un tema nuevo para el Parlamento ni 
para la Cámara de Diputados. Y me atrevería a decir -porque así fue asumido públicamente en las discusiones 
parlamentarias a las que he hecho referencia- que a esta altura, todos los Partidos Políticos tenemos un grado 
de compromiso importante con este planteo, al cual ojalá podamos dar solución. 


No estamos hablando de una solución exageradamente costosa. Inclusive, la Comisión de Legislación del 
Trabajo, en el período pasado, avanzó en este asunto, recabó toda la información que se encontraba en ese 
momento en la órbita del Banco de Previsión Social, y todas las estimaciones indican que se trataría de una 
centena de casos, un poco más, un poco menos. Por lo tanto, el costo de atender esta rervindicación justa no 
implicaría, por cierto, una erogación exorbitante que, en tal caso, pueda tachar de inviable el planteo en 
función del costo que el mismo pueda representar. 


Por supuesto que la justicia no se mide en términos de más o menos costo, pero todos sabemos que esta 
variable, cuando se trata de soluciones económicas, evidentemente pesa y mucho. Creo que en este caso, 
señor Presidente, se dan todas las condiciones para que, en definitiva, podamos ser receptivos al planteo y 
proceder a contemplar la solución que aquí se nos viene a reclamar. 


SEÑOR GROBA.- Como dijo el señor Diputado preopinante, creo que esto no amerita demasiada 
discusión. Hay todo un recorrido -hecho por los compañeros hace muchos años- reconocido, no 
solamente por la Comisión de Legislación del Trabajo y por este Parlamento, sino también por el BPS. 


No voy a hacer preguntas porque conozco la situación. Es más, conozco a los compañeros de ANSE desde 
hace mucho, cuando en aquella época -en los años 1990, 1991, 1992- recorríamos juntos allí, precisamente 
para prevenir esta situación que, lamentablemente, duró muchísimos años. 


En nuestra opinión, a partir de los trabajos realizados en la Legislatura anterior por la Comisión de 
Legislación del Trabajo, por las minutas que los compañeros acaban de expresar, por lo que dijo el Diputado 
preopinante y porque, además, el BPS reconoce esta situación, corresponde dar satisfacción en este 
Presupuesto al reclamo de estos trabajadores. 


Más que hacer preguntas, queríamos dejar una constancia, porque conocemos este tema, al igual que la 
Comisión de Legislación del Trabajo anterior, que la actual y que el Parlamento. Por lo tanto, lo que hay que 
hacer es trabajar y resolverlo de una vez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Diputado Bentancor, a quien damos la bienvenida. 


SEÑOR BENTANCOR.- En mi calidad de delegado de sector, pero habiendo participado también 
intensamente en la Comisión de Legislación del Trabajo de las últimas dos Legislaturas, y habiendo 
tenido la oportunidad de conocer, de profundizar, de buscar y escarbar en los antecedentes tan difíciles 
-yendo al BPS por antecedentes que a veces se encontraban y a veces no-, no puedo más que estar 
absolutamente de acuerdo con el planteo que han hecho los compañeros Abdala y Groba, en el sentido 
de que creemos que hay que dar terminación a esta situación, que es lo que creo que en el fondo está 
planteándose acá. 


Creo que están todos los elementos dados como para hacer lugar al planteo. Pero, de todas maneras, hágase 
lugar o no, me parece que llega un momento en que los temas hay que resolverlos por sí o por no y dejarlos 
cerrados. Por lo tanto, doy mi apoyo a lo que han planteado anteriormente los colegas legisladores. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero dejar constancia de que no había advertido la presencia del Diputado 
Bentancor -que por supuesto nos llena de alegría-, por eso no lo aludí como debía haberlo hecho en mi 
intervención inicial. Fuimos compañeros -como aquí se señalaba- en la Comisión de Legislación del 
Trabajo y, al igual que el Diputado Pozzi, fue un activo militante por la causa que hoy estamos 
analizando. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Evidentemente, es un reclamo por demás justo, pero en la medida en 
que esto requiere una iniciativa del Poder Ejecutivo y nosotros no tenemos ningún mensaje sobre ese 
tema específico en estos materiales que nos ha enviado, la facultad que tenemos es transferir recursos 
de un rubro hacia otro. En ese sentido, necesitamos saber cuánto es el monto del reclamo. Si bien los 
legisladores que han participado en la Comisión en períodos anteriores han mencionado que 
estudiaron y profundizaron sobre el tema, los trabajadores pueden tener una idea más o menos clara 
del monto que significa, para poder manejarnos. 


SEÑOR SOROA.- Yo también quería saludar al compañero Bentancor -que también nos ayudó 
muchísimo en aquel momento para recabar datos en el BPS- y a todos los que nos han dado su apoyo 
nuevamente, como los Diputados Abdala y Groba. No me quiero olvidar de ninguno, ya que la oficina 
de ellos siempre estuvo abierta para nosotros. 


No somos técnicos, pero en aquel momento se hablaba de una indemnización de US$ 20.000 por cada 
trabajador y seremos doscientos, porque están involucrados estibadores de Nueva Palmira, de Fray Bentos, 
que también quedaron fuera de los acuerdos. 


Como bien decía el señor Diputado Abdala, creo que no es una suma exorbitante, teniendo en cuenta el 
dinero que se está manejando en estos momentos en el Presupuesto para otras cosas. Hace tiempo que 


venimos esperando una solución, pero ya necesitamos -como bien decía el Diputado Bentancor- que nos 
digan que sí o que no. Creemos que tenemos los derechos adquiridos por trabajo. 


No queremos dar más explicaciones, porque durante todo este tiempo hemos repartido muchos documentos y 
sería ahondar sobre lo que ya se sabe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros, por supuesto, conocemos el tema. Yo diría que hay un compromiso 
implícito de los integrantes de la Comisión de tratar el tema y de darle alguna solución definitiva. Yo ya 
le dije a la delegación, cuando estuvieron en mi despacho, que esto requiere iniciativa del Poder 
Ejecutivo. Ese es uno de los obstáculos que hay, más allá de las gestiones que se hagan o de que se 
puedan reiterar las minutas de comunicación que ya han sido votadas por la Cámara de 
Representantes. 


Yo saqué la cuenta: son US$ 4:000.000. No es sencillo incluir esa cifra en este Presupuesto; estamos 
buceando para ver qué santo podemos desvestir para vestir este, pero personalmente no quiero crear falsas 
expectativas en cuanto al Presupuesto. Esto no quiere decir -como señalaron algunos señores Diputados- que 
no pueda ir por vía aparte, en un proyecto de ley conversado con el Poder Ejecutivo, que -como planteaban 
con absoluta claridad los señores Diputados Abdala y Pérez González-, tiene la iniciativa en esta materia. 
Seguiremos trabajando sobre el tema. 

Muchas gracias por su visita. 


(Se retira de Sala la delegación de Obreros de la ex Administración Nacional de Servicios de Estiba, ANSE) 


(Ingresan a Sala representantes de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado, COFE) 


Damos la bienvenida a la delegación de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del 
Estado, COFE, integrada por su Presidente, señor Pablo Cabrera; el Secretario General, señor José 
López González; el Secretario de Salud Laboral, señor Uruguay Cabrera, y el señor Javier Bentos. 


SEÑOR CABRERA (don Pablo).- Muchas gracias por recibirnos. 


El inicio del planteo de la Confederación en cuanto a la Ley de Presupuesto quinquenal está vinculado con el 
hecho de que el año pasado el Parlamento aprobó la Ley N* 18.508, de Negociación Colectiva en el Marco de 
las Relaciones Laborales en el Sector Público. Para nosotros esa ley instaló la posibilidad fundamental de la 
negociación y de la discusión de los aspectos relacionados con el trabajo y los trabajadores. Consideramos 
que este fue un paso fundamental en la construcción jurídica del país. Habíamos peleado mucho desde las 
organizaciones sociales y desde el Parlamento para tener esta norma. Entendíamos que se estaba dando un 
paso nuevo y que en este nuevo Período comenzaríamos a aplicar esa norma en la discusión de una de las 
leyes más importantes para la vida del país, como es la presupuestal. 


Lo primero que queremos rescatar es que no tuvimos oportunidad de discutir como esperábamos la 
construcción de los artículos sobre condiciones de trabajo y el salario. Por ejemplo, en el artículo 4” de la Ley 
de Negociación se establece algo que para nosotros es fundamental, que es la determinación de lo referente a 
la negociación: condiciones de trabajo, capacitación y formación, estructura de la carrera funcional, criterios 
de eficiencia y eficacia, y relaciones, sobre todo entre los organismos públicos y las organizaciones de 
funcionarios. 


Nosotros habíamos hablado informalmente por el mes de febrero, antes de que se instalara este Gobierno, de 
la necesidad de empezar a trabajar en esto. Sabíamos que teníamos un proceso importante por delante porque 
el proyecto de ley llevaría un trabajo y necesitaba ser discutido. Desde el propio Gobierno se reconoció que 
no se llegaba a los tiempos previstos; el 31 de agosto terminan formalmente de escribir el proyecto y este es 
presentado. 


Encontramos errores que pueden ser menores para otros, pero no para nosotros, porque, por ejemplo, se dice: 
"Asignar al Inciso 29 'Administración de Seguros de Salud del Estado' [...]", cuando, en realidad, el nombre 
es "Administración de los Servicios de Salud del Estado". Para nuestro organismo esto no es menor; la 


denominación de ASSE es importante. Y algo similar ocurre con otros tantos artículos. Por eso entendemos 
que en el proceso y en la dinámica que llevó a la construcción y presentación de proyecto ni siquiera hubo 
tiempo para corregirlo. 


Entendemos que sería fundamental que pudiéramos discutir los aspectos centrales: tanto el aspecto salarial 
como las condiciones de trabajo. Planteamos el tema aquí porque como los tiempos no alcanzaron para 
discutir, queríamos saber si existiría la posibilidad de que en el Parlamento pudiéramos hacerlo y aportar a la 
construcción de esos artículos, que entendemos son importantes para los trabajadores y las trabajadoras, en 
particular de la Administración y de los organismos del artículo 220 de la Constitución, que son a los que 
representamos. 


Desde el principio, cuando comenzamos a leer el articulado nos llamó la atención que los artículos 4* y 712, 
haciendo referencia a prácticamente lo mismo, establezcan cosas distintas. Eso es preocupante, porque estos 


artículos se refieren nada más y nada menos que al tema salarial. 


(Interrupción del señor Representante Asti) 


Entiendo que esto fue mencionado aquí por parte del Ministro de Economía y Finanzas, pero 
cuando nosotros leímos el proyecto -lo recibimos muy a último momento- esta fue una de las 
preocupaciones y queríamos plantearla aquí. Sabemos que la Oficina Nacional del Servicio Civil se 
hará presente recién la semana que viene; nosotros teníamos previsto entrevistarnos con ellos para 
discutir la construcción del articulado con respecto al funcionariado. Aún no tuvimos la oportunidad 
de concretar esa entrevista, pero quedó planteado que nos reuniremos. Por eso, necesitaríamos una 
instancia posterior para venir a plantear cuáles son nuestras discrepancias, pues al no conocer el 
articulado no podemos dar opinión al respecto. No esperábamos ser recibidos por esta Comisión antes 
de poder conversar con la Oficina Nacional del Servicio Civil porque hay más de 70 artículos 
relacionados estrictamente con la carrera funcional y con el funcionariado y resulta fundamental que 
tengamos conocimiento real de cómo se transitó para construir esos artículos. Podrá haber situaciones 
que hasta sean muy favorables, pero no podemos emitir opinión porque no conocemos siquiera el 
espíritu con el que se construyeron esas normas. 


Nosotros estamos procesando una discusión fundamental, relativa al fortalecimiento de la Administración 
Pública, a la carrera funcional y a la visión que se tiene de los funcionarios. Hoy también está en la opinión 
pública el gran desgaste de la imagen del funcionario público, y entendemos que el camino más apropiado no 
es el debate en la opinión pública, sino la posibilidad de que entre Gobierno y trabajadores podamos discutir 
hacia adentro y tratar de resolver nuestras diferencias en los verdaderos espacios, que son los de negociación. 
Repito que entendemos que no es a través de la opinión pública que se podrá construir en serio; por eso 
hacemos el pedido de volver luego de que podamos discutir el tema en profundidad, sobre todo, con la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, que fue la que construyó todo lo que marcará la vida activa de tantos 
trabajadores en el futuro, además de determinar un aspecto central que ha planteado el Poder Ejecutivo como 
un paso nuevo -con el que ratificamos que estamos totalmente de acuerdo-, que es el relativo a la reforma del 
Estado. Parte de la transformación de los recursos humanos del Estado, está en el paquete de reformas del 
Estado, y necesariamente lo tenemos que discutir. Entonces, apelábamos a una negociación en profundidad. 


También entendemos que el rol que tiene el Parlamento en ese sentido es importante, y esperamos que se 
pueda trasladar desde acá la necesidad del fortalecimiento de la negociación colectiva. Además, esperamos 
que estos temas los podamos discutir en profundidad en ese espacio para llegar a algún punto de encuentro. 
Sabemos que en algunos aspectos vamos a discrepar, pero queremos transitar por un camino en el que nos 
podamos entender y negociar de buena fe -como dice específicamente el artículo que refiere a la negociación- 
y con la información necesaria que, al día de hoy, para muchos aspectos no tenemos. 


En líneas generales, esta es la presentación de COFE. Más adelante querría que los compañeros desarrollen 
los aspectos más específicos de la discusión que ha dado COFE en la interna. 


SEÑOR ASTI.- Antes de hacer una aclaración, pido disculpas por haber interrumpido para decir que 
ese problema ya estaba solucionado. En la visita del día de ayer el Poder Ejecutivo hizo referencia a la 
repetición entre los artículos 4* y el 712, que es uno de los problemas que acaba de plantear el 


Presidente de COFE. Está por escrito que debe eliminarse el artículo 712 y el que rige en el proyecto de 
Presupuesto del Poder Ejecutivo es el artículo 4”. 


Quería dejar esta constancia en la versión taquigráfica y decirlo ante la delegación de COFE. 


SEÑOR LÓPEZ.- Queremos profundizar en algunos aspectos que acaba de mencionar el compañero 
Pablo Cabrera. Estamos muy preocupados porque entendemos que algunos artículos de la Sección II 
de este proyecto, que hacen referencia directamente a los funcionarios, están dando por tierra una ley 
que el movimiento sindical en su conjunto empujó, discutió y trató de llegar a un consenso con el Poder 
Ejecutivo y que después terminó siendo aprobada por este Parlamento. 


En la Ley N* 18.508 claramente se establece lo que es materia de negociación. Yo no voy a reiterar los puntos 
que están establecidos en dicha normativa porque ya lo ha dicho Pablo Cabrera y, seguramente, ustedes lo 
conocen tanto o mejor que nosotros. 


Hay una gran preocupación en el seno de nuestra Confederación porque se están reglamentando en el 
proyecto de Ley de Presupuesto aspectos como la carrera funcional, la contratación y la reestructura, que en 
la Ley_N* 18.508 está claramente establecido que son materia de negociación colectiva. 


Como esto no ha sido discutido, los trabajadores no hemos tenido la oportunidad de negociar colectivamente, 
más allá de estar o no de acuerdo. Ni siquiera tuvimos la posibilidad de discutir el proyecto de Ley de 
Presupuesto antes de que ingresara al Parlamento. 


Entendemos que por la vía de los hechos se está derogando la Ley de Negociación Colectiva del sector 
público porque lo que es materia de negociación se está reglamentando en este proyecto de Ley de 
Presupuesto. A nosotros nos preocupa mucho esta situación. 


Recién Pablo Cabrera planteaba que sería necesario tener alguna otra instancia con el Parlamento, más allá de 
los ámbitos de negociación colectiva a los cuales nosotros apostamos y defendemos, porque queremos 
defender la Ley N” 18.508. Por esta razón, creemos que sería necesario otro tipo de ámbito para poder 
discutir estas cuestiones que para nosotros son realmente muy preocupantes, ya que lo que tanto trabajo nos 
dio consolidar en una Ley de Negociación Colectiva, ahora, por la vía de los hechos, el Poder Ejecutivo lo 
está echando por tierra en esa Sección del proyecto de Ley de Presupuesto. 


Queremos hacer dos referencias más que también tienen que ver con este tema. Una de ellas es acerca de la 
repetición de los contenidos en los artículos 4* y 712. En realidad no estaban repetidos porque había 
diferencias, pero aparentemente, por lo que nos dicen, este aspecto ya estaría solucionado. Es aspiración de 
nuestra Confederación -porque así está establecido en la Ley de Negociación Colectiva- que se modifique el 
artículo que quede. Entendemos que si hay un ámbito de negociación colectiva previsto por una ley, es allí 
donde se debe discutir y analizar en qué período se va a ajustar y cómo deberían ser los ajustes, y no por 
intermedio de una ley que modifica lo establecido en otra, perjudicando los intereses de los trabajadores. 
Tenemos una seria dificultad en este aspecto. Por ello nos parece que lo mejor sería que se redactara un 
artículo que habilite a que la discusión se haga en los ámbitos de negociación colectiva y no que se 
reglamente en la Ley de Presupuesto en qué período y de qué manera se van a hacer los ajustes. Si no es así, 
¿qué vamos a negociar con relación a los ajustes? 


El otro tema que nos preocupa mucho -en este sentido tenemos alguna propuesta que intentamos discutir en 
los ámbitos de negociación colectiva, hasta ahora no con mucho éxito- es el de los contratos precarios que 
tiene el Estado. Entendemos que hubo una situación de hecho que ha desnaturalizado la función genuina 
como funcionarios públicos que cumplen trabajadores del Estado que tienen un contrato precario. 


Nosotros defendimos, aplaudimos y creemos que fue uno de los principales avances en la Legislatura anterior 
el que se hubiera aprobado el artículo 7? de la Ley de Presupuesto, que permitió regularizar la situación de 
muchos trabajadores con contratos precarios en el Estado. Muchos de ellos tenían muchos años en esa 
situación precaria, y algunos cumplían funciones propias de un trabajador genuino del Estado. 


Si bien se corrigió la situación generada antes de 2005, se dejó la ventana abierta, y en el último período de 
Gobierno se utilizaron nuevamente las mismas figuras. Hoy, a lo largo y ancho de toda la Administración 


Pública, tenemos prácticamente la misma cantidad de trabajadores con contratos precarios que la que había 
antes de corregir las situaciones mediante el artículo 7” de la Ley de Presupuesto anterior. 


Si bien no hay desnaturalización con respecto al tiempo de contratación, sí la hay desde el punto de vista de 
la función. En los ámbitos de negociación colectiva hemos planteado algunas cuestiones que muestran 
claramente esto que estamos diciendo. Por ejemplo, un Inspector de la DGI -que incluso tiene carné de 
Inspector- es un pasante. Evidentemente, la función de inspección debería recaer en un funcionario público. 


Creemos que habría que presentar algún artículo a fin de corregir esta situación. Tenemos alguna idea de 
cómo podría darse el camino para regularizar algunos de estos contratos, pero en este momento es difícil 
plantearla por los tiempos de que disponemos. Con esto no queremos decir que estamos en contra de las 
becas y de las pasantías, que creemos que son necesarias, fundamentalmente para establecer la posibilidad de 
que los estudiantes financien sus estudios, o para que los pasantes tengan una primera experiencia laboral 
importante, pero pensamos que, de alguna manera, esto debe ser discutido y analizado porque hay un sinfín 
de situaciones que nos preocupan mucho. Debemos buscar un ámbito para discutir y analizar esas situaciones 
y poder corregirlas. 


Lo referido a los contratos precarios, así como el tema salarial y, fundamentalmente, la Sección Il, 
"Funcionarios", del proyecto de presupuesto, entendemos que son materia de negociación y no hemos podido 
avanzar al respecto en el marco de lo que establece la Ley N* 18.508, que queremos defender porque nos 
parece que es un buen instrumento y que es necesario para establecer las relaciones laborales entre el Estado, 
como patrón, y sus trabajadores. 


SEÑOR CABRERA.- Para complementar lo que decían los compañeros, el 18 de setiembre, la 
Confederación presentó al Poder Ejecutivo en la Mesa de Negociación Colectiva de la rama una 
carpeta conteniendo una serie de artículos para este Presupuesto. No hicimos una carpeta para 
entregar a las distintas bancadas de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda, porque 
estábamos esperando la reunión que se iba a realizar el jueves con la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, que se frustró y pasó para el próximo lunes y que ahora, finalmente, se realizará el día miércoles, 
porque tenemos entendido que ustedes la recibirán el lunes. De alguna manera, estábamos esperando 
tener una explicación de las normas proyectadas en el Presupuesto por parte de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas. 
Por ese motivo, no hicimos un repartido de la carpeta para entregar a los señores Diputados. No 
obstante, no tenemos inconveniente en acercárselas la próxima semana, una vez que se cumpla la 
referida instancia con la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


En esa carpeta encontrarán, entre otras cosas, propuestas referidas a la materia salarial, a la regularización de 
todos los contratos precarios y a una serie de definiciones vinculadas con la carrera administrativa, las 
condiciones de trabajo, etcétera. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BENTANCOR.- Queremos hacer dos o tres reflexiones. 


En primer lugar, queremos dar fe de que, efectivamente, la ley de negociación colectiva del sector público 
fue uno de los avances más significativos de la legislación laboral del país, por lo que debemos ser celosos 
custodios de que se cumpla estrictamente con lo allí definido. Obviamente que lo que tiene que ver con la 
reforma en la actividad pública debe ser materia de negociación colectiva; está establecido en la ley. Siempre 
hemos sostenido que, en cualquier ámbito -no solo en el público, sino también en el privado-, no hay mejor 
reestructura que la que logra llevarse adelante con el acuerdo de las partes en discusión. También en ese 
aspecto queremos dar fe de que la ley aprobada durante la Legislatura pasada prevé estas situaciones. 


Sobre los temas de carácter económico, no podemos ofrecer una opinión categórica, en primer lugar porque 
hoy somos delegados de ese sector y, en segundo término, porque no somos titulares de la banca, sino que 
estamos haciendo una suplencia, pero, además, porque en lo económico siempre está aquello de que más allá 
de lo justo, está lo posible; así como lo reconocí en aquellos años, debo reconocerlo hoy. 


En cuanto a las categorías que se dan en la Administración Pública, creemos que, efectivamente, como se 
señala, hay una cantidad tremenda de situaciones, tanto de empresas unipersonales -la Cámara ha tratado de 
resolverlo y reflotó un proyecto de ley de la Legislatura pasada que tiende a la eliminación de la empresa 
unipersonal para sustituir a los trabajadores dependientes de los lugares de trabajo-, de empresas tercerizadas 
-la Administración Pública también está llena de ese tipo de servicios; tiene su reglamentación a partir de la 
Legislatura pasada-, así como también de becarios y pasantes, categoría que se ha distorsionado mucho. 
Creemos que, naturalmente, la beca y pasantía deben ser eso: beca y pasantía. Va de suyo que las becas y las 
pasantías tienen un comienzo y un final. Lamentablemente, esa situación se ha distorsionado durante años; 
todo quien entra como becario, humanamente, ante la necesidad de empleo, se quiere quedar, pero así no 
funcionan las cosas. 


Por último, también comparto que a veces se produce la estigmatización de un sector ante la sociedad -en las 
últimas semanas ese tema se ha dejado de lado-; uno puede entender que tiene aspectos de crítica razonable - 
el sindicato se hará cargo-, pero el que esté libre de defectos, que tire la primera piedra. De todas formas, creo 
que no es el mejor clima. Por declaraciones que he venido escuchando, hoy por hoy se comparte el criterio de 
discutir con los trabajadores los elementos que están incluidos en el Presupuesto. 


Quería dejar sentada estas constancias porque uno pasa por este Parlamento y hace un trabajo -bien o mal- 
que va dirigido hacia determinados objetivos, por lo que es bueno rescatarlos y decir en lo que estamos de 
acuerdo, señalar lo que podemos afirmar, con la misma lealtad que en otros temas; personalmente, no me 
puedo meter, porque no tengo a mi alcance ahora toda la información sobre lo económico, que es otra 
discusión que llevan adelante en la Comisión. 


SEÑOR GANDINI.- En primer lugar, se nos da esta situación un tanto extraña en la que esperábamos 
-por lo menos, en mi caso- recibir a COFE antes que a la Oficina Nacional del Servicio Civil para tener 
una opinión, una mirada diferente, y poder trasladar dudas y consultas, pero sucede que la delegación 
no ha tenido oportunidad de avanzar sobre el fondo del articulado, caso por caso, y tampoco se ha 
podido entrevistar con las autoridades. Por lo tanto, no vamos a poder sacar de esta reunión ese 
provecho lógico. 


Además, nos van a solicitar una nueva entrevista -creo que es notorio-, una vez que hayan analizado a fondo 
el articulado, que es complejo y extenso; hay setenta artículos referidos a funcionarios, pero además en otros 
Incisos hay normas que también afectan al sector. Por lo tanto, creo que lo primero que debemos hacer es 
eso: acordar que los vamos a recibir nuevamente en una o dos semanas. 


En segundo término, quiero trasmitir que tenemos una propuesta para realizar sobre el tema de los contratos 
precarios que servirá, por lo menos, como base de discusión. Me gustaría que los delegados de COFE se 
llevaran hoy esa propuesta y que la analizaran, y que también se distribuyera a los integrantes de la 
Comisión, a los que están aquí y a los que no han venido a esta reunión. Entregaré el material a la Mesa para 
que la delegación se lo pueda llevar hoy. 


El motivo de presentar ese artículo es, precisamente, el antecedente del artículo 7” del proyecto de ley de 
Presupuesto Nacional. Ese artículo se introdujo para regularizar el caos; esas fueron las palabras. Y 
avanzamos mucho en ese tema. Se conformaron comisiones paritarias y se regularizó la situación de más de 
cuatro mil funcionarios en la Administración Central y de unos cuantos más en otros organismos, sobre la 
base de que se había desnaturalizado la relación laboral original, fueran estos becarios, pasantes, caché, 
contratos a término o lo que fuera. Las comisiones paritarias analizaron estas situaciones caso a caso. 
Algunas se regularizaron y otras no. Algunas se transformaron en contratos de función de pública y otras 
según lo que figura en este proyecto de ley, se transformarán en una situación más estable con la 
Administración. 


El problema es que donde había becarios que se regularizaron, entraron otros becarios, donde había caché y 
no se podía incorporar más que a artistas, entraron administrativos, y donde había contratos a término, hay 
nuevos contratos a término. Eso no está mal. El asunto es que, por ejemplo, muchos de esos contratos a 
término se han desnaturalizado porque tienen un plazo más largo del que la propia ley establece -es una 
norma que también votamos en 2005-, o porque tienen funciones que no les corresponden. Esta historia la 
conocemos. 


La beca es el contrato de un estudiante o de un joven para que haga un aprendizaje y una tarea a cambio de 
una remuneración mínima. Pero el sistema es perverso. El becario ingresa y hace un montón de tareas que le 
adjudican pero que no le corresponden, con la esperanza de que el mérito que desarrolla le dé posibilidades 
de quedarse. Por su parte, la Administración le da tareas aprovechando que el muchacho las hace con gusto y 
encima, le pagan menos. Luego el jerarca viene acá y nos dice que si el plazo no hubiera sido más largo del 
permitido, el servicio habría dejado de funcionar y que eso fue producto de un estado de necesidad. Entonces, 
que se contraten funcionarios. 


Lo cierto es que hoy tenemos esta situación. Hay un artículo -cuya redacción es similar a la del artículo 7*- 
para becarios, pasantes y contratos a término, pensando que estas son las situaciones más importantes y más 
generales a regularizar. También hay un segundo artículo que aborda otras situaciones que, a mi juicio, con 
las cosas que se han discutido en este Parlamento, da vergilenza que las haga el Estado. Me refiero a que el 
Estado está tercerizando a instituciones la incorporación de recursos humanos. Hay instituciones que proveen 
recursos humanos como si fueran empresas; en realidad, esto encubre una relación de dependencia. La 
institución les paga el sueldo pero estas personas marcan tarjeta en el organismo, refieren a un jerarca del 
organismo y rinden cuentas en ese organismo. Esas instituciones pueden ser varias. Una notoria es la 
Universidad de la República, que hace esto a través de sus fundaciones. Los contratos de las fundaciones de 
la Universidad de la República son sistemáticamente observados por el Tribunal de Cuentas, porque no son 
una institución pública. La fundación es una institución de derecho privado, por más que tenga un convenio 
con la Universidad de la República. Estas personas transcurren años cumpliendo tareas en el mismo 
organismo, por un sueldo de empleado tercerizado, sin ninguna regularización, encubriendo una relación que 
hemos cuestionado como Parlamento. Y permitimos que esto se esté haciendo en el Estado. Creo que eso no 
se puede permitir más. En todo caso, si las personas que son rehenes de estas situaciones ya han 
desnaturalizado su situación original, hay que estudiar la posibilidad de que también se los regularice. 


Más o menos, ese es el contenido de la propuesta, pero está abierta a discusión. A nuestro juicio, este es un 
tema pendiente que tenemos que analizar. 


Por otra parte, tenemos una cantidad de preguntas con relación al articulado, pero las dejaremos para otra 
ocasión. Por ejemplo, vemos que, de hecho, se está derogando el SIRO, que se creó hace muy poco. También 
vemos que hay nuevos sistemas de redistribución y de compensaciones, y que se crean dos categorías 
contractuales nuevas: el contrato laboral y el contrato temporal. Con respecto a este último, ya existe el 
contrato a término. Por su parte, el contrato laboral parece ser una contratación de Derecho Privado; no lo 
tengo claro pero parecería ser así. Existe jurisprudencia de sobra que establece que el Estado no puede 
contratar bajo el Derecho Privado, pero aquí parece crearse una figura de ese tipo. Hay mucho para conversar 
pero, en todo caso, lo haremos primero con la Oficina Nacional del Servicio Civil y con la OPP. 


Sí me interesa analizar lo que figura -seguramente lo han visto- en los artículos 4” y 714. El artículo 4” 
establece cómo se regulariza. Ustedes ya dijeron que prefieren que esto sea materia de la negociación 
colectiva y que no están de acuerdo en que se fije por ley qué parámetros deberán contar a la hora del ajuste 
salarial semestral o anual. 


En el artículo 714 figura una partida para ocho horas para los funcionarios civiles de los Incisos 02 a 15. Ayer 
se nos especificaba que se excluyen los escalafones "K", Militar, "L", Policial y "M", Servicio Exterior. Al 
final del artículo también se prevé una partida por presentismo, que probablemente sea la que se está 
conversando con el Poder Ejecutivo; me refiero a los $ 500. Lo que sucede es que esa partida no tiene 
respaldo presupuestal. Dice que se otorgará si hubiera excedentes del incremento a todos los funcionarios que 
no ganan el mínimo. Entiendo que este inciso fue agregado, porque el anterior dice que el excedente de eso 
mismo será aplicado a la reestructura. Si es así, el excedente ya fue gastado para la reestructura. Y si se gasta 
en la partida que se está negociando, no habrá excedente para hacer la reestructura, que parece ser una 
prioridad y que, además, está definida por ley. 


Esa es una preocupación que nos queda, porque los acuerdos salariales a los que se llegue en la negociación 
del sector, deberán tener respaldo presupuestal y partidas acordes para poderlos cumplir. Si no vienen, habrá 
que ver cómo se reasignan. 


Me parece clave tener una visión general de ustedes sobre estos dos artículos antes de recibir a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y a la OPP. 


SEÑOR MUJICA.- En la medida en que estuvimos presentes en la discusión del anterior Presupuesto, 
queremos dejar una constancia respecto al espíritu de las regularizaciones que se votaron en ese 
momento. No se hicieron a los efectos de que el Estado perdiera el tipo de vínculo temporal, sino para 
regularizar vínculos estables que venían de muchos años con el Estado y que se habían encubierto con 
formatos de beca, pasantía o lo que fuera. En ningún momento la intención fue que el Estado dejara de 
tener este tipo de vinculaciones, porque si cumple sus funciones, debe tener un lugar para becarios, 
pasantes y contratos laborales que no sean estables, porque hay muchas funciones que requieren 
contratos a término. Entonces, cuando votamos aquel artículo en el Presupuesto, el espíritu no fue ese. 
Lo digo para que el número de nuevos becarios, pasantes y algunos contratos que tenemos, no se tome 
como un argumento para decir que se volvió a hacer lo mismo que se había arreglado porque, en 
realidad, no es lo mismo. Esa es una cosa esencial. En el Estado que queremos, siempre va a haber 
vínculos que no van a ser estrictamente presupuestados. Este es un aspecto que me parece importante. 


Por otra parte, no se puede tomar la naturaleza del trabajo que realiza la persona que está vinculada con el 
Estado de esta manera precaria, como un argumento en sí mismo, que defina que debe ser pasado a otro tipo 
de vínculo. Los artículos que definen qué es una beca, una pasantía o un contrato laboral, no establecen que 
esa persona tenga que realizar una función que sea una simulación del trabajo real. Me refiero, por ejemplo, a 
que el hecho de que un pasante esté realizando tareas inspectivas, no demuestra que deba ser un funcionario 
presupuestado. En todo caso, lo que habría que demostrar es que esas tareas inspectivas que él realiza son 
llevadas a cabo en forma permanente por una persona que es pasante durante mucho tiempo y a la que no se 
le regulariza la situación. Pero sobre la naturaleza del trabajo en sí mismo, el que va a trabajar en una 
pasantía o en una beca, va a hacer trabajo de verdad y no de mentira. Por lo tanto, si está haciendo un trabajo 
que es necesario para el Estado, no implica necesariamente que deba ser presupuestado. Me parece que este 
es un concepto que debemos tener claro con respecto a las precarizaciones. 


Lo aclaro hoy en la versión taquigráfica, porque fue parte de las discusiones de aquel Presupuesto que 
votamos, sin entrar en la discusión de si todo el articulado corresponde exactamente a las mejores opciones. 
Creo que esa es una discusión que está abierta y en la cual todos podemos tener opiniones, pero 
conceptualmente estas cosas deben quedar claras. 


El Parlamento y la bancada que yo represento no votó una cosa y después el Gobierno hizo otra. Hay una 
correspondencia lógica entre lo que hicimos, que fue una regularización, y una concepción del Estado que da 
oportunidades a los estudiantes, a los trabajadores en su primera experiencia laboral, y eso no implica que el 
tipo de trabajo que van a desarrollar no sea necesario en forma estable para el Estado. Me parece que esto 
también debería quedar claro como concepto. 


Naturalmente, yo no tengo inconveniente en hablar de nuevo con COFE. Me parece que hay una etapa de la 
discusión, que ustedes mismos marcan como parte de la negociación, y después estarán las decisiones que 
nosotros tomemos en función de la discusión que se nos presente. 


Con respecto al tema estrictamente salarial, reitero algo que decía el compañero Bentancor, que ustedes 
conocen tan bien como todos nosotros. Yo no voy a cuestionar la justeza de cualquier reclamo salarial, 
porque puede ser justo; pero también debo analizar si es posible o no en función de otros reclamos que 
también tenemos que atender. Ese es un poco el meollo de las decisiones que adoptamos. 


SEÑOR ABDALA.- Por lo que se ha venido indicando, no sé si la instancia propicia será la de hoy u 
otra que tengamos más adelante, pero a modo de constancia quiero decir que a nosotros nos interesa 
mucho conocer la opinión de COFE sobre varios aspectos que están contenidos en los capítulos 
iniciales del Presupuesto, referidos a la Administración Pública y a los funcionarios públicos. Y quiero 
ser solidario con un planteo que aquí se hacía público -no es por ser complaciente, pero me parece un 
dato objetivo- en el sentido de que todas estas normas, en función del marco jurídico vigente en 
materia de relaciones laborales del sector, debieron pasar por la instancia de la negociación colectiva. 
Algo de eso señaló el propio Diputado Bentancor y lo aludo porque estoy de acuerdo con lo que él dijo. 


Ahora bien; me parece que aquí tenemos que reconocer un contexto más amplio y hay una suerte de dualidad 
de criterios que nosotros hemos advertido en la Administración, en el Gobierno, desde que en este nuevo 
modelo se instauró el nuevo régimen de relaciones laborales; esto me parece que vale tanto para el Gobierno 
anterior como para el actual. No sé si en eso hay un obrar consciente o inconsciente, pero es notorio que 


desde el punto de vista de determinados derechos laborales, una ha sido la actitud de la Administración como 
reguladora o como árbitro de las relaciones laborales privadas, y otra ha sido la conducta de ese mismo actor, 
el Gobierno en representación del Estado, cuando ha sido empleador, en el marco de las relaciones obrero- 
patronales. En la relación entre empleados y empleador, éste, como todos sabemos, para el sector público es 
el Estado. 


Esto que estoy diciendo fue perceptible en determinados conflictos que se dieron en el sector público por la 
forma de interpretar la extensión del derecho del huelga y de habilitar o no, por ejemplo, la ocupación de los 
lugares de trabajo. Eso lo vimos: no fue igual el criterio que aplicó la Administración de turno para la 
actividad privada que para la pública. Le impuso determinados criterios al sector privado, que no estuvo 
dispuesta a reconocer a los trabajadores cuando le tocó, en este caso, ser el Gobierno el representante del 
Estado que estaba en conflicto con sus trabajadores. 


Dicho esto, aquí tenemos una serie de normas sobre las que, como decía al principio, nos resulta 
indispensable -yo no sé si la instancia es hoy- conocer la opinión de los trabajadores. Hay cambios en el 
régimen de licencias, particularmente una modificación importante en todo lo que hace a las licencias por 
enfermedad y a la alternativa de que en función del cumplimiento de determinados plazos, eso conduzca a la 
jubilación del funcionario. Hay normas, que pueden no ser totalmente novedosas pero que fueron bastante 
inesperadas, relativas a la redistribución y a la declaratoria de excedencia de los funcionarios públicos. Desde 
el punto de vista de la reforma del Estado, en algún sentido esto puede tener sabor a poco. Pero supongo que 
desde el punto de vista de los trabajadores y de la reivindicación de sus derechos, son cambios sustantivos 
que por supuesto debieron ser negociados y si no, consultados. Por lo menos, en algún momento se debió dar 
aviso en el sentido de que estas normas se iban a insertar en el proyecto de ley de Presupuesto. 


Hay modificaciones en el régimen de ingresos, a partir de un mecanismo de ventanilla única, que yo creo que 
es muy discutible; por determinadas razones a nosotros no nos gusta. Pueden ser distintas a las razones de 
COFE pero, por supuesto, nos interesa conocer su opinión; y lo mismo con relación al régimen de ascensos 
en la Administración Central. 


Después hay dos temas que me parecen medulares. Reitero que no sé si hoy ya podremos llevarnos una 
opinión, por lo menos una aproximación, más allá de que no se ha dado el contacto de rigor entre los 
funcionarios y la Administración a los efectos de discutir estas cosas. Pero, como decía, me parece que hay 
dos temas que sobresalen. Uno de ellos es, sin duda, el cambio del sistema de ajuste de los salarios, en 
función de la variación de la inflación. En ese sentido, el artículo 4* representa un cambio muy importante - 
que yo hoy no califico de bueno ni de malo-: lo que antes era el reconocimiento y el aseguramiento por ley de 
un ajuste de los salarios públicos cuando se alcanzaba el 10% de la inflación en el último año móvil, ahora se 
establece que en todo caso eso dispara una instancia de negociación. Por supuesto que todos reivindicamos la 
negociación. Ahora bien: supongo que para los trabajadores es importante negociar mejoras salariales por 
encima de lo que hoy tienen asegurado por ley y no tener que negociar lo que se supone que ya es un derecho 
adquirido, porque así está establecido en la normativa vigente, que es la Ley N* 16.903. 


El otro tema es el que mencionaba el Diputado Gandini: el de los contratos laborales. Me parece que desde el 
punto de vista de la Administración es importante conocer los fundamentos del Poder Ejecutivo, pero 
también desde el punto de vista de los trabajadores, porque creo que más allá de las objeciones o salvedades 
jurídicas que se puedan hacer, en la medida en que esto prospere puede conducirnos a la circunstancia de que 
en la Administración tengamos funcionarios y empleados sometidos a estatutos y a regímenes jurídicos 
distintos en forma simultánea. Y yo no sé si eso, desde la óptica de la convivencia y de los derechos 
sindicales, es algo aceptable o asequible. Me parece que por lo menos describiría un escenario novedoso y 
polémico, más allá de la viabilidad jurídica que también es un aspecto que sería importante analizar y 
resolver. 


Así que, señor Presidente, estas son las preguntas sobre las cuales, en función de los distintos ítems que 
contienen estos capítulos del proyecto de Ley de Presupuesto, nos gustaría conocer la opinión de COFE. Si se 
entiende prudente, esperaremos la instancia del lunes, o una posterior que los trabajadores tengan con las 
autoridades del Gobierno -como aquí se decía, más temprano que tarde COFE tendrá que volver a la 
Comisión y deberemos profundizar en estos temas-, de lo contrario; capaz que en el día de hoy ya podemos 
tener alguna aproximación con respecto a todos estos asuntos. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Antes que nada, vaya mi reconocimiento a la delegación y la bienvenida al seno 
de la Comisión para analizar estos temas que hacen a la discusión del Presupuesto. 


A modo de constancia, suscribo totalmente lo que expresó el Diputado compañero Mujica en el sentido de 
que la ley presupuestal del período pasado intentó resolver una situación de larga data en cuanto a la 
regularización del trabajo público. Lógicamente, ese Presupuesto no cercenó el derecho a que el Estado 
siguiera desempeñando sus potestades en la medida de que también hay una propuesta de seguir manteniendo 
figuras como las becas y los pasantes como primer experiencia laboral de muchos sectores que, inclusive, en 
el perfil de la mayoría de los contratos que se han dado en este período pasado, fueron fuertemente 
direccionados a las tareas más estratégicas que el propio Estado tenía que desarrollar. Fue así que la mayoría 
de los entes públicos en los que era necesario acompasar el proceso de administración y de gestión con un 
desarrollo de los servicios, absorbió a la mayor parte de los pasantes y becarios. En ese marco creo que la 
tarea de alguien que ingresa como becario o pasante a alguna institución o servicio del Estado, será de 
servicio público y por ende, como muy bien decía el señor Diputado Mujica, no es una simulación del 
trabajo, es para hacer el trabajo. 


Quisiera saber, qué tarea entiende COFE pueda desarrollar el pasante o becario en el Estado que no sea la 
propia de la administración, servicio o gestión que debe hacerse en un ente público. De otra manera, 
estaríamos limitando enormemente la posibilidad del Estado de seguir con esta figura y, Presupuesto tras 
Presupuesto, tendríamos que resolverlo, dado que la gremial de funcionarios reclama regularizar a quienes 
fueron contratados como pasantes o becarios, transformándolos en funcionarios públicos. La propia 
Confederación reconoce que si hay algo que se respetó en el período anterior fue los tiempos de contrato. 
Creo que es un elemento distintivo de la situación que ocurría anteriormente, en la que no solamente la 
mayoría de los contratos era de pasantes y de becarios sino también a su vez de unipersonales, de operadores 
PC, es decir, diferentes figuras que se fueron creando a lo largo de los períodos en los que el objetivo de los 
gobiernos fue desregularizar el trabajo, pero no aplicado solamente al sector público sino también al conjunto 
de las relaciones laborales del país. 


Creo que ese es un elemento que hay que tener presente, por eso mi pregunta apunta a cómo visualiza la 
Confederación cuáles serían las tareas a asignar a pasantes y becarios en la función pública. 


Comprendo que cuando se generan derechos que hay que cumplir, hay que reivindicar la negociación 
colectiva. El Presupuesto no tira a un costado la negociación colectiva sino que precisamente la recoge para 
un ámbito en el cual los ajustes que está proponiendo el Ejecutivo no se pueden cumplir por determinadas 
condiciones económicas. Hay que reconocer que cuando el Ejecutivo elabora un presupuesto tiene que 
estipular una base mínima para realizar las proyecciones y esto es parte de lo que recoge el artículo 4”. Por 
supuesto, los sindicatos siempre tendrán su derecho a concordar o no, a suscribir o no, pero es el Parlamento 
el que tiene el derecho y fundamentalmente la obligación, de llegar a una norma definitiva, porque tiene que 
dar al Gobierno la herramienta que rija los próximos cinco años. 


SEÑOR ASTI.- Simplemente quiero dejar constancia. Visto cómo se ha desarrollado esta reunión y 
cómo serán las próximas visitas del Poder Ejecutivo, quería aclarar que mi no intervención -salvo la 
aclaración inicial respecto a los artículos 4” y 712-, mi silencio no significa que no tenga opinión sobre 
algunos de los temas vertidos aquí. Simplemente considero que esta no es la instancia para verter 
expresiones dado que nos quedan pendientes algunas consideraciones importantes, fundamentalmente 
todo lo que tiene que ver con la aplicación de la negociación colectiva a nivel del sector público 
implementada por ley y la obligación de negociar aunque no la de acordar. Hay toda una discusión 
respecto a cómo se realizó la negociación, cómo se llegó a determinados aspectos de la relación entre las 
dos partes que estaban negociando. Por lo tanto, una vez que tengamos completo el panorama, 
tendremos la oportunidad de expedirnos sobre estos temas. 


Mi silencio no es ni aceptación ni rechazo de ninguna de las cosas dichas aquí. 
SEÑOR GROBA.- En primer lugar, saludo a los compañeros de COFE. 


Seré breve, porque comparto la necesidad de una nueva citación para los compañeros de COFE, en función 
no sólo de las negociaciones que están llevando adelante sino de los invitados que está previsto vengan. 


Simplemente, a modo de constancia, como lo han hecho otros señores Diputados, quiero hacer especial 
hincapié en la importancia de la negociación, por lo que los trabajadores hemos hecho en el correr de nuestra 
lucha para conquistar estos espacios imprescindibles, tanto en la actividad privada, la pública, en las áreas de 
los trabajadores rurales, del servicio doméstico e inclusive en la discusión del salario mínimo nacional, y en 
otras instancias. Quiero expresamente manifestarlo porque por suerte, a partir de la última Administración, 
hemos logrado avances muy importantes en las relaciones laborales que se han destacado y acaban de ser 
destacados por algunos miembros de la oposición que hicieron uso de la palabra, inclusive reivindicando 
derechos de los trabajadores a la negociación, reivindicando derechos a discutir y a promover sus condiciones 
laborales que siempre tienen que ser mejores. 


En ese sentido, quiero decir que por primera vez en la historia de nuestro país este Gobierno, el Gobierno del 
Frente Amplio, por suerte en la anterior Administración logró dar pasos importantes en esta materia. Por 
suerte, cuando todos los sectores políticos reclaman por esos derechos -que hubo que conquistar, que se 
concretaron a partir de la anterior Administración- es un paso importante en los cambios de la sociedad, al 
reconocer estos derechos de los trabajadores que tanta lucha costó cuando otros sectores políticos, otras 
administraciones en lo económico-social, no daban cabida a los reclamos de los trabajadores. Lo decimos 
porque es un dato de la realidad, más allá de nuestra opinión. Es un dato de la realidad incontrastable. 


A modo de constancia, creo que hay que cuidar los instrumentos de la negociación, hay que regarlos, 
profundizarlos. Como se acaba de expresar, hay una nueva realidad en materia de relaciones laborales por 
suerte, y es propositiva. Queremos dejar constancia de que hay que cuidarla, profundizarla. Por suerte, tanto 
en la Comisión de Legislación del Trabajo -lo hemos hablado en algún momento con los compañeros- como 
en esta Comisión de Presupuestos, en este nuevo período de nuestro Uruguay, estamos fortaleciendo, con 
todos los sectores, los ámbitos de negociación que hay que cuidar y profundizar. Pero también estoy de 
acuerdo -como dije al principio- con que se lleve a cabo una nueva reunión para volver a preguntar, acordar y 
ver posibilidades de articulación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy totalmente de acuerdo con lo expresado respecto a la negociación 
colectiva. Más allá de que el Presupuesto se presentó y no hubo diálogo, lo que ustedes nos anuncian es 
muy importante. Inclusive, en reuniones de bancada con el equipo económico y con otros dirigentes del 
Poder Ejecutivo hemos planteado nuestra inquietud de retomar rápidamente las negociaciones y 
profundizarlas para tratar de lograr acuerdos. 


También debemos discutir una serie de artículos, pero entendí que ustedes prefieren dialogar primero con la 
Oficina Nacional de Servicio Civil y con la OPP a fin de alcanzar instancias de negociación. Me refiero al 
artículo 36, que refiere a cargos contratados que pasarían a cargos presupuestados; al artículo 52, relativo a 
becarios y pasantes, y al artículo 54, que refiere a personal contratado que pasa a ser contratada bajo la 
modalidad de contrato temporal. Es vital que contemos con su opinión sobre los plazos que se daría a esos 
contratos temporales. También debemos hablar del régimen de caché, tema tan hablado en distintas 
oportunidades. 


Un problema que me preocupa hace bastante tiempo y que esta semana he planteado a todos los niveles es el 
de los funcionarios excedentarios que están en sus casas sin trabajar. A algunos de ellos se les está generando 
problemas, por lo que hay que regularizar esa situación ya que considero que es absolutamente indigno que 
un trabajador esté en su casa percibiendo un salario -por mínimo que sea- sin cumplir alguna tarea. 


Entendí que la delegación está pidiendo una nueva reunión. Por supuesto que no va a ser un encuentro de este 
tipo, porque ahora tenemos delegaciones esperando a ser recibidas. Por lo tanto, cuando ustedes lo dispongan 
-hablamos por teléfono y lo coordinamos-, llevaremos a cabo una reunión de dos o tres horas, para hablar de 
todos estos temas. Si bien no es mucho el tiempo de que disponemos, lo vamos a lograr, aunque sea necesario 
hacerla un sábado o un domingo. 


SEÑOR CABRERA (don Pablo).- Son varios los temas que queremos desarrollar y, obviamente, en el 
poco tiempo que nos queda es imposible hacerlo. 


También nos gustaría invitar a los señores legisladores a una nueva actividad. COFE llevó a cabo en esta 
Casa hace poco tiempo una reunión para discutir la precariedad de las relaciones laborales en el Estado. 


Estamos hablando, básicamente, de becas y pasantías, pero el problema es mucho más profundo, y por eso lo 
tenemos que discutir. 


Suscribo las palabras de los señores Diputados Bentancor y Mujica en cuanto a lo que fue la construcción de 
la negociación colectiva y del Presupuesto quinquenal anterior. Todos estuvimos de acuerdo, y esa fue la 
discusión que se trasladó dentro de COFE. La discusión no es si hacemos una regularización integral, sino 
que tenemos que visualizar que se han desvirtuado situaciones que hay que contemplar y que hay que discutir 
nuevamente en base a un proceso que es el que nosotros consideramos fundamental, que es la construcción 
de la Administración. Si hoy estamos hablando de que hay nuevos roles a cumplir, de que hay una 
Administración nueva para construir y de que hay una reforma del Estado por delante, también debemos 
pensar que hay trabajadores detrás. 


La beca es una beca, la pasantía es una pasantía, y las reivindicamos por sobre todas las cosas. Aplaudimos 
en la Rendición de Cuentas de 2007 o de 2008 que se hubiera definido claramente qué era un pasante y qué 
era un becario. A partir de allí, cuando había ingresado un trabajador a través de una beca o una pasantía de 
acuerdo a la definición de la ley, sabíamos exactamente cuál debía ser la forma de concretar su relación 
laboral con el Estado. Para nosotros eso es fundamental porque habla de un bien social, de una forma por 
medio de la cual el Estado contempla realidades fundamentales de la gente. Hablamos de estudiantes que 
necesitan, debido a la dinámica del mercado laboral, tener una oportunidad para aprender o para concretar su 
primera experiencia laboral, lo cual desde el sector privado no se logra. 


Pero esta herramienta se vio desvirtuada -hay un reconocimiento general de esto- debido a que la 
Administración no contaba con los instrumentos necesarios para llevar a cabo contrataciones genuinas y 
utilizaba este mecanismo. Pero el problema que surge es que se generan derechos. Se dio el ejemplo claro de 
un pasante que cumple una tarea inspectiva. Debemos definir qué significa esa tarea para el Estado, quién la 
debe cumplir, qué características debe tener y cuál es el sustento de responsabilidad que tiene detrás. Quien 
está presupuestado está sujeto a una reglamentación muy clara acerca de cómo es ser funcionario público, 
que el resto de las relaciones laborales extrapresupuestales no tiene. Por lo tanto, no existe la responsabilidad 
que después se debe trasladar al ciudadano. 


Cuando la Dirección General Impositiva realiza una inspección, debe haber una responsabilidad detrás, según 
la cual el Estado asume que quien va a realizar esa tarea tiene una relación laboral con esa persona, que está 
regida por reglas muy claras, que incluso llegan hasta la sanción en caso de que haya cumplido mal la tarea. 
No es lo mismo un funcionario presupuestado, con determinadas características, trabajando para el Estado, 
que quien no lo es. Eso es lo que nosotros queremos discutir y profundizar. Obviamente, en este corto tiempo 
es muy difícil hacerlo porque es muy amplia la forma en que visualizamos las relaciones laborales. 


Entendemos que podemos tener puntos de acuerdo y de desacuerdo, pero lo que es fundamental -creo que en 
eso coincidimos con el Poder Ejecutivo- es que las tareas permanentes y estratégicas del Estado debe 
cumplirlas un funcionario presupuestado. 


Y esto refiere a algo que para nosotros es central y que reivindicamos: la carrera administrativa, el desarrollo 
laboral de quien hoy es un funcionario presupuestado. Esa es otra de las grandes discusiones que queríamos 
mantener con la Oficina Nacional del Servicio Civil para luego dar una opinión más formal como sindicato 
sobre este proyecto de Ley de Presupuesto. 


Por todo lo dicho, creo que es más saludable que mantengamos otro encuentro que no sea de estas 
características para discutir estos temas. 


Por otra parte, coincido totalmente en que no es lo mismo el reclamo que hace el trabajador, en su justo 
derecho, por conquistar mejoras salariales, que la disponibilidad que pueda tener el Estado para concretar o 
no ajustes. Por eso reivindicamos el espacio de la negociación colectiva y no a través de una ley para 
construir el ajuste. El Estado puede decir que está o no en condiciones de realizar un ajuste, pero negocia con 
los trabajadores cómo llevarlo a cabo. En cambio, si se establece a través de una ley, después es más 
complejo articular lo que se va a hacer. Eso es lo que reivindicamos y no el hecho de que deban ser de diez, 
veinte o cincuenta. Queremos que se discuta; para eso existe la Ley de Negociación Colectiva, que 
construimos entre todos. Lo que queremos es sentarnos seriamente a discutir cuáles deben ser los procesos a 
seguir. El movimiento sindical hará lo que tenga que hacer y el Gobierno también, pero ese es el camino más 
justo porque estamos amparados por la ley. Entones, discutamos cómo queremos construir el tema salarial, 


porque la dinámica económica del país tiene cambios permanentes y no se puede implementar una ley con 
estas características para resolver los ajustes. Ese es el planteo fundamental. 


El otro tema que debemos discutir, y que también tiene que ver con lo salarial, es el de las estructuras, porque 
van a influir en la construcción del salario de los trabajadores. La estructura va a generar una carrera y cada 
funcionario a través de su carrera va conquistando mejoras salariales, y eso también lo queremos discutir. Tal 
vez no sean tan diferentes los conceptos filosóficos que tenemos unos y otros, y que están implementados en 
la ley. Lo que a veces ocurre es que dada la forma como están redactadas las normas, cuando no las 
conocemos tenemos derecho a plantear lo que manifiesta la gente porque nosotros la representamos. 


Por último, quiero decir que estamos en un momento complejo de mucha sensibilidad y muchas cosas se 
discuten en ámbitos que no corresponde. 


Y hay otro aspecto más global: cómo se manejan los medios. Esa es una discusión que no se ha dado en el 
país el reconocimiento de que muchas cosas se manejan en los medios de comunicación, que no es el lugar 
indicado para debatir. Determinados conceptos primero se deberían debatir adentro y después dar a conocer 
afuera. Entonces, como entre todos queremos construir algo mejor, todos debemos hacer esfuerzos para 
lograr una menor sensibilidad. Pienso que necesitamos fortalecer los ámbitos de negociación y que sea en 
ellos donde se lauden las discrepancias. 


SEÑOR LÓPEZ.- Me parece importante remarcar dos cosas. 


La primera es que creíamos que esta reunión con la Comisión sería -como ha sucedido en otras 
oportunidades- un mero trámite: haríamos nuestros planteos y después ustedes -con el derecho que les asiste- 
discutirían y resolverían en consecuencia. Saludo el intercambio que se está dando -que nos parece muy 
importante-, el espacio que nos han dado y la propuesta del Presidente en cuanto a tener una nueva instancia 
donde podamos profundizar en algunos aspectos que para nosotros son absolutamente sustanciales. 


El señor Diputado Pardiñas planteaba una pregunta y nosotros creímos ser claros en nuestra intervención. No 
estamos diciendo que no deba haber más pasantes y becarios. Es más: hay pasantes y becarios que están 
cumpliendo una función y no hemos pedido que su situación se regularice porque se están desempeñando 
como lo que verdaderamente son, haciendo tareas de apoyo, con un plazo preestablecido; cuando se termine 
el plazo se irán y vendrán otros. Nosotros no estamos discutiendo eso. 


Lo que discutimos es la desnaturalización de la función de un pasante o de un becario. Pablo Cabrera planteó 
el ejemplo muy gráfico de la tarea inspectiva, pero podemos dar otro ejemplo. En el interior hay algún 
pasante o becario que es el que abre la oficina, atiende durante todo el día y la cierra porque es el único 
funcionario que hay. Creemos que lo que se necesita es un funcionario genuino de la Administración y no un 
pasante o un becario. En alguna oportunidad jerarcas del Estado han planteado: "Mejor contratamos a dos 
becarios porque nos cuestan más barato que un funcionario". Eso ha pasado y creemos que ese es el meollo 
del asunto y para el que tenemos que encontrar solución. Cuando está claramente desnaturalizada la función 
de un becario o un pasante, tenemos que darle la posibilidad de regularizarlo. No estamos diciendo que ese 
pasante o becario entre directamente. Hay un principio de acuerdo, pero el problema es cómo se ejecuta. Lo 
que nos parece correcto es que se habilite un llamado a concurso y que quien haya cumplido la función tenga 
una ponderación mayor. 


No creemos que esté bien que estos becarios y pasantes sean de "descarte", o sea que después de haber sido 
sobreexplotados porque cumplían una función sustantiva, se vayan cuando termina el plazo del contrato, y se 
los llame a concursar cuando se haga la reestructura. En eso deberíamos profundizar para buscar una solución 
que permita que los trabajadores que ya tienen experiencia en la materia tengan una ponderación mayor en el 
concurso. 


No estamos diciendo que se haga una regularización general y que todos los pasantes y becarios pasen 
directamente a ser funcionarios presupuestados con un contrato de función pública. Creemos que hay que 
estudiar cada situación; si se necesita un funcionario, se tiene que hacer un llamado a concurso y debe 
ponderarse la experiencia que pueda tener quien ya haya desempeñado la función. 


Nosotros suscribimos totalmente las palabras del señor Diputado Bentancor; para nosotros es fundamental la 
Ley de Negociación Colectiva. Creemos en esta ley, pero el problema es que con lo que está pasando en la 
Sección referida a los funcionarios en el proyecto de Ley de Presupuesto, lo escrito en esta ley está quedando 
de lado. El artículo 4” de la Ley N* 18.508, de negociación colectiva, establece lo siguiente:"!...] propender a 
alcanzar acuerdos que regulen:- A) Las condiciones de trabajo, [...]". Sin embargo, hay muchos artículos en la 
Sección Il del proyecto de Ley de Presupuesto que refieren a las condiciones de trabajo y que nosotros no 
hemos podido negociar; ni siquiera los hemos podido discutir con el Poder Ejecutivo. 


El literal C) de ese mismo artículo dispone: "La estructura de la carrera funcional". En el proyecto presentado 
se plantea un régimen de ascensos y de promociones para la Administración que nosotros no hemos 
discutido. 


El artículo 5” de la Ley de Negociación Colectiva refiere a la obligación de negociar de buena fe. Y su 
literal D) establece: "El intercambio de la información necesaria [...]". 


A su vez, el literal A) del artículo 6” -referido al derecho a información- establece: "Los avances de los 
proyectos de Presupuesto y Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal". Sin embargo, 
nosotros conocimos el proyecto de Ley de Presupuesto después de que ingresó al Parlamento; no tuvimos 
posibilidad de discutir, de negociar ni de avanzar en ninguno de los artículos que nos involucran directamente 
y que la Ley de Negociación Colectiva a texto expreso dice que son materia de negociación. 


En este sentido es que creemos fundamental establecer algún ámbito de negociación donde se defienda esta 
ley, votada por ustedes, y que para nosotros es fundamental en la relación laboral que debemos tener los 
trabajadores organizados con el Estado y con el Parlamento. 


En el proyecto de Ley de Presupuesto se establece que se van a instaurar determinado tipo de contratos: los 
contratos temporales y los que se van a regir por el derecho privado. Nosotros adelantamos que no estamos 
para nada de acuerdo con ellos. 


Con respecto al contrato temporal, hay una cuestión que ha sido muy criticada y que nosotros seguimos 
criticando: aquí se está consagrando que los funcionarios van a ser trabajadores del Gobierno y no del Estado 
porque la duración de sus contratos es prácticamente la de un período de Gobierno. Nosotros hemos criticado 
-y también la fuerza política que hoy está en el Gobierno- que, sobre todo en las Intendencias del interior, 
cuando viene un Gobierno de otro color político, arrasa con todos los trabajadores y trae nuevos. Da la 
sensación de que con la norma prevista en el proyecto va a pasar lo mismo, ya que se establece fecha de 
vencimiento de esos contratos: tres años con opción a dieciocho meses más y luego se terminan. 


Nos parece que no se está cumpliendo con la obligación de negociar de buena fe y creemos que hay que 


restablecer los ámbitos de negociación para defender la Ley de Negociación Colectiva y construir una Ley de 
Presupuesto que realmente contemple la opinión de los trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de los representantes de COFE, y les sugiero que el día 
20 o 21 de este mes se comuniquen con nosotros para fijar la fecha de la próxima reunión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado) 


(Ingresa a Sala una delegación de trabajadores contratados a término por la Contaduría General de la Nación) 


Damos la bienvenida a la doctora Natalia Nada, a la señora Mariela Alvarez y a los señores 
Sebastián Alvarenque y Pablo Velazco, quienes asisten en representación de funcionarios contratados a 
término por la Contaduría General de la Nación. 


SEÑORA NADAL.- Quiero comenzar agradeciendo que nos hayan recibido. 


Nuestra incertidumbre tiene que ver con los contratos a término, porque no sabemos si en la Ley de 
Presupuesto se incluirá alguna solución al respecto. 


Nosotros ingresamos a la Contaduría en mayo de 2007, como becarios. En octubre de 2008 el Contador 
General hizo un llamado abierto y público para personas que ingresarían con contratos a término. Nos 
presentamos al concurso, tal como lo hicieron muchas otras personas que no trabajaban en la Contaduría. 
Muchos de nuestros compañeros becarios quedaron afuera. 


El concurso constaba de dos pruebas, la primera era eliminatoria y la segunda tenía que ver con la orientación 
que cada uno tenía. Entre nosotros hay estudiantes de economía, de derecho y técnicos en administración. 


Nuestro contrato se vencerá en diciembre de 2010; sería la tercera renovación. Tenemos incertidumbre acerca 
de lo que pasará con nosotros. 


Queremos aclarar que nuestra situación es diferente a la de otros contratados a término de otros organismos 
públicos porque el pase de becarios a contratos a término se hizo en función de un concurso público y 
abierto, en el que también participaron personas que no trabajaban en la Contaduría. El concurso fue 
transparente; el Contador General de entonces seleccionó un tribunal y la Oficina Nacional del Servicio Civil 
avaló el concurso. Nosotros no tenemos conocimiento de si los demás contratados a término fueron 
seleccionados de la misma forma, pero queremos dejar claro que nuestro concurso fue transparente y legal. 


SEÑOR VELAZCO.- Como ya se señaló, ingresamos primero como becarios. Luego, un estudio de las 
franjas etarias de la Contaduría reveló que hay mucha gente muy próxima a jubilarse, lo que genera la 
necesidad de que siguiéramos desempeñando nuestras funciones, que son las que corresponden a un 
funcionario público a pesar de que ingresamos como becarios. Por eso, la intención fue pasarnos a un 
régimen un poco más estable, como el contrato a término. Por ejemplo, la mitad de los funcionarios de 
la sección en la que me desempeño somos contratados, becarios o pasantes; entre el resto hay gente 
próxima a jubilarse. Repito que teniendo en cuenta esto se intentó regularizar un poco más nuestra 
situación. 


La incertidumbre que tenemos es sobre lo que pasará con nosotros. Dimos las pruebas correspondientes al 
llamado público y abierto, que fue avalado por la Oficina Nacional del Servicio Civil; hubo sorteos y pruebas 
eliminatorias, pero aún ahora no sabemos qué puede llegar a pasar. 


SEÑORA NADAL.- Los contratos se han desvirtuado, porque ya no hacemos tareas accesorias, sino 
propias de un funcionario público. En lo personal, fui contratada como procuradora y ahora estoy 
haciendo tareas de abogada. Yo ya me recibí, pero a algunos compañeros que ya están por recibirse les 
pasa lo mismo. Sus tareas son realmente esenciales para la Contaduría; la gente es necesaria. 


En este momento, los contratados a término somos 40. Todas las secciones se están desempeñando con 
personas contratadas a término. 


Cuando estábamos afuera, esperando a ser recibidos, nos dieron el texto de un artículo aditivo para la Ley de 
Presupuesto, que pensamos que deben habérselo entregado a los representantes de COFE. Tenemos dudas en 
cuanto a la fecha de inicio de aplicación, porque como entramos en mayo de 2007 no quedaríamos incluidos; 
lo mismo le pasa a mucha gente. 


SEÑORA ÁLVAREZ.- También queremos aclarar que hay contratados a término que hace diez años 
que están trabajando en Sistemas de la Contaduría General de la Nación. Es gente que en este 
momento tiene personal a cargo y que resulta más que necesaria; en realidad, todos somos necesarios 
porque ejercemos las mismas tareas que nuestros compañeros. Si algún día falta alguno o nos tomamos 
licencia, estamos modificando las tareas que se están haciendo en este momento. Hay gente de hace 
diez años que prácticamente tiene su carrera formada en la Contaduría General de la Nación. A 
nosotros también nos han capacitado e hicimos cursos en la Oficina Nacional del Servicio Civil, es 
decir, nos han tratado igual que a cualquier funcionario público. Además, hicimos cursos en la 
Contaduría General de la Nación. Nuestras carreras se han enfocado más a nivel público porque los 
mismos jerarcas nos lo han pedido. La idea del Contador anterior era entrar bajo contrato a término 
haciendo un llamado transparente, público y abierto para más adelante presupuestarnos, pero después 
fueron cambiando los jerarcas y el Gobierno y ahora estamos en esta incertidumbre de no saber qué va 
a pasar. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero aclarar a la visita que el artículo que tienen allí es una propuesta que le 
entregó a COFE la bancada del Partido Nacional para ir discutiendo y que se presentará en la 
Comisión en su momento. También cabe señalar que contiene un error: no debe decir antes sino 
después, porque antes estaban cubiertos por el artículo 7” de la Ley de Presupuesto. Por este motivo, 
sugiero que se corrija ese término. 


Yo he recibido también a una delegación de becarios y pasantes de la Contaduría, que no sé si es lo mismo; 
quizás sean dos organizaciones diferentes. Hoy COFE nos dio algunos ejemplos de este tipo de situaciones, 
que me interesaron. La doctora Nadal nos dijo que ingresó como procuradora, está contratada como tal y 
hace funciones de abogada. Quisiera saber qué significa esto. ¿Firma como abogada, va a los juicios como 
tal, representa al Estado como abogada y tiene un contrato que no reviste esa calidad? Para nosotros esto es 
importante porque es la típica desnaturalización del contrato original. 


Asimismo, ustedes ingresaron como becarios por concurso y luego volvieron a dar concurso para modificar 
la naturaleza contractual y hacen un contrato a término. Este contrato a término ya ha sido renovado. Me 
gustaría conocer cuánto tiempo hace que están en esa condición de contrato a término. 


SEÑOR ABDALA.- En el mismo sentido de lo que preguntaba el señor Diputado Gandini, quisiera 
saber cuál es la vigencia de los contratos, si el sistema es de prórrogas automáticas y, promedialmente, 
cuál es la antigúedad media de los funcionarios o de los empleados que están en esta situación. 


La Contaduría General de la Nación integra el Ministerio de Economía y Finanzas. Ustedes han hablado de 
unos cuarenta casos y quisiera saber si tienen el dato de cuántos casos de este tipo hay en el resto del 
Ministerio. 


SEÑOR VELAZ.CO.- Ingresamos como becarios por un llamado que fue simplemente por méritos en 
el año 2007. Debido a las calificaciones positivas de todos los Directores, ellos plantearon la necesidad 
de nuestras funciones en el organismo y hubo un llamado para contrato a término. Ese llamado fue 
público y abierto, hubo un sorteo -todo avalado por la Oficina Nacional del Servicio Civil- y se 
presentaron todos los que ya estábamos trabajando y personas que no desempeñaban funciones. En la 
primera prueba, que fue eliminatoria, algunos becarios perdieron y después se pasó a otra segunda 
instancia, en la que también perdieron algunas personas por no llegar al mínimo. Entonces, ingresaron 
personas ajenas a la Contaduría, es decir, que no se encontraban desempeñando funciones. El contrato 
lo firmamos el 26 de diciembre de 2008; se trata de un contrato a término regido por la Ley N” 17.556. 
Ya tuvimos una renovación, que fue avalada por las calificaciones positivas y por la necesidad de 
nuestras funciones. 


Con respecto al resto de los contratos del Ministerio, hablamos con la DGI y nos dijeron que a muchos ya los 
habían presupuestado. El problema con Contaduría es que no hubo una reestructura, por lo que no se pudo 
ingresar. La voluntad del Contador General de aquel momento, Ariel Rodríguez, era pasarnos a 
presupuestados a través de una reestructura, que no pudo llevarse a cabo. En ese momento se aprobó un 
artículo en la Rendición de Cuentas que avalaba el procedimiento que hicimos para pasar a presupuestados, 
pero no la fecha. Se consideró la fecha de promulgación de la Rendición de Cuentas, que fue el 6 de octubre 
y nosotros firmamos el contrato en el mes de diciembre, aunque la prueba la habíamos realizado antes de esa 
fecha. El procedimiento era el mismo pero no la fecha, por tres meses. 


La DGI nos había dicho que muchos ya se habían presupuestado; creo que quedaban veinte contratos. La 
Dirección Nacional de Aduanas tiene más contratos de este tipo, así como la Secretaría del Ministerio. Me 
dicen que no llegan a veinte; no sabemos la cantidad exacta pero en todos lados hay contratos. El término es 
por un año con renovación a disposición del jerarca, teniéndose en cuenta las calificaciones y la necesidad del 
servicio. Desde que ingresamos como becarios en el año 2007, ya estamos por la tercera renovación. Lo 
importante para nosotros es que siempre estuvimos desempeñando funciones de igual a igual con cualquier 
otro funcionario, y nunca cumplimos una tarea accesoria. Nos desempeñamos en un régimen de ocho horas; 
no todos los funcionarios trabajan ocho horas; algunos cumplen seis o siete horas, hasta un máximo de ocho. 
Nosotros cumplimos ocho horas, haciendo las mismas tareas que un funcionario común y corriente. 


SEÑOR ABDALA.- Entonces, queda claro que no hay una prórroga automática sino que cada año 
requiere un nuevo acto administrativo. 


SEÑOR VELAZCO.- Sí; cada año se requiere de un nuevo acto administrativo. Creo que lo único que 
es automático es el contrato de función pública, para el que no es necesario un nuevo acto 
administrativo. El nuestro es a término y se renueva mediante una resolución y nuevos contratos. 


SEÑORA NADAL.- Yo firmé el contrato como procuradora en diciembre de 2009. Me recibí el año 
pasado, en noviembre, pero hace un mes que estoy cumpliendo tareas como abogada porque tengo un 
poder que firmaron los Ministerios de Economía y Finanzas y del Interior y el señor Presidente de la 
República, Mujica. Tengo un poder que me avala, con el cual voy a las audiencias y represento al 
Estado. Tengo dos compañeras que están en la misma situación que yo, es decir, nos recibimos el año 
pasado y hace un mes que vamos a las audiencias porque el Poder Ejecutivo nos dio un poder a fin de 
representar al Estado, por unos casos que se presentaron de unos funcionarios que demandan al 
Ministerio del Interior. Estamos ejerciendo desde hace un mes y firmamos escritos y demás. 


SEÑOR VELAZCO.- Quiero hacer una acotación respecto a por qué decimos que desempeñamos 
funciones igual que un funcionario público. En las auditorías que hay en todos los Ministerios para el 
contralor presupuestario, hay contratados a término, que ingresaron en ese mismo concurso, que 
trabajan a la par de cualquier auditor. Muchas veces se quedan más de ocho horas y han tenido que 
trabajar los fines de semana, siempre bajo este régimen de contrato a término, con las mismas 
responsabilidades que un auditor con veinte años de carrera. 


SEÑOR ALVARENQUE.- Como ejemplo de lo que decían los compañeros, de la necesidad de la 
institución de contratarnos, quiero mencionar que en la elaboración de este nuevo proyecto de ley de 
Presupuesto que se presentó al Parlamento la semana pasada, así como también en el estudio del costo 
de los artículos, participaron muchos compañeros contratados a término, trabajando fines de semana 
e, inclusive, días inhábiles, como el feriado del 25 de agosto. 


SEÑORA NADAL.- No sé si entendí bien el proyecto de ley, porque tengo una duda. Me parece que se 
iban a derogar los contratos de función pública. Entonces, no sé si la propuesta que entregó el Partido 
Nacional a COFE refería a los contratos a término en la función pública. No sé si leí mal, pero me 
parece que esos contratos se iban a derogar. 


SEÑOR GANDINL.- En primer lugar, no aclararon lo relativo a la representación. 


En segundo término, vamos a analizar esos temas con la Oficina Nacional del Servicio Civil cuando 
comparezca la próxima semana. En principio, nos mantenemos con el régimen actual. 


SEÑOR VELAZCO.- En cuanto a la representación, si bien becarios, pasantes y contratados a término 
siempre nos mantenemos en contacto, como son modalidades diferentes, decidimos que, en principio, 
nos movemos todos juntos, consiguiendo entrevistas y planteando situaciones, pero luego, en virtud de 
que la casuística de los contratos es diferente, presentamos en forma separada la situación de cada uno. 
Nosotros ingresamos como becarios, pero no habíamos dado el concurso que ellos todavía no han 
podido dar. Luego, nosotros dimos ese concurso y queríamos dejar en claro que la situación es 
diferente, para que no se ponga todo en la misma bolsa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda, la Comisión está realizando un estudio; el lunes próximo 
recibiremos a la Oficina Nacional del Servicio Civil y a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y, 
como vieron, ya recibimos a COFE. Ahora, la salida será global; considero que no será específica para 
la Contaduría General de la Nación. Como ustedes saben, estas situaciones se dan en varios 
organismos del Estado. Se estudiará la situación y, en definitiva, de acuerdo con el asesoramiento que 
recibamos, se verá qué artículo se propone y recibe la mayor cantidad de votos de la Comisión para 
pasar al pleno. 


Agradecemos vuestra presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de contratados a término de la Contaduría General de la Nación) 


(Ingresa a Sala una delegación de Cinemateca Uruguaya) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a la 
delegación de Cinemateca Uruguaya, integrada por su Directiva, señora Marcela Matta; la 
Coordinadora General, señora María José Santacreu; la Coordinadora, señora Alejandra Trelles y el 
representante del sindicato, señor Héctor Aldecosea. 


SEÑORA SANTACREU.- Agradecemos que nos hayan recibido. 


Pedimos esta audiencia porque queríamos ponerlos al corriente de la situación por la que atraviesa 
Cinemateca Uruguaya en este momento, no solo desde el punto de vista económico financiero, sino también 
institucional. 


Venimos manteniendo una serie de reuniones, tanto con el Ministerio de Educación y Cultura como con el 
Departamento de Cultura de la Intendencia Municipal de Montevideo; hemos sido recibidos por la Comisión 
de Educación y Cultura de la Cámara de Senadores y hemos solicitado reuniones con esta Comisión y con la 
de Educación y Cultura de la Cámara de Representantes, que esperamos que pronto nos reciba. 


Queremos llamar la atención del Parlamento sobre una situación que se perpetúa en el tiempo, que es la 
siguiente. Cinemateca, que es el archivo más grande del Uruguay, que guarda más de veinte mil películas - 
entre ellas, casi la totalidad del patrimonio histórico en imágenes y movimiento del Uruguay-, no tiene un 
apoyo sostenido del Estado. Como los señores Diputados sabrán, mantener un archivo no solo es oneroso, 
sino complejo; es una tarea especializada que Cinemateca Uruguaya viene realizando en solitario, gracias al 
apoyo de la sociedad a través del aporte de sus asociados, desde hace cincuenta y ocho años. De alguna 
manera, esto nos obliga a reiterar periódicamente que esta situación es verdaderamente única a nivel mundial; 
no existen en ninguna parte del mundo archivos fílmicos que soporten su manutención exclusivamente 
mediante el apoyo que recibe de asociados. 


Deseamos plantear que, en este momento, fruto de una larga situación de precariedad económica, que se 
acentúa a lo largo del tiempo, Cinemateca Uruguaya padece un déficit mensual que ronda los US$ 20.000, 
que va manejando como puede. 


En los últimos cinco años, Cinemateca Uruguaya ha recibido tres partidas presupuestales extraordinarias de 
US$ 50.000 y una de US$ 80.000; no sé exactamente cómo fueron gestionadas, ya que no fueron entregadas 
por medio de una ley. Esas partidas prácticamente se fueron en realizar trabajos de mantenimiento mínimos 
del archivo fílmico. En los cinco años, eso equivale a US$ 3.500 por mes; en un presupuesto que ronda 

$ 1:000.000 mensuales, equivale a un 7% del presupuesto total. Para que tengan idea, Cinemateca Uruguaya 
gasta $ 70.000 por mes solo de luz. Entonces, US$ 3.500 da para pagar la luz y un poco más. Eso es lo que se 
recibió del Estado en los últimos cinco años, y la última partida fue en el año 2008. O sea que hace dos años 
que no se hace ningún aporte por parte del Estado. 


Hago estas referencias, porque luego de que concurrimos a la Comisión de Educación y Cultura del Senado, 
el tema de Cinemateca Uruguaya pasó a la prensa -suele suceder- y se señaló que se trata de una institución 
subvencionada. Nosotros creemos que decir que es una institución subvencionada es bastante exagerado, 
dado que esa supuesta subvención es ínfima. Realmente, que esa información ocupe media página de un 
periódico o más, es llamativo, sobre todo cuando no existe duda alguna de que Cinemateca Uruguaya lleva 
sobre sus espaldas una función que el Estado no ha podido realizar por sí mismo, que es la preservación de su 
patrimonio audiovisual. 


En realidad, no nos sentimos a gusto realizando este recordatorio constante sobre esta situación 
extraordinaria pero, lamentablemente, es casi una obligación hacerlo porque la labor que realiza Cinemateca 
es fundamental. Podemos ver las imágenes del hundimiento del "Graf Spee" o los goles de la selección de 
Uruguay de 1950, porque Cinemateca las guardó 


Es extraño tener que recalcar constantemente que un archivo no suele dar ganancias. Imaginen ustedes cuál 
sería la situación si el Archivo General de la Nación tuviera que sobrevivir con lo que pudiera inventar para 


mantener ese patrimonio; no sé cómo haría, tal vez, alquilaría una sala. Imaginen lo que significa para un 
archivo tener la obligación de generar sus propios ingresos para mantenerse en condiciones. Debemos tener 
en cuenta que un archivo fílmico guarda materiales que sufren una degradación constante y que requieren un 
mantenimiento caro. Además, el archivo no está muerto; sigue vivo, sigue siendo alimentado porque se 
continúan comprando películas y se siguen guardando las películas uruguayas que se producen, 


Para nosotros es una obligación y un gusto tratar de estar, por lo menos, en condiciones mínimas de 
funcionamiento que nos permitan seguir con esta tarea. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera saber cuál es el presupuesto de funcionamiento de Cinemateca y qué 
parte está financiada con los fondos que recaudan de los socios. 


SEÑORA SANTACREU.- El presupuesto de funcionamiento de Cinemateca -tanto del archivo como 
de las salas-, es de $ 1:058:000 por mes. Alrededor de $ 660.000 se solventan con los ingresos que 
surgen del pago de las cuotas mensuales, de las entradas por boletería y de otros servicios. Esto implica 
que exista un déficit de $ 392.000 al mes, es decir, aproximadamente US$ 20.000. 


Cabe destacar que este presupuesto de $ 1:000.000 es porque el archivo fílmico está funcionando al mínimo. 
Creemos que el presupuesto debería ser mucho mayor, pero eso es lo que Cinemateca puede mantener -con 
déficit- al día de hoy. 


En épocas de bonanza económica, el archivo solía comprar mucho más piezas. Ahora, se adquiere un 
promedio de una o dos películas por mes, cuando se puede. Además, se debe tener en cuenta todo el sistema 
de catalogación y los funcionarios que están en el archivo. 


Por otra parte, las bóvedas están superpobladas. Esto hace que la conservación no sea la adecuada. Las 
normas internacionales establecen que debe haber determinada cantidad de películas por metro cuadro para 
que el aire y la humedad circulen de manera tal que la temperatura no supere los 2”. Si en lugar de diez 
películas ponemos treinta, la temperatura sube y se daña la emulsión. 


En virtud de cómo está el archivo hoy, deberíamos construir bóvedas y comprar equipamiento. Por ejemplo, 
la parte del archivo destinado a visionado ha sido invadida por las películas, porque no hay lugar para 
guardarlas. Es decir que esas películas están fuera de la bóveda y no tienen la temperatura adecuada. 
Inclusive, hay películas en uno de los baños. Por tanto, es necesario construir una quinta bóveda. 


SEÑOR MUJICA.- Quisiera saber si Cinemateca integra la lista de instituciones subsidiadas por el 
Estado a partir del último Presupuesto. 


SEÑORA SANTACREU.- Creo que la ayuda que recibió Cinemateca no fue por ley. Nosotros la 
recibimos a través del Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR GANDINLI.- ¿Una sola vez? 


SEÑORA SANTACREU.- Recibimos tres partidas de US$ 50.000 y una de US$ 80.000 en 2008, que fue 
la última. 


SEÑOR MUJICA.- Entonces, el planteo formal es la inclusión de Cinemateca en el listado de 
instituciones subvencionadas por el Estado en esta ley de Presupuesto. 


SEÑORA SANTACREU.- Creemos que eso debería ser así. No soy experta en estas cuestiones; tal vez 
corresponda al Ministerio aconsejar sobre cuál es la mejor manera para que Cinemateca reciba un 
apoyo estructural que le permita realizar su labor. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quisiera saber si en las instancias de intercambio con el MEC evaluaron la 
posibilidad de hacer algún acuerdo con la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la 
Nación porque, según surge de vuestro informe, gran parte del material que Cinemateca se ha 


preocupado en mantener forma parte del patrimonio histórico del país. Pienso que esta también podría 
ser una de las vías a transitar, sobre todo, en lo que tiene que ver con mantener el acervo cultural que 
ustedes vienen guardando. 


SEÑORA SANTACREU.- Junto al MEC hemos explorado muchas vías. No sé si el presupuesto de la 
Comisión del Patrimonio puede ser aplicado a Cinemateca; probablemente sí. 


De todos modos, este tema excede lo relativo al patrimonio. Nosotros solemos presentar la problemática que 
tiene el archivo, pero Cinemateca es algo más. Además de ser un archivo, es una institución cultural y 
educativa, es monumento histórico nacional, es patrimonio de la ciudad de Montevideo y cumple una función 
de difusión del cine y de formación de públicos que excede todo lo que tiene que ver con el patrimonio. 


Reitero: con el MEC se han explorado distintos caminos. En general, nosotros solemos exponer nuestra 
problemática, tal como lo hemos hecho aquí, pero creemos que corresponde al Ministerio proponer la mejor 
manera de ayudar a Cinemateca. No sabemos si la mejor forma es a través de la Comisión del Patrimonio - 
creemos que es posible porque, evidentemente, el patrimonio audiovisual del Uruguay está en Cinemateca-, 
como institución educativa o por todos esos lugares al mismo tiempo. Desconocemos los mecanismos que 
tiene el Estado para dar estas ayudas, aunque los estamos explorando. Ahora bien: me parece que la respuesta 
a cómo se puede ayudar a Cinemateca de la mejor manera posible la tendría que proponer el Ministerio, que 
es el que conoce cómo funciona el Estado y cómo puede derivar ayudas. Indudablemente, es bastante raro 
que un archivo esté sin una ayuda estructural y que dependa de lo que pueda generar por sí mismo para 
solventarse, sobre todo, cuando se trata de un archivo tan importante: creo que nadie desconoce la 
importancia de Cinemateca. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Quisiera hacer una pregunta referida al presupuesto de $ 1:000.000 al que 
hicieron referencia los invitados. ¿Cuánto es el presupuesto destinado específicamente a la 
conservación del archivo y cuánto a la reproducción? 


Por otra parte, quisiera saber si Cinemateca tiene algún tipo de convenio con instituciones públicas, como 
Secundaria, para la reproducción de películas en el ámbito educativo, u otras instancias que no sean las de sus 
salas. 


SEÑORA SANTACREU.- Para empezar quiero decir que Cinemateca no tiene una sede, o sea que hay 
un gasto muy importante por concepto de alquileres. Hay otro gasto que es muy importante que es el 
peso que tienen los funcionarios que trabajan en Cinemateca en el presupuesto global. 


Lo que se gasta en el archivo propiamente dicho son aproximadamente $ 200.000 mensuales. Eso comprende 
el archivo puesto al mínimo posible, usando la estructura que ya tenemos. Yo tengo en mi poder un proyecto 
que presentamos al MEC -voy a dejar una copia a la Comisión- relativo a los gastos de archivo y a lo que 
realmente se necesitaría para ponerlo a funcionar más o menos como debería. Esto implicaría la construcción 
de una bóveda, la compra de equipamiento, etcétera. Hoy en día el archivo es una especie de depósito de 
películas que se mantiene a la temperatura y humedad más cercanas al ideal posible y con tres funcionarios. 
Lo único que es de Cinemateca es ese edificio y el terreno. 


Las salas son las que permiten a Cinemateca obtener ingresos. Puede sonar raro que nosotros hagamos tanto 
hincapié en el archivo, cuando en realidad el peso que tiene su manutención es de $ 200.000 en el 
presupuesto $ 1:000.0000. Lo que pasa es que para mantener ese archivo y todo lo demás, necesitamos que la 
gente reciba algo a cambio, porque para que alguien pague una cuota -sería notable que nosotros pudiéramos 
decir: "Colabore con Cinemateca solamente porque tenemos el archivo"- tenemos que dar un servicio que es 
muy oneroso en el presupuesto. Entonces, debemos tener salas para exhibir películas; si el Estado o algún 
mecenas nos diera una partida, por la que no tuviésemos que salir a buscar los ingresos en la sociedad, 
probablemente, no sería tan grande el peso que hoy tenemos en el circuito de exhibición, porque estamos 
obligados a dar un servicio para tener socios que nos permitan mantener ese servicio y además el archivo. 


Por eso, esto es algo complejo, para empezar, porque el cine que se exhibe en Cinemateca también lo es. No 
es un cine masivo. Muchas veces nos preguntan por qué damos películas que capaz que la gente no quiere 
ver. Evidentemente, hay cuatro mil quinientas personas que hoy son socias de Cinemateca que quieren ver 


esas películas, pero creemos que hay mucha más, porque además hay gente que va y paga la entrada. Ahora 
bien: nosotros no pasamos, por ejemplo, "Toy Story", y no porque a nosotros no nos guste esa película -de 
repente está muy buena-, sino porque hay gente que la exhibe en otro ámbito, lo hace muy bien y le va muy 
bien. Pero nosotros tenemos otra función, que no es la de pasar cine masivo comercial e industrial. Tenemos 
una función cultural, por lo que pasamos otro tipo de cine, que creemos merece la pena ser exhibido, y en tal 
sentido debemos mantener un sistema de salas para que los socios paguen una cuota que nos permita 
mantener, no solo el archivo, sino también ese sistema de exhibición. 


De repente es muy difícil visualizar qué es la Cinemateca, porque a veces se dice que es un archivo, pero no 
es solo eso. Es una institución que aparte de democratizar el acceso a otro cine % porque la cuota de 
Cinemateca es de $ 150: si hay fumadores en esta sala, sabrán que eso equivale a dos cajas de cigarros; es el 
precio de una entrada al cine%, diversifica la oferta, mostrando cine de orígenes que en la cartelera comercial 
no se ven. Trae al Uruguay películas que nunca llegarían, porque lo hace gracias a su gestión. No solo exhibe 
películas que compra. Por ejemplo, ahora en Buenos Aires hay un ciclo de cine danés que va a venir al 
Uruguay, y les puedo asegurar que es el mejor ciclo que llegará a nuestro país en mucho tiempo. Eso ocurre 
en base a la gestión de Cinemateca, que forma parte de la Coordinadora Latinoamericana de Imágenes en 
Movimiento que nos avisa, en este caso, que ese ciclo está en Buenos Aires. Entonces, nosotros hacemos la 
gestión para traerlo y no pagamos un peso por concepto de derechos. Por eso, cuando de repente llegan a la 
prensa versiones de que la gestión de Cinemateca no es buena, decimos que no sólo es buena, sino milagrosa. 
Hace cincuenta y ocho años que está manteniendo un archivo y un sistema de salas con un cine que 
verdaderamente no es el más fácil. Entonces, cuando pedimos apoyo, queremos que se visualice a 
Cinemateca como lo que es: un archivo fílmico y un circuito de salas alternativas. En otros países, por 
ejemplo en Argentina, el instituto de cine tiene un circuito de salas que pasa este tipo de películas; acá lo hace 
Cinemateca. El problema parece ser que es una institución privada, entonces, se supone que debe tener una 
brillante gestión empresarial, que es imposible que un archivo fílmico tenga. Entonces, más allá de la ayuda 
que se pueda dar, nuestra pretensión es que se visualice a Cinemateca como lo que es. 


SEÑOR GANDINL.- Quisiera dejar un par de constancias. 


La situación que expone la delegación y el monto del que habla requieren que, en principio, traslademos este 
planteo -lo vamos a hacer- al Ministro de Educación y Cultura cuando comparezca en una próxima sesión de 
la Comisión. No creo que el camino sea el de la Comisión del patrimonio histórico: se arriesgan a que les 
pidan a ustedes, porque tiene un presupuesto muy pequeño para la cantidad de obligaciones que cumple esa 
institución. Entonces, creo que hay que buscar la solución por otro lado. 


El Diputado Mujica decía que el camino ante este tipo de solicitudes de instituciones no públicas, 
normalmente pasa por el Inciso de "Subsidios y Subvenciones", que aprueba el Parlamento, que también 
tiene fondos escasos. En todo caso, deberemos abordar el tema en ese contexto, previo análisis con el 
Ministerio de Educación y Cultura, que es la Cartera de referencia en estas tareas. 


Así que nos comprometemos a trasladar este planteo, cuando venga la delegación del Ministerio, y luego a 
incorporarlo al debate de la Comisión. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- En principio, teniendo en cuenta lo que dice el Diputado Gandini, creo 
que lo más útil para nuestra acción es que Cinemateca se contacte con el Ministerio de Educación y 
Cultura, para que este haga un informe sobre la actividad que ustedes desarrollan, a fin de presentarlo 
cuando comparezca aquí. Adviértase que a partir del período anterior, por una resolución de la propia 
Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda, para la aprobación del capítulo "Subsidios y 
Subvenciones" se requiere informe favorable del Ministerio respectivo. En este caso, es el Ministerio de 
Educación y Cultura el que tiene que respaldar la solicitud que hace Cinemateca, porque su actividad 
compete a esa Cartera. 


Por otra parte, me gustaría saber si Cinemateca tiene convenios con algún organismo internacional. 


SEÑORA SANTACREU.- Nosotros estamos conversando con el MEC y no tenemos dudas de que va a 
recomendar la subvención a Cinemateca; simplemente, queríamos hacerles este planteo para que 
estuvieran informados de primera mano. 


En cuanto a los convenios que tenemos, son puntuales. En este momento, con la UNESCO estamos 
realizando un ciclo que se llama "Cine para hablar" dentro de los objetivos del Milenio, que son cine-debates. 
Pero son convenios puntuales, de exhibición de ciclos en el interior del país sobre una temática de género, 
educación, desigualdades sociales. No son convenios globales, empiezan y terminan; es como una compra de 
servicios, Cinemateca difunde algunas películas y la UNESCO aporta. 


También hemos recibido ayuda, por ejemplo del BID. La última obra de Cinemateca se construyó con una 
ayuda del BID. Estamos constantemente buscando estos apoyos, pero siempre son proyectos puntuales para 
necesidades puntuales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los documentos que la delegación nos ha dejado se distribuirán. 


La Comisión agradece la presencia de Cinemateca Uruguaya. 


(Se retira de Sala la delegación de Cinemateca Uruguaya) 


SEÑOR GANDINI.- Estaba mirando la agenda que se nos remitió. Cuando viene el Ministerio de 
Economía y Finanzas marca los artículos referentes al Inciso. Sin embargo, no sé si este Ministerio 
volverá, porque tenemos recursos, subsidios y subvenciones, ordenamiento financiero, partidas a 
reaplicar, disposiciones varias que tienen que ver con el Banco Central del Uruguay. Entonces, o viene 
otro día o si es ese día, hay que disponer de más tiempo. 


Si se van a tratar todos esos temas prefiero que el Ministerio venga más hacia el final de la consideración del 
Presupuesto, porque se van acumulando preguntas. Me parece que si va a venir una vez sola es más saludable 
que lo haga más sobre el final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay una omisión porque hay que incluir todo lo que tenga que ver con la 
responsabilidad directa del Ministerio de Economía y Finanzas, porque se trata de varios Incisos. En 
cuanto al planteamiento de citarlo más adelante, veremos cómo rehacer la agenda. No hay ningún 
inconveniente. 


SEÑOR GANDINI.- A su vez, quería solicitar que se reagende la citación del Congreso de Intendentes 
y la Corporación Nacional para el Desarrollo, porque en los días en que están previstas estas 
comparecencias estaré de licencia. Si la Comisión pudiera conversar nuevamente sobre estas visitas: 
particularmente me interesa escuchar a la Corporación Nacional para el Desarrollo, porque adquiere 
funciones novedosas. 


Creo que el Ministerio de Economía y Finanzas debe venir hacia el final o dos veces porque, por ejemplo, 
viene el Congreso de Intendentes, nos hace un planteo y hay que trasladarlo, y así nos va a suceder con otras 
instituciones. Prefiero que venga más sobre la tercera semana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está previsto que el Congreso de Intendentes venga antes que el Ministerio 
de Economía y Finanzas, pero vamos a atender el planteamiento del señor Diputado Gandini. La 
última delegación a ser recibida es la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR GANDINI.- Es la última en esa semana, porque luego vamos a seguir trabajando la otra 
semana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa semana la reservamos para otras entrevistas con delegaciones o 
Ministerios. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Estos son todos los organismos que hay? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, son todos. 


(Diálogos) 


La Comisión pasa a intermedio por diez minutos. 
(Es la hora 14 y 5) 
__ Continúa la sesión. 


(Es la hora 14 y 30) 


(Ingresa a Sala una delegación del Consejo Directivo de la Asociación de Funcionarios Judiciales) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Consejo Directivo de la Asociación de 
Funcionarios Judiciales, integrada por el Presidente, señor Esteban Romasanta, el Secretario, señor 
Sergio Núñez, el Secretario de Actas, señor Jorge Maldonado y el asesor, señor Alejandro Lagazeta. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Antes que nada, quiero saludar a los integrantes de la Comisión y agradecerles que 
nos hayan recibido en nombre de los tres mil quinientos trabajadores judiciales que representamos. 


Para nosotros esta comparecencia es muy importante, dado que lamentablemente, hoy por hoy, los 
trabajadores judiciales nos encontramos en una situación muy particular con nuestro empleador, el organismo 
que integramos: la Suprema Corte de Justicia. No hemos podido participar en ninguna de las instancias de 
discusión, de negociación ni de diálogo de cara a esta instancia presupuestal; posiblemente seamos uno de los 
pocos sindicatos que no tuvo ningún nivel de acercamiento con su empleador. Por lo tanto, el Mensaje 
presupuestal que la Suprema Corte de Justicia ha enviado no tiene ni un punto ni una coma propuesto o 
consultado con los trabajadores judiciales, algo que nosotros consideramos sumamente grave y que nos pone 
en una situación muy compleja, porque este Presupuesto define, entre otras cosas, el salario de tres mil 
quinientos trabajadores para los próximos cinco años. 


Intentamos de todas las formas encontrar un marco de diálogo, de entendimiento, con la Suprema Corte de 
Justicia, pero lamentablemente no lo logramos. Recurrimos al artículo 14 de la Ley de Negociación Colectiva 
en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Hubo dos comparecencias de la Suprema Corte de Justicia, 
que, ante la convocatoria del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y con la presencia de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y la Oficina Nacional del Servicio Civil, argumentó que en la interpretación que 
hacía del artículo 14 de la Ley de Negociación Colectiva no se establecía que el tema presupuesto y el tema 
salario fueran materia de la negociación y que, por lo tanto, no negociaba con los trabajadores ni presupuesto, 
ni salario, y se amparaba en su autonomía constitucional de enviar un Mensaje presupuestal. 


Nosotros nunca quisimos ser cogobierno con la Suprema Corte de Justicia, conocemos cuáles son sus 
potestades y las respetamos profundamente, pero entendemos que los trabajadores tenemos derechos y que 
esta ley iba dar un marco adecuado para discutir en igualdad de condiciones con el organismo todo lo que 
fuera materia de negociación. Lamentablemente, nos encontramos con esta postura totalmente intransigente 
de la Suprema Corte de Justicia, de espaldas a lo que son las relaciones laborales a nivel del Estado y de todo 
el país, que sostiene que no discute estos temas con los trabajadores y de alguna forma dice que hace lo que 
quiere, discute lo que quiere y lo que no le interesa discutir, no lo discute. 


Entonces, nos encontramos con que no teníamos dónde discutir nuestras reivindicaciones y hacer nuestras 
propuestas presupuestales, en lo salarial y también en lo que hace al servicio de Justicia. Nosotros no solo 
queríamos hacer un planteo relacionado con el salario, sino también con el mejoramiento en el servicio, 
particularmente con respecto a cómo llega la Justicia a los ciudadanos con menores recursos y que tienen 
menos condiciones para acceder a ella. Hicimos llegar nuestras propuestas y alternativas a los legisladores en 
el mes de julio, y también las elevamos al Poder Ejecutivo, propuestas para el mejoramiento de la defensa 
pública, los centros de mediación, la descentralización de los Tribunales de Apelaciones, sobre la posibilidad 
de que alguno de ellos se afinque en el interior del país para que la Justicia no se centralice en Montevideo - 
por ejemplo, para que quien recurre desde Artigas no tenga que venir aquí y estar un año o un año y medio 
detrás de un expediente o un trámite-, sobre la mejora del servicio interno, la mejora organizativa del Poder 
Judicial, y, por supuesto, también estaba nuestra propuesta de carácter salarial. 


Tuvimos un proceso previo en el Presupuesto anterior, donde comenzó una reestructuración salarial del Poder 
Judicial a la cual queríamos mejorar, profundizar y hacerle aportes, porque, según nuestra visión, en esa 
primera etapa los trabajadores con salarios más sumergidos del Poder Judicial no fueron contemplados como 
debían. Si bien se había generado un ordenamiento, un mejoramiento de la estructura salarial del Poder 
Judicial, pensamos que en esta instancia podíamos seguir mejorando, recomponiendo esa estructura y, de 
alguna forma, ir corrigiendo aquellas debilidades que tuvo la propuesta 2005-2010. En ese sentido es que 
queríamos hacer nuestra propuesta, pero lamentablemente no lo pudimos hacer: no pudimos discutir, ni 
siquiera dialogar con la Suprema Corte de Justicia acerca de estos temas, y por eso fue que se la hicimos 
llegar al Poder Ejecutivo y al Parlamento. 


Nuestra propuesta salarial apunta concretamente a reformular la estructura salarial. Nosotros tenemos 
grandes inequidades en lo que refiere a la política salarial del organismo; básicamente, los escalones 
profesionales tienen una serie de partidas porcentuales que generan una brecha muy grande entre el salario de 
los profesionales y de quienes no lo son. Simplemente a modo de ejemplo, podemos decir que más del 50% 
de la masa salarial del Poder Judicial se concentra en el 28% de los cargos profesionales que integran el 
organismo, y el 46% restante de la masa salarial tiene que abordar el salario de tres mil quinientos 
trabajadores. Además, cuando el sindicato de trabajadores está en conflicto y toma una medida de lucha, 
escuchamos que el Magistrado suspende una audiencia que tenía prevista por esa razón. Eso quiere decir que 
el trabajador también es importante en el andamiaje de la Justicia, por lo cual tiene el derecho de ser 
contemplado salarialmente. 


Nuestra propuesta apunta a mejorar aquellas debilidades que tiene la estructura salarial en cuanto a la base de 
enganche. Por ejemplo, nosotros tenemos una base de enganche al cargo de Subdirector General que se 
contempló en la Ley de Presupuesto anterior, pero estamos enganchados salarialmente a $ 24.000 y ese cargo 
cobra $ 73.000. Hay un espacio muy grande donde los trabajadores no estamos contemplados, y con una 
política de la Suprema Corte de Justicia que sigue relvindicando partidas porcentuales que son exclusivas 
para esos cargos y no afectan ningún salario del resto de los trabajadores. 


Lo primero que hicimos fue empezar a corregir desde adentro, tomando créditos propios, partidas que ya 
existen dentro del Poder Judicial, que ya tienen crédito propio, incorporándolas al salario base, para ir 
mejorándolo y como forma de empezar a mejorar el lugar del cual partimos en cuanto a nuestra escala 
salarial porcentual. A partir de ahí comenzamos, primero, a integrar partidas porcentuales, como la de 
dedicación permanente que tienen los profesionales, que es un 45% formal, pero en realidad es casi un 70% 
del salario base. A modo de ejemplo, un Actuario Grado 15, que es jerarca administrativo de un Juzgado, 
comienza con un sueldo base de $ 20.000 y tiene una compensación por dedicación total de un 60%, que 
equivale a $ 12.000. A su vez, sobre esos $ 32.000 que componen su salario tiene una compensación por 
dedicación permanente, por ser profesional, de un 45%, lo que significa $ 15.000 más. Es decir que un 
actuario comienza cobrando $ 20.000 de sueldo base, pero su salario final supera los $ 50.000; por lo pronto, 
percibe $ 47.000; con esas compensaciones más perfeccionamiento académico y viáticos, redondea en 

$ 55.000. 


Como dije, lo primero que comenzamos a hacer fue tratar de incorporar al salario base esas partidas, como la 
de dedicación permanente, que entendemos es de carácter estrictamente salarial y no una partida por 
incompatibilidad parcial como formalmente lo establece la norma, porque la cobran todos por ser 
profesionales. Nuestro objetivo es fortalecer el salario base, por lo que también le incorporamos las 
compensaciones que reciben los trabajadores, como la prima por rendimiento -vinculada al desempeño, la 
prima por viático de alimentación -de algo más de $ 800 y que tenemos todos los funcionarios- y una 
cláusula gatillo que en el Período anterior quedó como una partida fija dentro del salario. De esta manera, 
pretendemos que al ir al cajero a retirar dinero, el componente principal de lo que cobramos corresponda a 
salario base y no a un cúmulo de partidas que algunos tienen y otros no; mayoritariamente, los tres mil 
quinientos funcionarios no las tenemos, pero sí los escalafones profesionales. 


Reitero: comenzamos por tomar partidas propias para armar una nueva estructura salarial y luego, para 
hacerla efectiva, incorporamos créditos nuevos. Esto es lo que en la propuesta solicitamos al Parlamento a 
efectos de integrar, a la base de lo que se ha manejado como sueldo, una partida que redondee los $ 19.000 al 
finalizar el quinquenio. 


El otro componente que planteamos está relacionado con desenganchar las partidas porcentuales, que 
quedarían eventualmente por fuera del salario base. Hoy tenemos una serie de partidas que son porcentuales 
al salario base, como la dedicación total, la prima por asiduidad y la permanencia a la orden, que es una 
compensación que cobran unos novecientos trabajadores, algunas relacionadas al cargo y otras, a la tarea. Por 
ejemplo, el compañero que es receptor penal o receptor en cualquier materia, por tomar declaraciones cobra 
una compensación cuando su jornada supera el horario normal de oficina. Para poder mejorar el salario base, 
planteamos desenganchar esas compensaciones que hoy son porcentuales. 


De aprobarse nuestro planteo, cuando se empiece a ejecutar el Presupuesto Nacional a partir del 1* de enero 
de 2011, esas partidas dejarían de ser porcentuales, se mantendrían en su monto hasta finalizar el año y se 
ajustarían, como en el caso de cualquier salario, por IPC o por inflación. 


Entonces, los puntos principales que tiene nuestra propuesta son: mejorar el salario base, formular una nueva 
tabla salarial y desenganchar las partidas porcentuales. 


Lamentablemente, con la Suprema Corte de Justicia ni siquiera tuvimos instancias de diálogo y, por lo tanto, 
no pudimos discutir estas propuestas con el organismo. Sí tuvimos oportunidad de elevarlas al Poder 
Ejecutivo; nos entrevistamos con los doctores Breccia y Cánepa, Secretario y Prosecretario de la Presidencia, 
respectivamente, y los pusimos en conocimiento de este tema. Asimismo, tuvimos una entrevista con el señor 
Ministro Lorenzo, que en su momento nos había comentado que en lo salarial iba a haber un artículo abierto, 
en lo que refiere al Inciso 16, que presumimos es el artículo 624 que figura en el Mensaje del portal del Poder 
Ejecutivo. De todas maneras, el crédito presupuestal que se asigna en ese artículo está muy lejos del costo 
que tiene nuestra propuesta, que está relacionado a la proyección del crecimiento del Producto Bruto Interno 
que ha establecido el Poder Ejecutivo para este quinquenio, que ronda el 23% del Rubro O que actualmente 
tiene el Poder Judicial. 


Nuestra propuesta también tiene otros objetivos que se han manifestado públicamente: pretendemos reducir 
inequidades, fortalecer los salarios más bajos, privilegiar las áreas más prioritarias que tiene el Poder Judicial. 


Creemos que el papel que tendrá el Parlamento en esto va a ser muy importante porque no hemos tenido eco 
en ningún otro lado. Lamentablemente, no venimos con un planteo que haya sido consensuado previamente 
y, por lo tanto, la instancia que tenemos es esta: aquí se decidirá qué créditos asignar al Poder Judicial. Si se 
considera oportuno llevar adelante nuestra propuesta, pretendemos que los criterios de la nueva estructura 
salarial surjan de la Ley de Presupuesto y que no se dé una instancia de 180 días a la Suprema Corte de 
Justicia como ocurrió en la oportunidad anterior. En aquella ocasión el sindicato confió en ese organismo, en 
su compromiso de gestión, en su compromiso de recomponer y estimular la carrera funcional, y este terminó 
por hacer una reestructura que priorizó los cargos profesionales de rango y no los cargos más bajos. 


Voy a dar un ejemplo en números. Mientras el Ministro de la Suprema Corte de Justicia recibió $ 50.000 de 
aumento en un quinquenio, un cargo de ingreso recibió $ 6.000. Entonces, no es posible que hoy por hoy se 
diga que fueron privilegiados los escalafones administrativos, cuando un funcionario recibió $ 1.500 por año 
de aumento, incluyendo el IPC, y en esos $ 6.000 está incluido lo que significó la reestructura y el 
crecimiento por los ajustes naturales que cada año tiene el salario. Muchas veces escuchamos al Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia decir que los escalafones administrativos fueron privilegiados y no entendemos 
de dónde salen sus números, porque la verdad esto es muy claro: un Director de División, un cargo medio 
jerárquico, recibió $ 35.000 de aumento. 


En definitiva, nosotros decimos que esos cargos superiores que perciben $ 40.000 pueden esperar para que se 
pueda favorecer mínimamente a aquellos cargos que son más numerosos y que actualmente tienen menos 
posibilidades de ascenso y de aumento de salario. A veces se dice que un Juez empieza con un sueldo 
determinado, y es cierto; pero en ese caso ocurre que al año y medio o a los dos años, asciende. En cambio, 
un funcionario del Poder Judicial ingresa hoy con un sueldo de $ 13.600 y está catorce o quince años con ese 
sueldo -más los reajustes- porque no tiene posibilidades de ascenso. La carrera administrativa es muy 
limitada, los ascensos son muy limitados y hay una estructura administrativa sumamente rígida. 


Básicamente, este es nuestro planteo y quedamos a las órdenes para las consultas que deseen realizar. 


SEÑOR ABDALA.- Damos la bienvenida a la delegación de la Asociación de Funcionarios Judiciales. 
Quiero hacer un par de consultas con respecto al planteo que realizaron, que ha sido bastante claro. 


Según lo que expresaban, el artículo 624 sería el único que podría aproximarse a un beneficio para los cargos 
que no son profesionales y técnicos, o que no son de dirección. No sé si entendí bien. Quiero saber a quiénes 
y en qué medida beneficia esta solución. 


Este artículo tiene dos literales. El primero refiere a situaciones de incompatibilidad absoluta. Supongo que 
eso estará referido a un sector de los funcionarios que no sé cuál es. Por eso pregunto. El siguiente 
literal parecería ser más de carácter general. 


¿Cuál es la diferencia entre esta solución y la que ustedes plantean? Deseo conocer el alcance de lo propuesto 
por el Poder Ejecutivo para compararlo con lo que ustedes reclaman. 


Por otro lado, en la medida en que hubo gestiones que se concretaron, no con la Suprema Corte de Justicia 
pero sí con el Poder Ejecutivo, en particular con el señor Ministro de Economía y Finanzas, sobre la base de 
la propuesta que están impulsando, quiero saber cuál fue el resultado. ¿Qué expectativas les dejó dicha 
reunión de que vuestra propuesta se pueda concretar y que el reclamo que están impulsando prospere? 


SEÑOR ROMASANTA.- En cuanto al artículo 624, tenemos más interrogantes que certezas. El 
literal a) comprende a la magistratura y a los cargos de particular confianza, que son los únicos que 
perciben incompatibilidad absoluta, que es un régimen que se inventó en el Presupuesto anterior para 
dar un aumento a los magistrados de un 40% durante el quinquenio, dejando afuera a otros 
funcionarios públicos equiparados con la magistratura. 


En cuanto al literal b), tenemos las mismas inquietudes que el señor Diputado. Queremos saber bien cuál es 
su contenido, porque no es claro. 


SEÑOR ABDALA.- Podría ser una solución que beneficie a todos. 


SEÑOR ROMASANTA.- Hace referencia a una partida de asiduidad, pero como los montos que 
componen ese artículo totalizan $ 280:000.000, descontado un 6% de aumento en la retribución 
adicional por "incompatibilidad absoluta", lo que nos estaría quedando serían $ 250:000.000. Por más 
que se incorpore la partida de asiduidad a los escalafones R y VIL, que es Defensa Pública, sobran 
muchas decenas de millones de pesos. Entendemos que lo que nos informó el señor Ministro Lorenzo 
de un artículo abierto se refiere a este y que sería para que dentro del Parlamento se redireccione y se 
defina concretamente cuál es el destino y a quién se va a privilegiar salarialmente. 


SEÑOR MUJICA.- El artículo 610 establece "un ajuste en la porcentualidad de los tres grados 
inferiores de la nueva escala de sueldos". ¿Eso los incluye a ustedes o es solo para funcionarios 
profesionales? 


En cuanto al artículo 624, de acuerdo con la descripción que acaban de hacer, creo entender que se refiere a 
profesionales porque son los únicos que gozan del régimen de incompatibilidad absoluta. 


SEÑOR ROMASANTA.- A los Jueces. 


SEÑOR MUJICA.- En cuyo caso, lo que quedaría sería esa diferencia en el literal b) para el personal 
no profesional. Me parece que la forma más productiva sería que ustedes nos dejaran la propuesta del 
sindicato sobre estos artículos. 


SEÑOR ROMASANTA.- Respecto al artículo 610, luego de aprobado el Presupuesto anterior, en los 
ciento ochenta días siguientes la Suprema Corte de Justicia definió una reestructura, que llevó 
adelante. Pero a partir de la aplicación de la primera cuota de un 6% en el año 2006, pudimos apreciar 
que trescientos funcionarios iban a cobrar menos que lo que cobraban antes de la reestructura. 


Entonces, en vez de integrar todo lo que establecía la ley al sueldo básico, en el caso de estos 
funcionarios se optó por dejar por fuera de la reestructura algunos componentes salariales. 


En la Rendición de Cuentas de 2008, a fin de solucionar este problema generado en la reestructura, la 
Suprema Corte de Justicia solicitó $ 22:000.000 para los grados 6, 7 y 8, que son los más bajos del escalafón 
administrativo y auxiliar. Eso se hizo para enmendar el error que se había cometido cuando se aprobó la 
reestructura, que no contó con el consenso de los trabajadores ya que fue hecha por la Suprema Corte de 
Justicia sola, en el despacho del doctor Rodríguez Caorsi. Se aprobó un 50%; y hoy la Suprema Corte de 
Justicia, en un gesto de querer acercar posiciones con la Asociación de Funcionarios Judiciales, mandó el 
50% que en la Rendición de Cuentas de 2008 no aprobó el Parlamento para los grados 6, 7 y 8. 


Lo que tenemos a estudio refiere a los artículos en que tenemos iniciativa, porque en los que no la tenemos 
no podemos hacer nada. Hay algunos en los que se comparte la iniciativa del Poder Judicial con la del Poder 
Ejecutivo. Estamos estudiando la forma de utilizar algunos artículos, como este mismo, el 610, para nuestra 
propuesta de profundización de la reestructura. Como nuestra reestructura comprende a todos los grados, 
también al 6, 7 y 8, lo tomaríamos conjuntamente con el artículo 624 para financiar nuestra propuesta. 


SEÑOR NUÑEZ.- El 6% de incompatibilidad absoluta es solamente para los funcionarios 
magistrados. En el literal b) del artículo 624, el 6% que se establece para asiduidad llega a todos los 
funcionarios, administrativos, auxiliares y también a los profesionales. Cuando hablo de profesionales, 
me refiero a actuarios, a técnicos profesionales, a Directores de División, a Defensores de Oficio, 
porque también se pide el 6% para Defensa Pública. 


El organismo Poder Judicial tiene tres escalafones que son específicamente de funcionarios profesionales: los 
Magistrados; el de profesionales propiamente dicho, que son los Actuarios, los escribanos, y la Defensa 
Pública. En la reestructura está integrado el escalafón profesional. Entonces, el 6% de incompatibilidad 
absoluta es solo para magistrados, y con el literal b) se contempla a todos, además de quienes pertenecemos a 
este sindicato, al resto de los funcionarios profesionales del Poder Judicial. 


SEÑOR ASTI.- Damos la bienvenida a la delegación. 


Simplemente quiero dejar una constancia, que es muy fácil de realizar debido a que contamos con la versión 
taquigráfica. 


Ayer le preguntamos al señor Ministro de Economía y Finanzas acerca de los acuerdos totales o parciales a 
los que se había llegado con los organismos del artículo 220. El señor Ministro nos informó y, en el caso del 
Poder Judicial, estableció concretamente que en el tema salarial no se pudo llegar a un acuerdo porque la 
propuesta que las autoridades de la Suprema Corte de Justicia habían manejado con el Poder Ejecutivo y con 
el equipo económico contenía aumentos no diferenciados y esa no es la política que rige la presentación de 
este Presupuesto. 


Sobre la base de esto, los legisladores vamos a tener una tarea un poco más complicada porque deberemos 
aunar esos dos criterios. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Deseo aclarar a la delegación que ya teníamos el material que nos fue 
entregado por los funcionarios judiciales en el departamento de Maldonado del cual provengo; por lo 
tanto, tengo conocimiento del tema. Pero, como decía el señor Diputado Mujica, necesitaríamos un 
documento en el que se nos plantee más afinadamente la propuesta de los trabajadores. 


SEÑOR ROMASANTA.- Tenemos copia de la propuesta y, por primera vez, traemos propuestas de 
artículos para poder llevarla adelante. Estamos trabajando en eso. A pesar de que hasta ahora no 
hemos encontrado el lugar en el cual poder negociar el Presupuesto, seguimos trabajando. 


SEÑOR LAGAZETA.- Me desempeño como asesor de la AFJU. Deseo hacer algunas aclaraciones muy 
puntuales y una exposición muy breve para que se la puedan trasmitir a sus asesores. 


En cuanto al artículo 610, para los Grados 6, 7 y 8 el aumento representaría aproximadamente entre 2% y 
3,5%. Digo esto para que se aprecie la magnitud del monto y si es posible realizar una reestructura. 


La AFJU tiene desarrollada una propuesta alternativa que está en el medio del planteo que hace el Poder 
Ejecutivo y el que realiza la Suprema Corte de Justicia. Esto implica la posibilidad de flexibilizar la 
propuesta; no es rígida como la de la Suprema Corte de Justicia que plantea un 23,5% de aumento de salario 
base para todos, sino que tiene una construcción inteligente hacia un proceso de reestructura. Por lo tanto, es 
negociable. 


Para la construcción también tomamos en cuenta las pautas de crecimiento económico y desarrollo del 
Gobierno, es decir que no está por fuera de las variables económicas. Además, trabaja sobre la corrección de 
inequidades que se pueden demostrar. Incluso, la AFJU está dispuesta a tener reuniones con los asesores de la 
Comisión para no dar ejemplos en el aire y poder trabajar puntualmente. 

Por otra parte, esta propuesta tiene una estructura de escala. Siempre se dice que los sindicatos presentan 
propuestas para achicar las pirámides. En este caso, podemos demostrar claramente que esta propuesta 
expande la pirámide con el objetivo de promocionar el ascenso de los funcionarios. Actualmente, cuando un 
funcionario asciende y asume nuevas responsabilidades, recibe un aumento entre $ 600 y $ 800; sin embargo, 
con nuestra propuesta el aumento llegaría a $ 2.000. 


Quedamos a disposición de la Comisión para poder llegar a un acuerdo en la construcción de la reestructura. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


Se va a distribuir la documentación que nos dejaron. 


En los próximos días vamos a recibir a la Suprema Corte de Justicia y nuevamente al Ministerio de Economía 
y Finanzas; por lo tanto, vamos a realizar las consultas pertinentes. 


(Se retira de Sala la delegación del Consejo Directivo de la Asociación de Funcionarios Judiciales) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Agrupación de Trabajadores de Meteorología Nacional-ATMN) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Agrupación de Trabajadores de Meteorología 
Nacional integrada por su Presidenta, la señora Cristina Mathisson, el Secretario, señor lan Shou, y el 
Secretario de Asuntos Gremiales, señor Roberto Tejera. 


SEÑORA MATHISSON.- En primer lugar, queremos señalar que la propuesta de la Dirección 
Nacional de Meteorología no figura en el articulado del Presupuesto. Los funcionarios de todas las 
unidades ejecutoras tienen una propuesta presupuestal, pero nosotros no tenemos esa ventaja. 


En segundo término, queremos decir que ya en la Administración pasada se había acordado que la Dirección 
Nacional de Meteorología saldría de la órbita del Ministerio de Defensa Nacional. Hoy no se ha confirmado 
un destino de la Dirección Nacional de Meteorología y aparentemente por esa razón no se incluyó los 
artículos correspondientes en este Presupuesto. De cualquier manera, elaboramos un articulado básico en 
función de unas cifras que manejaban las compañeras de presupuesto, que corresponden a fondos que 
quedaban libres como para redistribuirlos en algunas áreas, y por eso la propuesta que presentamos 
prácticamente no tiene costo. 


Sin duda, si hubiéramos conocido el destino de la Dirección Nacional de Meteorología y el articulado 
podríamos haber presentado otras propuestas. 


SEÑOR GANDINI.- Si no entendí mal, está por definirse una ubicación institucional para la Dirección 
Nacional de Meteorología, es decir, en qué Inciso estará comprendida; pero mientras eso no suceda -lo 
que deberá aprobarse por ley-, continuará en la órbita del Ministerio de Defensa Nacional. 


Por lo tanto, nosotros no podremos discutir ninguna modificación, en tanto no exista una ley, que si no es la 
de Presupuesto, será la próxima Rendición de Cuentas. Entiendo que para hacer este tipo de traslados -que, 
además, generan algunas creaciones de cargos, típicas en estas modificaciones- se requiere iniciativa del 
Poder Ejecutivo. 


Si el Poder Ejecutivo no envió la iniciativa correspondiente en este Presupuesto, nuestro escenario lógico, a 
partir de la discusión del Presupuesto y hasta nuevo aviso, es que el organismo seguirá perteneciendo al 
Ministerio de Defensa Nacional. Nos tenemos que mover en base a esta realidad, porque si el Poder 
Ejecutivo no envió la iniciativa, no vendrá hasta la Rendición de Cuentas. 


Digo esto para ubicar el debate; el otro aspecto lo tendrá que analizar el Poder Ejecutivo, pero no creo que 
podamos discutir al respecto en el Parlamento. 


SEÑORA MATHISSON.- Esa era nuestra mayor preocupación. Cuando solicitamos entrevista a la 
Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda no sabíamos que la Dirección Nacional de 
Meteorología no estaría incluida en el Presupuesto. Averiguamos pero no nos contestaron, aunque 
pudimos saber que era porque no estaba decidido el destino de la Dirección Nacional de Meteorología. 


Insisto con que ya en la Administración anterior se había acordado, y se había hablado en el Ministerio de 
Defensa Nacional y en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que la 
Dirección Nacional de Meteorología pasara a la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. Cuando cambió la Administración se dijo que se discutiría nuevamente el asunto, porque 
no estaba definido. 


Siempre se nos dijo que en el Presupuesto se haría efectivo el pasaje de la Dirección Nacional de 
Meteorología a la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Nuestra 
preocupación es que al no estar incluidos en este proyecto, quedemos sin presupuesto, hasta para las cosas 
más básicas que venimos reclamando desde que ingresamos a la Dirección Nacional de Meteorología porque 
-como deben saber, ya que es un tema bastante difundido- más del 70% del personal técnico trabaja con 
contratos a término; todavía no estamos regularizados. Queríamos discutir sobre estos aspectos en el 
Presupuesto, pero al carecer de un articulado, lo único que se nos ocurrió era traer una propuesta mínima, 
básica, en base a fondos de que dispone la Dirección Nacional de Meteorología, porque en caso de que se 
defina su destino, pasaría con los fondos que tiene asignados actualmente. 


Esta es nuestra preocupación. No pensábamos concurrir a esta Comisión sin nada definido, como llegamos 
hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que, efectivamente, la Agrupación de Trabajadores de 
Meteorología Nacional solicitó entrevista el 13 de agosto. 


Reglamentariamente, la Comisión integrada no puede comenzar a funcionar hasta que ingrese el Presupuesto, 
que fue el 1” de setiembre. Como habrán advertido, hoy es la primera reunión que mantenemos con las 
delegaciones y fue convocada la Agrupación de Trabajadores de Meteorología Nacional. 


Entonces, no se trató de una desidia ni una demora de la Comisión, sino que puede recibir delegaciones una 
vez que ingrese el Presupuesto. 


SEÑORA MATHISSON.- Hasta ayer estuvimos esperando el Presupuesto, porque el Director General 
de Secretaría del Ministerio de Defensa Nacional, señor Jorge Delgado, dijo que nos entregaría lo que 
tenían preparado, que no se había incluido en el Presupuesto, que lo harían una vez que se concretara 
el pasaje. Sin embargo, ayer nos citaron para entregarnos la propuesta, pero tampoco nos dieron nada, 
solo lo que ya estaba publicado en la página de Presidencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vuestro planteo ya ha sido distribuido. Sin duda, algunas de sus propuestas 
generan costos. Como saben, de acuerdo con la Constitución de la República, como Parlamento 
estamos limitados. Lo dialogaremos con las autoridades del Ministerio. Este es un viejo tema que 
conocemos bien, al que no se ha dado solución definitiva. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero dejar constancia de nuestra preocupación. Esta es una asignatura 
pendiente. Es un tema que se ha discutido mucho y, en tanto no se resuelva, estamos en el peor de los 
escenarios: no se fortalece a esta Dirección tan importante porque estamos esperando que se traslade y, 
a su vez, como no se concreta el traslado, tampoco se fortalece. Así, se va deteriorando un servicio que 
no es solo para dar el pronóstico de lluvias en las radios de la mañana, sino que tiene un papel 
estratégico en el desarrollo nacional. Una buena previsión de lo que va a pasar genera medidas. Sin 
embargo, esta Dirección hoy está en discusión. 


Hoy escuchaba que la Dirección Nacional de Meteorología dice que habrá sequía, otro prestigioso 
pronosticador radial dice que no la habrá y un tercero dice que eso todavía no se puede prever. Si fuera 
productor y tuviera que ver qué hago con las pasturas, es decir, si invierto o no invierto, no sabría a quién 
creer. Este es un tema que nos rebota y nos llega a todos. 


El peor de los escenarios es este: que no sepamos ni siquiera dónde está. Vamos a hablar con el señor 
Ministro de Defensa Nacional a ver si efectivamente se está analizando a nivel del Poder Ejecutivo un 
cambio institucional, un cambio de referencia ministerial. Allí es donde uno puede empezar a fortalecer a la 
institución, en el contexto del Ministerio al que pertenece. 


Será un tema que, no tengan dudas, plantearemos al señor Ministro de Defensa Nacional, que es a quien 
corresponde trasladar el planteo, teniendo en cuenta que, como decía el señor Presidente, aquí hay artículos 
que tienen iniciativa exclusiva del Poder Ejecutivo y que si este no los envió, aunque tengamos la voluntad, 
no los podemos incorporar. 


SEÑOR BERNINI.- Quiero hacer uso de la palabra a efectos de que conste mi posición en la versión 
taquigráfica. 


Existe una reivindicación histórica de los trabajadores de la Dirección Nacional de Meteorología respecto del 
lugar en el que tendrían que estar; seguro que no en el Ministerio de Defensa Nacional. Los Diputados que 
estuvimos en la Legislatura anterior lo tenemos muy claro porque los hemos recibido muchas veces, hemos 
mantenido discusiones, hemos aportado dentro de nuestras posibilidades para que se avanzara en una 
transición que implicara salir de la órbita del Ministerio de Defensa Nacional para ser definitivamente 
incluida en otra Cartera, concretamente en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, por su especificidad muy clara. Esto, independientemente de que pueda haber un área de 
meteorología estratégica en materia de defensa, lo que también estuvo planteado en las conversaciones que 
mantuvimos. 


Lo que quiero decir es que es evidente que estamos en una etapa de transición. La preocupación de los 
trabajadores es superlativa, en la medida de que no figuran en el Presupuesto en el Inciso correspondiente; 
están como en un limbo. Es absolutamente comprensible la preocupación que existe. 


Nuestro compromiso, a partir de este intercambio, es conversar con el Poder Ejecutivo a efectos de analizar 
qué evolución han tenido los acuerdos que se hicieron en el Período anterior y de qué manera se pretenden 
contemplar en el Presupuesto Nacional. Es cierto que deberían aparecer en el Presupuesto, 
independientemente de que la transición definitiva pueda darse a partir de una Rendición de Cuentas que 
traspase todo el organismo a otro Ministerio con los rubros que correspondan. 


Vamos a considerar esta situación que angustia a los trabajadores, lo que compartimos. En consecuencia, 
conversaremos con el Poder Ejecutivo a efectos de interiorizarnos en el tema. Está claro que cuando votemos 
este Presupuesto no van a quedar en el limbo. 


SEÑOR ABDALA.- Todos coincidimos en el estado de situación de esta reubicación institucional que 
está pendiente y que sin duda genera dificultades y una cierta parálisis desde el punto de vista de la 
mejor administración. 


Voluntad política en el Parlamento ha habido porque, como aquí se señalaba, en el Período anterior hubo 
iniciativas en esa dirección firmadas por legisladores de todos los partidos, inclusive por los de la bancada de 
Gobierno, pero el hecho es que hasta ahora no se ha concretado. 


Sin perjuicio de trasladar la inquietud al Poder Ejecutivo cuando comparezca, como es de sentido común y de 
orden, me gustaría saber qué es lo que los trabajadores han recogido en el ámbito de la Administración y qué 
es lo que se les ha transmitido o insinuado con relación al carácter institucional del tema que, como aquí se 
ha dicho y, por supuesto comparto, es el requisito previo para cualquier plan estratégico posterior, como sería 
dotar a la Dirección Nacional de Meteorología de las mejores condiciones de trabajo. 


En ese sentido, consulto a la Asociación de Trabajadores de Meteorología Nacional cuál es la versión oficial 
que han recogido de parte de las autoridades. 


SEÑORA MATHISSON.- La versión oficial genera todavía más incertidumbre. Cuando preguntamos 
qué compromiso tiene el Gobierno con la Dirección Nacional de Meteorología, cuál es la estrategia que 
tienen planteada, nos contestaron que no había compromiso porque no lo habían estudiado. Luego nos 
dijeron que estaban viendo la forma de sacarla del Ministerio de Defensa Nacional pero que a esta 
Dirección nadie la quiere porque es un problema. 


Nosotros decimos que sí es un problema por décadas de abandono, por falta de gestión y por no asumir la 
responsabilidad que debieron asumir los sucesivos Gobiernos, porque esto no se generó de un día para el 
otro. 


Pensamos que hay que crear un Instituto Meteorológico. Hoy la Dirección Nacional de Meteorología está a 
años luz de lo que tendría que ser un Instituto Meteorológico para cumplir con los requerimientos actuales. 


Esa fue la respuesta que recibimos. En esta Administración hemos tratado de tener más negociaciones, pero 
tampoco se nos ha recibido. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Estaba chequeando los cuadros que figuran en el proyecto de ley. En los cuadros 
de distribución de cargos aparecen cargos para la Dirección Nacional de Meteorología dentro del 
Ministerio de Defensa Nacional. Quiere decir que a nivel del Presupuesto todavía están allí ubicados. 
Hay que chequearlo con mayor detalle, pero están en ese Ministerio, y sin presupuesto no van a 
quedar. 


SEÑORA MATHISSON.- Por ahora estamos en el Ministerio de Defensa Nacional, pero genera mucha 
incertidumbre no conocer nuestro presupuesto. El resto de los trabajadores de la Administración lo 
conocen, más allá de que estén o no de acuerdo con él. Nosotros no conocemos ni siquiera el destino 
que va a tener la Dirección Nacional de Meteorología. No sabemos si puede seguir funcionando como 
hasta hoy, porque todo lo que hay dentro de la Dirección genera incertidumbre. No hemos tenido 
ninguna respuesta a todas las preguntas que hemos planteado al Ministerio de Defensa Nacional 
relativas a gestión, a funcionamiento, a reestructuras o a lo que sea, y sabemos que no hay estudios 
sobre esto. 


SEÑOR PARDIÑAS.- El otro elemento que, a nuestro modesto entender, también incorpora a los 
funcionarios de la Dirección Nacional de Meteorología es el artículo mediante el cual el Poder 
Ejecutivo propone el sueldo mínimo por cuarenta horas de trabajo para los funcionarios públicos. 
Estarían abarcados por ser funcionarios civiles dentro del Inciso. 


SEÑORA MATHISSON.- Somos funcionarios civiles pero, por ejemplo, Meteorología no aparece en 
relación con las partidas para los que dejaron la equiparación y son civiles, aunque sí figura la 
Secretaría del Ministerio. En cuanto a los que pasaron del escalafón K al escalafón civil, aparecen los 
de la Secretaría del Ministerio pero no los de Meteorología, que son solo seis cargos. Supuestamente 
dicen que están, pero nosotros no lo sabemos. No está explicitado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita. 


(Se retira de Sala la delegación de la Agrupación de Trabajadores de Meteorología Nacional-ATMN 


(Ingresa a Sala una delegación de trabajadores de los Centros CAIF) 


—Damos la bienvenida a las señoras Laura García Díaz y Verónica Litfack y al señor Javier Alliaume, 
trabajadores de los Centros CATF. 


SEÑOR ALLIAUME.- Muchas gracias por recibirnos. Para nosotros es muy importante esta reunión. 
Es la segunda vez que concurrimos al Parlamento en los últimos dos meses. En la ocasión anterior nos 
recibió la Comisión de Educación y Cultura de este Cuerpo. 


En este momento, estamos interesados en poder incidir en el proceso de asignación presupuestal. Queremos 
presentar la realidad laboral en que trabajamos dentro del Plan CAIF y cuáles son nuestras demandas. 


Como todos los señores Diputados sabrán, somos trabajadores de centros de educación infantil que forman 
parte del Plan CATE, que es una política estatal en convenio con organizaciones de la sociedad civil. Es la 
única política nacional desde la perspectiva de la educación para la primera infancia. En este momento cuenta 
con 341 centros en todo el país, que atienden a alrededor de 40.000 niños de cero a cuatros años y a sus 
familias. La gran mayoría participa diariamente en una propuesta de educación infantil en estos centros y 
otros en talleres semanales de estimulación psicomotriz. 


Estos centros de educación infantil están enmarcados en los lineamientos, regulaciones y currículas 
estipuladas por el Ministerio de Educación y Cultura. Los organismos estatales que participan del Plan CAIF 
son el INAU, el Ministerio de Educación y Cultura, el Congreso de Intendentes, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a través del INDA, el Ministerio de Salud Pública y la Administración Nacional de 
Educación Pública, conformando una política interinstitucional. 


Nosotros no somos trabajadores del Estado sino de organizaciones privadas tales como sindicatos, 
organizaciones no gubernamentales, asociaciones de trabajadores, cooperativas de trabajadores, cooperativas 
de vivienda, etcétera. Estas instituciones tienen convenios con el Estado para llevar adelante cada uno de 
estos centros. 


En cada centro trabajamos maestros, educadores, psicomotricistas, psicólogos, trabajadores sociales, 
educadores alimentarios, auxiliares de servicio, auxiliares de limpieza, etcétera. Somos aproximadamente 
3.500 trabajadores -no podemos dar la cifra exacta porque se trata de una política que está en expansión en 
estos últimos años- dispersos en 341 centros en los diecinueve departamentos. 


Diariamente desarrollamos una propuesta de educación infantil que incorpora la dimensión del trabajo con 
las familias y la comunidad. Sabemos que la educación infantil solo es posible integrando esas dos 
dimensiones. Estamos hablando de niños menores de cuatro años, por lo cual la propuesta educativa se 
integra con una propuesta de desarrollo promocional y social de la comunidad y las familias. De este modo, 
la propuesta pedagógica se complementa con una propuesta de atención social y en algunos casos 
psicosocial. 


Es la primera vez que los trabajadores de los Centros CAIF salimos a la opinión pública y somos escuchados, 
en este caso por los parlamentarios. Nuestra intención es poner sobre el tapete las condiciones en que 
desarrollamos nuestra tarea cotidiana. 


Hay distintos tipos de centros, variando el tamaño y la cantidad de trabajadores. Estamos hablando de centros 
en los que trabajamos entre diez y veinte personas. Entre los distintos equipos hay un cuerpo de maestros, 
que hacen la gestión educativa, y un cuerpo de profesionales universitarios que realizan un soporte, sobre 
todo en la dimensión psicológica y social, y se ocupan de la coordinación de estos centros. 


El 95% de los centros funcionan esencialmente con el dinero que les transfiere el Estado. Al respecto, 
recientemente hubo una publicación de la Facultad de Ciencias Sociales, en conjunto con la FLACSO, que en 
uno de sus capítulos habla de las organizaciones que gestionan Centros CAIF, y mencionan estos datos. De 
manera que si bien somos empleados de organizaciones privadas, en definitiva, el financiamiento de los 
centros -y, por lo tanto, entre otras cosas, el salario y demás temas económicos- está totalmente determinado 
por el Presupuesto estatal, en particular el Presupuesto del Inciso 27, INAU. 


Hay una confusión bastante común acerca de si los CAIF son centros privados, es una tercerización o una 
cogestión. Al respecto hay una discusión hasta teórica, política. Lo que está clarísimo es que dependemos 


financieramente del Estado. Por eso nos parece relevante poder incidir en la determinación del Presupuesto 
quinquenal. 


Particularmente preocupante es la situación salarial de la gran mayoría de los tres mil quinientos trabajadores. 
Alrededor de dos mil quinientos de ellos, que forman el cuerpo de educadores -es decir, quienes desarrollan 
la tarea concreta, quienes trabajan a diario directamente con los niños-, además de los auxiliares y el personal 
de cocina, cobran un salario líquido de $ 7.500 por cuarenta horas semanales e, inclusive, en algunos cargos, 
un poco menos. Entendemos que esa situación no es sostenible. Si bien en el quinquenio pasado realmente 
hubo esfuerzos del Gobierno y del país todo a nivel presupuestal, logrando aumentos significativos, 
igualmente la situación de esos trabajadores sigue siendo muy angustiante. Creemos que en un momento en 
el que hay una definición, por lo menos a nivel de discurso, de apostar al presente y al futuro de la infancia 
toda, pero particularmente de la primera infancia -recientemente vino la ex Presidenta chilena Bachelet y 
hubo una conferencia al respecto, de la cual participó el señor Presidente de la República-, vemos que eso no 
se traduce en las condiciones en que se desarrolla el trabajo con los niños más pequeños de este país, sobre 
todo con los que asisten a los Centros CAIF, que todavía siguen siendo los niños de las familias con menor 
acceso a la riqueza. Entonces, se termina dando la paradoja de que la única política pública para la primera 
infancia está destinada a los sectores más pobres del país y termina siendo una política pobre. 


El trabajo se desarrolla en condiciones difíciles, no solamente por lo salarial sino también a nivel del acceso a 
recursos, tanto edilicios como materiales y didácticos, que no están sustentados en un presupuesto acorde a la 
dimensión y a la necesidad de la tarea. Como decíamos, venimos trabajando en distintos ámbitos. Hemos 
tenido algunas instancias con la Dirección del Plan CAIF y con la actual Dirección del INAU en las que 
hemos hecho planteos en torno a la posibilidad de aumentar la asignación presupuestal para el Plan y, por 
ende, para los Centros CAIF, no solo para atender esta situación de salarios realmente muy bajos sino 
también para contar con más recursos materiales, edilicios y también humanos, es decir para conseguir no 
solo más salario sino más salarios. Particularmente, hemos hecho dos o tres propuestas que hemos ido 
transformando en función de la negociación que venimos desarrollando con el Directorio del INAU, en 
particular con su Presidente, el señor Javier Salsamendi. 


Inicialmente solicitábamos la equiparación salarial con los funcionarios estatales a los que más nos 
parecemos, que son los del INAU. Este Instituto tiene treinta y nueve centros de primera infancia en todo el 
país, los llamados Centros Diurnos, que diría son lo más similar a los Centros CAIF en la órbita estatal. 
Sabemos que esa equiparación implica una diferencia importante a nivel presupuestal ya que, por ejemplo, en 
el caso de los educadores estamos hablando prácticamente de duplicarles el salario. Sabemos que es una 
apuesta fuerte, pero al menos debemos apostar a la famosa premisa de que a igual tarea debe corresponder 
igual salario. 


También estamos reivindicando el cobro de la prima por antigijedad. En realidad, queremos gozar de ese 
derecho, que fue decretado en el año 1985 por la vieja clasificación de los Consejos de Salarios en lo que era 
el Grupo 41. Actualmente, en los Centros CAIF no se cobra prima por antigiledad, lo cual, entre otras cosas, 
repercute en la altísima rotación que se da en los centros, sobre todo de los educadores. Es muy común que al 
cabo de un año la mitad de los educadores de un Centro CAIF ya no sean los mismos, lo que no permite la 
profesionalización y la continuidad, y no facilita el armado de un equipo. 


Básicamente, esas son las tres reivindicaciones. Por un lado, aspiramos a contar con más recursos en los 
centros para acceder a más y mejores materiales, y también con recursos humanos, ya que en este momento 
estamos trabajando en una relación de un adulto cada quince o veinte niños de entre uno y dos años, lo cual 
es inaceptable para los estándares de calidad de la educación infantil que se manejan a nivel internacional. 
Además, se sabe que el Plan CAIF tiende a la incorporación de niños de un año en la modalidad de atención 
semanal, para lo cual necesariamente tendremos que pasar a trabajar al menos en parejas educativas a fin de 
atender correctamente a los niños, como lo merecen. Los otros puntos que reivindicamos son la equiparación 
de nuestros salarios con los del INAU y el cobro de la prima por antigúedad. 


SEÑOR ASTTI.- Escuchamos con mucha atención la exposición que realiza la visita. 


En el día de ayer el equipo económico hizo la presentación del Presupuesto, y en el caso concreto de los 
rubros destinados a la educación se dijo que los aumentos no eran parejos sino que, entre otras cosas, se 
priorizaron algunos puntos, en particular, el Plan CAIF que recibe, según un cuadro específico, un 


incremento de un 80% del presupuesto destinado a este rubro. Esto permitiría la construcción de cien centros 
nuevos, la adecuación de los existentes a los efectos de poder trabajar en dos turnos, la mejora en la calidad 
del servicio, la incorporación de coordinadores de gestión, etcétera. Esa es la propuesta acordada entre el 
Poder Ejecutivo y el INAU. Teniendo en cuenta la coincidencia entre los planteos del INAU y del Poder 
Ejecutivo, supongo que el tema salarial también será contemplado, aunque no sé si en los términos 
planteados aquí. Sí queda de manifiesto la prioridad absoluta de este tema por parte del Gobierno, porque 
conocemos a qué población atienden los CAIF. Sabemos que atienden sectores en los que radica la mayor 
parte de la infantilización de la pobreza, donde cuanto menores son las edades de los niños, mayores son los 
porcentajes de pobreza y mayores también las necesidades de equidad. Estos centros permiten una salida 
hacia situaciones más favorables en términos de salud, de alimentación, de educación y de socialización que 
se produce en esos ámbitos. Seguramente, en este campo existirá la posibilidad de seguir avanzando hacia 
esos objetivos. 


SEÑOR BERNINI.- No hace mucho tiempo me visitó en mi despacho una delegación de compañeras y 
compañeros trabajadores de los Centros CATF. 


Recién hicieron referencia a que en uno de los tres ejes relvindicativos que plantea el sindicato está la prima 
por antigúedad del Grupo 41, que interpreto es el laudo de la enseñanza privada para situaciones similares. 
En aquel momento había algún conflicto planteado con algún centro -atrás de un centro, siempre hay una 
institución o una ONG- y se nos decía que en algunos lugares se cumplía y en otros no. Me interesa saber 
cómo se aplica hoy esa prima por antigiledad. 


SEÑOR ALLIAUME.- Se trata de trescientos cuarenta centros gestionados por casi trescientas 
cuarenta organizaciones distintas. La realidad es bastante dispar también en este asunto. Sabemos que 
son muy pocas las organizaciones y los trabajadores que en este momento están cobrando esa prima 
por antigitedad. Cuando decimos 'muy pocos" hablamos de menos del 5% de los centros. 


¿Por qué se da esto? Los centros se sostienen y las organizaciones sostienen los centros esencialmente con la 
transferencia que hace el Estado. Esta transferencia ya viene con los rubros más o menos perfilados. Cada 
Administración tiene cierto nivel de flexibilidad, pero el margen de maniobra es bastante estrecho. En esa 
previsión de gasto, de ejecución del presupuesto de cada centro, no está contemplado el pago de la prima por 
antigiiedad. Entendemos que, en tanto dentro de la transferencia del INAU no haya un aumento que permita a 
los centros hacer frente a este pago por antigiledad, la realidad va a seguir dependiendo de las organizaciones. 
Va a seguir siendo una decisión individual de cada una de ellas, pero no vamos a contar con una decisión 
general que contemple a todos los trabajadores. 


Las organizaciones y los trabajadores que en este momento están cobrando prima por antigúedad suelen tener 
que defenderla frente a las autoridades del Plan CAIF y a la parte del control contable, lidiando 
permanentemente para que esa prima siga vigente. De hecho, este año hubo un conflicto en un centro en Las 
Piedras. Quizás el señor Diputado Bernini se refiere a eso. 


Con respecto a lo que decía el señor Diputado Asti, estamos teniendo negociaciones con el Directorio del 
INAU y también con la Dirección del Plan CAIF. Sabemos que hay un compromiso de aumento del 
presupuesto para el INAU, particularmente para el Plan CAIF. Entendemos que hasta ahora se sigue 
priorizando -y no estamos en contra de eso- la ampliación del Plan, en abriendo nuevos centros. 
Originalmente se había hablado de ciento noventa centros, después de ciento cuarenta y ahora se habla de 
cien. Nosotros sostenemos que antes de seguir agrandando la casa hay que ordenarla. Obviamente, es una 
necesidad del país ampliar la cobertura que en este momento sigue siendo muy baja, sobre todo en la 
modalidad de atención diaria, si uno la compara con la cantidad de niños que hay. Estamos hablando de que 
un 20% de los niños de cero a cuatro años pueden asistir diariamente a los centros. Sabemos que el 
porcentaje es muy bajo y deseamos que eso cambie, pero entendemos que esa ampliación no puede seguir 
recayendo sobre los hombros de los trabajadores, que son quienes sostienen los centros. 


En la última reunión que tuvimos con el Presidente del INAU hubo un compromiso verbal de otorgar un 
aumento del 20% al 1” de enero, independientemente de lo que laude en este momento el Grupo 16 y el 
Subgrupo 07 -que están negociando el salario de esta rama- y el Consejo de Salarios. Hay un compromiso del 


Directorio del INAU de hacerlo así. Entendemos que esto está incluido en el pedido presupuestal que se 
presentó al Poder Ejecutivo. 


La última propuesta que llevamos al Directorio del INAU es generar un compromiso para otorgar tres 
partidas más anuales, al 1” de enero de los siguientes años, de un 10% por año, para llegar al fin del 
quinquenio con un aumento salarial del 50%, independientemente de lo que se laude en las distintas 
instancias de los Consejos de Salarios. 


SEÑOR ABDALA- Quiero fijar claramente el planteamiento y describir de la mejor manera la 
situación. 


Está claro que para poder contemplar las reivindicaciones que aquí formulan los trabajadores de los Centros 
CAIF hay que proyectar los rubros correspondientes y, al mismo tiempo, estos deben tener un destino 
establecido. Me refiero a la contemplación general de estas reivindicaciones para que después eso se 
internalice en cada una de las distintas ONG y Centros CAIF. 


Si entendí bien, en principio los montos serían suficientes como para que eso acontezca, pero no estaría clara 
la definición conceptual. Esto es válido para el Mensaje del Poder Ejecutivo y también para el mensaje del 
INAU -que tiene iniciativa presupuestal- que vino separadamente del proyecto del Poder Ejecutivo. Esto 
tiene que ver con las conversaciones que ustedes están teniendo con el Presidente del Instituto y con los otros 
integrantes del Directorio del organismo. 


Me parece importante tener claro este aspecto, porque tiene que ver con lo que después nosotros tenemos que 
trasladar a las autoridades. 


SEÑOR ALLIAUME.- Nosotros no tenemos claro que lo que está presentado en el proyecto de ley 
contemple nuestra aspiración. En estos días tendremos una nueva reunión con el Presidente del INAU. 
Esperábamos tenerla esta semana, pero lamentablemente no pudo ser. Estamos intentando que se haga 
lo antes posible. 


Dentro de lo que se plantea en los Mensajes del Poder Ejecutivo y del INAU no está estipulado cuáles son los 
cambios salariales que se piensan hacer. Aparece una bolsa grande, pero no queda claro si es exclusivamente 
para los salarios de los centros nuevos o para todos. No podemos dar respuesta a eso porque no está 
detallado. No contamos con la información y tenemos pendiente una reunión con el Presidente del INAUÚ. 


Aunque aparezca un intermediario entre el INAU, los centros y los trabajadores, el Instituto tiene todas las 
potestades y el Plan CAIF tiene todas las posibilidades de asegurarse que lo que se determina en el 
Presupuesto se concrete, particularmente en lo que tiene que ver con el pago de la prima por antigiiedad y con 
los aumentos salariales. El Plan CAIF y el INAU hacen un control muy estricto y determinan cómo se debe 
gastar el dinero. En ese sentido, no hay peligro de que ese dinero termine en otro destino. Estamos 
convencidos de que el Estado tiene todas las posibilidades de garantizar el aumento presupuestal para esos 
fines. 


SEÑOR GANDINL.- En el artículo 456 del proyecto que envía el Poder Ejecutivo hay una partida de 
US$ 5:000.000 para inversiones en el Inciso 27, lo que ratifica la idea de que va a haber nuevos centros. 
Por supuesto que eso requiere de nuevos convenios, ya que hay más gastos de funcionamiento y se 
deberán pagar más salarios. En el "Objeto del Gasto 289.001 'Cuidado de Menores (...)', Tipo de 
Crédito 4", el artículo 657 establece los montos para los años 2011 a 2014 para "Nuevos Centros.- 
Mejora de condiciones laborales.- Coordinador CAIF.- Grupo y 8 Hs". ¿Este Objeto de Gasto, ¿refiere 
únicamente al CAIF o bajo la denominación del programa "Cuidado de Menores" hay otras 
modalidades que el INAU también financia? 


Esta es una pregunta importante que haremos al INAU cuando comparezca en este ámbito, porque hay otra 
disposición, el artículo 661, que refiere a partidas para esos mismos años por otros conceptos: "Incremento 
asignaciones con Convenios" y también "Nuevos Convenios". Luego establece determinadas Unidades 
Reajustables por niño, que supongo que no es para el caso de los CATE, ¿o sí? 


Quisiera que me aclararan un poco a qué refieren estos artículos. 


SEÑOR ALLIAUME.- No necesariamente es para el Plan CAIF en forma exclusiva. En este momento, 
el INAU está atendiendo cerca del 90% de los niños y adolescentes con los cuales trabaja a través de 
convenios con organizaciones de la sociedad civil. Entonces, se trata de un paquete muy amplio. 
Obviamente la mayor cantidad de convenios que tiene el INAU son con los centros CAIF, pero no 
exclusivamente, en la medida en que aparecen otras modalidades y otros grupos etarios y 
poblacionales. 


La respuesta a esto precisamente es parte de la contestación que nosotros también estamos demandando. 


SEÑOR GANDINI.- De manera que se trata de la bolsa a la que usted hace referencia, porque está 
clarísimo que hay $ 100:000.000 que son para construir centros CAIF. Eso está desglosado y 
específicamente asignado: lo demás está en un concepto más amplio. Seguramente aquí el Plan CAIF 
tiene un porcentaje, pero ustedes no saben cuál es porque se engloba en un concepto más amplio de 
atención y cuidado a los menores. 


SEÑOR ALLIAUME.- Efectivamente. 


SEÑOR GANDINI.- En definitiva, esto lo tendremos que averiguar nosotros cuando comparezca la 
institución en este ámbito. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Me consta lo que se ha dicho, porque en la ciudad de San Carlos, 
departamento de Maldonado, está el hogar "Los Zorzales", que no es un CAIF y tiene convenio con el 
INAU, que es el que soporta gran parte de sus gastos. Quiere decir que no solo están los CATF. 


Si mal no recuerdo, en el día de ayer el equipo económico manifestó que había llegado a un acuerdo con dos 
instituciones de los organismos del artículo 220 de la Constitución: ASSE y el INAU. Quiere decir que el 
Mensaje presupuestal había sido acordado por el INAU. Entonces, como decía el Diputado Gandini, se trata 
de averiguar cómo se distribuye y qué parte de esta bolsa corresponde al incremento salarial. 


SEÑOR ALLIAUME.- Quiero decir que hemos estado preparando un documento con la idea de 
hacerlo llegar a los Diputados antes de nuestra comparecencia, pero tuvimos algunas dificultades con 
el manejo de la información. De todas formas, nos comprometemos a hacerles llegar ese documento en 
estos días, a través de la Secretaría, para que quede en poder de la Comisión. 


Volvemos a insistir en que nuestro compromiso sigue estando en el trabajo con los niños. En este momento 
estamos desarrollando algunas movilizaciones en la calle y hemos efectuado algunos paros para dar soporte a 
las movilizaciones, pero nuestra intención sigue siendo trabajar con, por y para los gurises. En ese sentido, 
entendemos que parte de nuestro trabajo tiene que ver con la mejora de las condiciones en las cuales los 
niños son atendidos y recibidos diariamente. 


Agradecemos por la invitación y la recepción en este ámbito. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos vuestra visita: la Comisión seguirá considerando el tema. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 6) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


